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Prólogo 



La Ley General Tributaria de 2003, L 58/2003, de 17 de diciembre (LGT), supuso sin duda un hito en la evolución del ordenamiento tributario en España, no sólo actualizando la Ley General Tributaria anterior (LGT63), sino incorporando preceptos novedosos y elevando a nivel legal disposiciones reglamentarias anteriores. Conviene además tener en cuenta que el proceso de elaboración de la LGT fue largo y meticuloso, incluyendo la formación de dos prestigiosas comisiones de estudio que elaboraron sendos informes de gran valor doctrinal y práctico.

Aprobada la LGT, el Gobierno, con elogiosa celeridad, ha ido aprobando sus reglamentos de desarrollo. En primer lugar, fue aprobado el Reglamento General del régimen sancionador tributario, por RD 2063/2004, de 15 de octubre. Tras este primer texto, se aprobó, por RD 520/2005, de 13 de mayo, el Reglamento General de desarrollo de la LGT, en materia de revisión en vía administrativa. A continuación, por RD 939/2005, de 29 de julio, se aprueba el Reglamento General de Recaudación. Finalmente, el RD 1065/2007, de 27 de julio, aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos (en adelante, RGAT). Sin duda, este último reglamento es el que reviste mayor importancia entre los aprobados en desarrollo de la LGT e, inclusive, el que, históricamente, supone una regulación más ambiciosa de los procedimientos tributarios y, en particular, de los denominados por la LGT, procedimientos de aplicación de los tributos.

Recordemos que la LGT alteró la técnica utilizada por la LGT anterior en dos aspectos de especial relevancia. En primer lugar, la LGT cambió la denominación empleada por la LGT63, para referirse a los procedimientos tributarios. La LGT63 utilizaba la expresión «gestión tributaria», para referirse a los procedimientos tributarios en general, incluyendo el procedimiento de las reclamaciones económico-administrativas. Por el contrario, la LGT distingue claramente entre procedimientos de aplicación de los tributos, procedimientos sancionadores y procedimientos de revisión. Y dedica a cada una de estas categorías un título distinto, dentro de la ley, los títulos III, IV y V, respectivamente. Además, la LGT incluye dentro de los llamados procedimientos de aplicación de los tributos, los de gestión, inspección y recaudación, pero incorpora unas claras normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios, tratando de armonizar la regulación de todos estos procedimientos entre sí y respecto del régimen del procedimiento administrativo común.

En segundo lugar, la LGT, como ha sucedido con las leyes propias de los distintos tributos desde hace años, ha cambiado la técnica normativa seguida respecto del papel confiado a los desarrollos reglamentarios. En concreto, frente a la técnica que seguía la propia LGT63, la LGT es más precisa y detallista, confiando a los reglamentos ejecutivos de la misma una función más limitada y ceñida a aspectos relativamente secundarios. Asimismo, el desarrollo reglamentario ha seguido la técnica, hoy habitual, de no reproducir la ley desarrollada, sino ceñir el desarrollo reglamentario a los aspectos complementarios de la ley. De esta manera, el bloque de legalidad o normativo ha de tener en cuenta siempre, tanto las disposiciones reglamentarias como las normas legales desarrolladas en cada caso.

Desde esta perspectiva, la presente obra trata de proporcionar a los profesionales y estudiantes del Derecho tributario un comentario de ese bloque normativo, es decir, el formado por el RGAT y la LGT, en los aspectos de esta última desarrollados por aquél. No obstante, la obra sigue el orden de los artículos del RGAT, sin perjuicio, como decimos, de no limitar nuestros comentarios a las normas de este último, sino de tener en cuenta también los preceptos legales desarrollados o completados en cada caso. La obra prescinde de una abundancia de citas doctrinales o de un análisis teórico más profundo, en beneficio de unos comentarios que tienen en cuenta sobre todo los problemas prácticos que pueden plantearse en la aplicación de las normas comentadas.

A la hora de optar por unas siglas para el reglamento cuyo articulado sirve de guía de nuestros comentarios, hemos elegido RGAT, siendo conscientes de la posibilidad de utilizar RGGI. Sin perjuicio de la denominación que termine prevaleciendo, entendemos que la referencia a la aplicación de los tributos, en general, refleja mejor la vocación de este reglamento, que no se limita a regular los procedimientos de gestión e inspección, sino que pretende dar un marco general de los procedimientos de aplicación de los tributos, incluyendo la regulación de numerosas obligaciones de suministro de información o de colaboración en la aplicación de los tributos.

Los comentarios recogidos en esta obra tienen en cuenta las reformas habidas hasta el RD 192/2010, de 26 de febrero. Especialmente, los comentarios tienen en cuenta ya los importantes cambios introducidos en el RGAT, por el RD 1/2010, de 8 de enero. En este sentido, conviene destacar que el RGAT es un reglamento con un doble contenido. Por un lado, el reglamento regula, como ya hemos mencionado, una larga serie de obligaciones formales, principalmente derivadas del suministro general de información, previsto en el art. 93 LGT. Siguiendo, como no podía ser de otro modo, los criterios de la LGT, el RGAT sistematiza o refunde la dispersa regulación anterior de estas obligaciones formales o de colaboración. Prácticamente, el nuevo reglamento ha absorbido todas estas disposiciones anteriores, con la importante salvedad del régimen de las obligaciones de facturación, que continúa recogido en el RD 1496/2003, de 28 de noviembre.

Por otro lado, el RGAT recoge el que sería su contenido más característico, es decir, la regulación de las actuaciones y procedimientos tributarios. En este terreno, el RGAT sigue la técnica de unir la regulación de los procedimientos de gestión e inspección, suponiendo el nuevo reglamento la primera regulación completa de los procedimientos de gestión, puesto que el Reglamento General de Gestión previsto en desarrollo de la LGT63 nunca llegó a aprobarse. El RGAT deja aparte sólo las normas propias de los procedimientos recaudatorios, si bien lleva su amplitud a prever en su art. 1.º que el reglamento será de aplicación a la gestión recaudatoria en lo no previsto en el RGR. Los procedimientos recaudatorios son de aplicación de los tributos, razón por la cual les son de aplicación las normas generales sobre tales procedimientos contenidas en el RGAT, si bien el RGAT recoge sólo las normas propias de los procedimientos de gestión e inspección y mantiene la existencia de un RGR aparte, para recoger las normas propias o específicamente aplicables a los procedimientos recaudatorios.

Este doble contenido del RGAT, por un lado régimen de las obligaciones tributarias formales, por otro, de los procedimientos de aplicación de los tributos, puede suponer, de hecho ha supuesto ya, que asistamos a frecuentes reformas del reglamento para actualizar la regulación de aquellas obligaciones. No obstante, los comentarios a esas normas del RGAT pueden tener un valor que trascienda a las puntuales modificaciones o adaptaciones que vayan apareciendo en relación con toda esa serie de deberes u obligaciones formales cuyo régimen recoge también este reglamento.

Finalmente, estos comentarios tratan de reflejar la importancia que ha adquirido durante los últimos años la jurisprudencia relativa a los procedimientos tributarios. La comprensión de estos procedimientos ha de tener en cuenta la labor de los Tribunales en la interpretación de las normas que los regulan, una interpretación que además ha tratado de establecer unos principios generales o un marco de principios que doten de estabilidad a la aplicación de los tributos. Además, ese marco general ha de construirse, y así lo han hecho nuestros Tribunales, teniendo en cuenta tanto la doctrina constitucional como la jurisprudencia recaída en relación con los principios generales del Derecho administrativo.
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volverReal Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos
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Artículo único Aprobación del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos 


Se aprueba el Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, cuyo texto se inserta a continuación. 
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volver  DISPOSICIONES ADICIONALES



Disposición adicional primera Efectos de la falta de resolución en plazo de determinados procedimientos tributarios 


Uno. Los procedimientos que se relacionan a continuación podrán entenderse desestimados por haber vencido el plazo máximo establecido sin que se haya notificado resolución expresa: 


	

	

	
1.  Procedimiento para autorizar la reducción de signos, índices y módulos en estimación objetiva, regulado por el artículo 37.4 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo. 

	

	
2.  Procedimiento para la expedición de certificaciones de sujeción al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, regulado en el artículo 14.2 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto 1776/2004, de 30 de julio, y en la disposición adicional tercera de la Orden de 23 de diciembre de 2003. 

	

	
3.  Procedimiento para la inclusión de uniones temporales de empresas en el registro especial del Ministerio de Economía y Hacienda a que se refiere el artículo 50 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. 

	

	
4.  Procedimientos para la concesión de aplazamientos y fraccionamientos para el pago del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, previstos en los artículos 82 a 84, ambos inclusive, del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre. 

	

	
5.  Procedimiento para autorizar la exención del Impuesto sobre el Valor Añadido en las operaciones realizadas por la Agencia Espacial Europea, regulado en el Real Decreto 1617/1990, de 14 de diciembre, por el que se precisa el alcance de determinadas exenciones del Impuesto sobre el Valor Añadido en aplicación del Convenio de 30 de mayo de 1975, por el que crea la Agencia Espacial Europea. 

	

	
6.  Procedimiento para autorizar a determinadas entidades colaboradoras para proceder a devolver las cantidades abonadas en concepto de Impuesto sobre el Valor Añadido por entregas en régimen de viajeros, previsto en el artículo 9.1.2.º B) del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
7.  Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la exención en las entregas de bienes a organismos reconocidos que los exporten fuera del territorio de la Comunidad Europea en el marco de sus actividades humanitarias, caritativas o educativas, previsto en el artículo 9.4.º del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
8.  Procedimiento para conceder las autorizaciones administrativas que condicionan determinadas exenciones en importaciones de bienes, regulado por el artículo 17 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
9.  Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la aplicación del tipo impositivo reducido en las entregas, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de vehículos destinados a autotaxis o autoturismos especiales para el transporte de personas con minusvalía en sillas de ruedas, bien directamente o previa su adaptación, así como los vehículos a motor que, previa adaptación o no, deban transportar habitualmente a personas con minusvalía en silla de ruedas o con movilidad reducida, previsto en el artículo 91.Dos.1.4.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

	

	

	
10....


	Apartado uno.10 de la disposición adicional primera derogado por la disposición derogatoria única del R.D. 2126/2008, de 26 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el R.D. 1624/1992, de 29 de diciembre, así como el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el R.D. 1065/2007, de 27 de julio («B.O.E.» 27 diciembre).Vigencia: 1 enero 2009 



	

	
11.  Procedimiento para la realización de devoluciones a empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido, regulado en los artículos 31 y 31 bis del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.Apartado 11 del número uno de la disposición adicional primera redactado por la disposición final segunda del R.D. 192/2010, de 26 de febrero, de modificación del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el R.D. 1624/1992, de 29 de diciembre, y del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por R.D. 1065/2007, de 27 de julio, para la incorporación de determinadas directivas comunitarias («B.O.E.» 2 marzo).Vigencia: 3 marzo 2010 




	

	
12.  Procedimiento para la devolución del Impuesto sobre el Valor Añadido por entregas a título ocasional de medios de transporte nuevos, previsto en el artículo 32 del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
13.  Procedimiento para acordar la reducción de los índices o módulos en los supuestos en que el desarrollo de actividades empresariales a las que resulte de aplicación el régimen simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido se viese afectado por incendios, inundaciones, hundimientos o grandes averías en el equipo industrial que supongan alteraciones graves en el desarrollo de la actividad, regulado por el artículo 38.4 del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
14.  Procedimiento para el reintegro de compensaciones en el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, regulado en el artículo 48.1 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
15.  Procedimiento para autorizar la presentación conjunta en un solo documento de las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes a diversos sujetos pasivos, recogido en el artículo 71.5 del reglamento del citado impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
16.  Procedimiento para el otorgamiento de autorizaciones en materia de libros registros regulado en el artículo 62.5 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
17.  Procedimiento para la devolución del Impuesto sobre el Valor Añadido soportado en las operaciones exentas realizadas en el marco de las relaciones diplomáticas y consulares, previsto en el artículo 10 del Real Decreto 3485/2000, de 29 de diciembre, sobre franquicias y exenciones en régimen diplomático, consular y de organismos internacionales y de modificación del Reglamento general de vehículos, aprobado por el Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre. 

	

	
18.  Procedimiento para la tramitación de las solicitudes de tráfico de perfeccionamiento activo y pasivo fiscal, recogido en el artículo 24 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, en el artículo 506 del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario y en la Circular 1/1994, de 22 de marzo de 1994, del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre documentación aduanera utilizable a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido en operaciones efectuadas al amparo de regímenes aduaneros o fiscales o en las áreas exentas. 

	

	
19.  Procedimiento para la fijación de los módulos para las exenciones de los impuestos especiales establecidos en el artículo 9.º 1.a), b) y d) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 4.1 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
20.  Procedimiento para la autorización del suministro, con exención de los impuestos especiales, de productos objeto de los impuestos especiales sobre el alcohol y bebidas alcohólicas y sobre las Labores del Tabaco, así como de los combustibles incluidos en el ámbito objetivo del Impuesto sobre Hidrocarburos, previsto en el artículo 9.1.a), b) y d), de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 4.1 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio, y en el artículo 11 del Real Decreto 3485/2000, de 29 de diciembre. 

	

	
21.  Procedimiento para la autorización del suministro de productos objeto de los Impuestos Especiales sobre el Alcohol y Bebidas Alcohólicas, del Impuesto sobre las Labores del Tabaco o de los combustibles incluidos en el ámbito objetivo del Impuesto sobre Hidrocarburos a las Fuerzas Armadas, con exención de los impuestos especiales, así como de carburantes con destino a las instalaciones de dichas Fuerzas, establecido en el artículo 9.1.c) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en los artículos 4.2 y 5.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
22.  Procedimiento para la autorización del suministro de carburantes con derecho a devolución del Impuesto sobre Hidrocarburos, en los supuestos previstos en el artículo 9.1.a), b), c) y d), de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 5.4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio, y en el artículo 11 del Real Decreto 3485/2000, de 29 de diciembre. 

	

	
23.  Procedimiento para resolver sobre la procedencia de la prueba de pérdida por caso fortuito o fuerza mayor, a efectos de la no sujeción a los Impuestos Especiales, previsto en el artículo 6.º 2 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 16.6 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
24.  Procedimiento para la cancelación de garantías prestadas por operadores no registrados, previsto en el artículo 33.2.g) y h) del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
25.  Procedimiento para la cancelación de garantías prestadas por receptores en el sistema de envíos garantizados de productos sujetos a los impuestos especiales, previsto en el artículo 33.2.g) y h) del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
26.  Procedimiento para la cancelación de garantías prestadas por representantes fiscales en el sistema de ventas a distancia, para la recepción de productos sujetos a impuestos especiales, regulado en el artículo 33 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
27.  Procedimiento para la devolución de cuotas de impuestos especiales ingresadas por irregularidades en la circulación intracomunitaria, por presentación de la prueba de la regularización en el ámbito territorial no interno, regulado en el artículo 17 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 17.2 del Reglamento de los Impuestos Especiales aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
28.  Procedimiento para la devolución de cuotas de los impuestos especiales ingresadas por irregularidades en la circulación intracomunitaria, por la concurrencia de doble imposición, previsto en el artículo 17 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 17.4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
29.  Procedimiento para autorizar la sustitución de precintas por otras marcas fiscales, previsto en el artículo 18.7 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 26.3 y 4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
30.  Procedimiento para la devolución de los Impuestos Especiales sobre la Cerveza, sobre Productos Intermedios y sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, previsto en el artículo 23.10 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 57.4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
31.  Procedimiento para la devolución del Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas en relación con bebidas de fabricación artesanal destinadas a una fábrica de bebidas derivadas, regulado en el artículo 40 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 100 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
32.  Procedimiento para la aprobación de desnaturalizantes propuestos por industriales por exigencias sanitarias, técnicas o comerciales, previsto en el artículo 20.3 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 75.2 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
33.  Procedimiento para autorizar la desnaturalización parcial de alcohol en establecimiento de destino, recogido en el artículo 73.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
34.  Procedimiento para autorizar la desnaturalización en el establecimiento propuesto por el receptor de alcohol procedente del ámbito territorial no interno, previsto en el artículo 73.4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
35.  Procedimiento para la autorización por la aduana para llevar a cabo la desnaturalización del alcohol en establecimiento distinto del lugar de origen o de la propia aduana, previsto en el artículo 73.5 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
36.  Procedimiento para aprobar la emisión de tarjetas de crédito para la adquisición de gasóleo con tipo reducido en el Impuesto sobre Hidrocarburos, previsto en el artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 107.1.a) del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
37.  Procedimiento para autorizar la incorporación de trazadores y marcadores antes de la ultimación del régimen suspensivo, para la aplicación de la exención o el tipo reducido del gasóleo o queroseno, cuando dicha incorporación sea preceptiva, en los supuestos de recepción de estos productos desde el ámbito territorial comunitario no interno, regulado en el artículo 114.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
38.  Procedimiento para la inscripción de instalaciones aeroportuarias y autorización de recepción de hidrocarburos en las mismas, con derecho a la exención del Impuesto sobre Hidrocarburos, previsto en el artículo 51.2 a) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 101.5 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
39.  Procedimiento para autorizar el suministro en los casos de las exenciones del Impuesto sobre Hidrocarburos previsto en el artículo 51.2.c), d), e) y g) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 103.1 y 2 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
40.  Procedimiento para la inscripción de empresas productoras de electricidad, de transportes ferroviarios, de construcción y mantenimiento de buques y aeronaves, y altos hornos para disfrutar de la exención del Impuestos sobre Hidrocarburos, recogido en el artículo 51.2.c), d), e) y g) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 103.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
41.  Procedimiento para autorizar la destrucción o desnaturalización de labores del tabaco dentro o fuera de las instalaciones fabriles, a efectos de la no sujeción o exención del Impuesto sobre Labores del Tabaco, regulado en los artículos 57 y 61.1 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 122 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
42.  Procedimiento para autorizar la aplicación de la exención del Impuesto sobre las Labores del Tabaco para la realización de análisis científicos o de calidad, regulado en el artículo 61.1.b) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 123 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
43.  Procedimiento para el reconocimiento previo de la no sujeción y exención en el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, regulado en el Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
44.  Procedimiento para la homologación de vehículos tipo jeep o todo terreno y vehículos de exclusiva aplicación industrial, comercial, agraria, clínica o científica, regulado en el Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
45.  Autorización del centro gestor para establecer un depósito fiscal, prevista en el artículo 11.1 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
46.  Procedimiento para la inscripción de un establecimiento, en el registro territorial de los impuestos especiales de fabricación, previsto en el artículo 40 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
47.  Procedimiento por el que el centro gestor autoriza la prestación de una garantía global, prevista en el artículo 45.2 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
48.  Procedimiento por el que el centro gestor autoriza la aplicación del derecho a la devolución por fabricación de aromatizantes, previsto en el artículo 54.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
49.  Procedimiento por el que el centro gestor autoriza la fabricación conjunta de bebidas alcohólicas en un mismo local, previsto en el artículo 56.2 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
50.  Procedimiento por el que el centro gestor autoriza la fabricación de alcohol no desnaturalizado en donde se obtengan otros productos alcohólicos gravados, previsto en el artículo 56.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
51.  Procedimiento para autorización por el centro gestor de suministro de alcohol sin pago de impuesto por utilización en investigación científica, previsto en el artículo 79 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
52.  Procedimiento para autorización por el centro gestor de fabricación de alcohol por síntesis, previsto en el artículo 84.7 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
53.  Procedimiento para la autorización por el centro gestor de la aplicación de la exención para biocarburantes utilizados en proyectos piloto, establecida en el artículo 51.3 de la Ley 38/1992, de 28 de julio, de Impuestos Especiales, y en el artículo 105.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
54.  Procedimiento de autorización por la oficina gestora para la mezcla de hidrocarburos con biocarburantes, antes del fin del régimen suspensivo, previsto en el artículo 108.bis.3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
55.  Procedimiento para la autorización por el centro gestor, en los casos en que el biocarburante se introduzca en depósitos fiscales logísticos, del procedimiento establecido en el artículo 108.bis.4 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
56.  Procedimiento para la autorización del cambio de titularidad y cese de su actividad de los establecimientos inscritos en el registro territorial de los impuestos especiales de fabricación, previsto en el artículo 42 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
57.  Procedimiento para la autorización de utilización como carburante de los productos a que se refiere el artículo 46.2 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, o como combustible, de los hidrocarburos a que se refiere el apartado 3 de dicho artículo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 54.1 de la citada ley. 

	

	
58.  Procedimiento de autorización de un desnaturalizante para el bioetanol, en el supuesto de aplicación del tipo impositivo a los biocarburantes establecido en el artículo 50.bis de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre de Impuestos Especiales, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 108 bis.8 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
59.  Procedimiento para aprobar la emisión de tarjetas de crédito, débito y compras para la adquisición de carburantes con exención del Impuesto sobre Hidrocarburos, prevista en los párrafos a), b) y c) del artículo 9 de la Ley 38/1992 de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, y en el artículo 5.2 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio

	

	
60.  Procedimiento para autorizar y, en su caso, inscribir al titular autorizado, el régimen de perfeccionamiento fiscal establecido en el artículo 3 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio. 

	

	
61.  Procedimiento para el reconocimiento de la exención del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos previsto en el artículo 9.seis, número 1, párrafos a), b) y c) de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, incluso cuando el beneficio se aplique mediante un procedimiento de devolución, de acuerdo con lo previsto en el número 2 del mismo artículo. 

	

	
62.  Procedimiento para la aplicación de la exención del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos previsto en el artículo 9.seis, número 1, párrafo f) apartados 1.º, 2.º, 3.º, y 5.º de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales Administrativas y del Orden Social. 

	

	
63.  Procedimiento para la inscripción en el registro territorial del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos de los sujetos pasivos del impuesto, previsto en el artículo Octavo de la Orden HAC/1554/2002, de 17 de junio. 

	

	
64.  Procedimiento para la práctica de la devolución parcial por el gasóleo de uso profesional, establecido en el artículo 52.bis de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, desarrollado por la Orden EHA/3929/2006, de 21 de diciembre, por la que se establece el procedimiento para la devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos y de las cuotas correspondientes a la aplicación del tipo autonómico del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional, se aprueba determinado Código de Actividad y del Establecimiento, y se actualiza la referencia a un código de la nomenclatura combinada contenida en la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales. 

	

	
65.  Procedimiento para la práctica de la devolución parcial de las cuotas correspondientes a la aplicación del tipo autonómico previsto en el artículo 9 de la Ley 24/2004 (sic), de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, desarrollado por la Orden EHA 3929, de 21 de diciembre, por la que se establece el procedimiento para la devolución parcial del Impuesto sobre Hidrocarburos y de las cuotas correspondientes a la aplicación del tipo autonómico del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos por consumo de gasóleo profesional, se aprueba determinado Código de Actividad y del Establecimiento, y se actualiza la referencia a un código de la nomenclatura combinada contenida en la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales. 

	

	
66.  Procedimiento para la autorización de porcentajes de participación en el capital social de entidades no cooperativas superiores a los previstos en el artículo 13.9.º de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas. 

	

	
67.  Procedimiento para la concesión de aplazamientos y fraccionamientos para el pago de contribuciones especiales, previsto en el artículo 32.3 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

	

	
68.  Procedimiento para la concesión de beneficios fiscales en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, previsto en el artículo 77.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

	

	
69.  Procedimiento para la concesión de beneficios fiscales en el Impuesto sobre Actividades Económicas, previsto en el artículo 91.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

	

	
70.  Procedimiento para la concesión de exenciones en el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, previsto en el artículo 93.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

	

	
71.  Procedimiento para la dispensa de preceptos por razón de equidad, previsto en el artículo 13.4 de las Ordenanzas generales de Aduanas, aprobadas por Decreto de 17 de octubre de 1947. 

	

	
72.  Procedimiento para la tramitación de las solicitudes de abandono de mercancías, regulado en el artículo 316 de las Ordenanzas generales de Aduanas, aprobadas por el Decreto de 17 de octubre de 1947. 

	

	
73.  Procedimiento para la tramitación de las solicitudes correspondientes a habilitaciones de Agentes de Aduanas, regulado por el Real Decreto 1889/1999, de 13 de diciembre, la Orden de 9 de junio de 2000 y la Resolución de 12 de julio de 2000. 

	

	
74.  Procedimiento para la autorización de almacén de depósito temporal de mercancías y local autorizado para mercancías de exportación previsto en los artículos 185 a 188, ambos inclusive, del Reglamento (CE) 2454/1993 de la Comisión, de 2 de Julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario y en la Resolución de 11 de diciembre de 2000 que regula el funcionamiento de los almacenes de depósito temporal y de los locales autorizados para mercancías declaradas de exportación. 

	

	
75.  Procedimiento para la autorización de procedimientos simplificados de tránsito, previsto en los artículos 398 a 411, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario y en la Resolución de 11 de diciembre de 2000 que regula los procedimientos simplificados de expedidor y destinatario autorizado de tránsito comunitario / común, expedidor autorizado de documentos que acrediten el carácter comunitario de las mercancías y expedidor autorizado de documentos de control T-5. 

	

	
76.  Procedimiento para la autorización del régimen de depósito aduanero previsto en los artículos 524 a 535, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario, y en la Resolución del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, de 18 de junio de 2003, por la que se dictan instrucciones de funcionamiento de los depósitos aduaneros y distintos de los aduaneros. 

	

	
77.  Procedimiento para la autorización de transformación de mercancías bajo control aduanero, previsto en los artículos 130 a 136, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2913/1992 del Consejo, de 12 de octubre, de Código Aduanero Comunitario y en los artículos 551 a 552 del Reglamento 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
78.  Procedimiento para autorizar el establecimiento de Zonas y Depósitos Francos previsto en el artículo 800 del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario, y en la Orden de 2 de diciembre de 1992. 

	

	
79.  Procedimiento para autorizar el tránsito nacional para mercancías transportadas por ferrocarril, previsto en los artículos 412 a 425, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario y en la Resolución de 7 de julio de 2001, de aplicación de un procedimiento simplificado de tránsito nacional para mercancías transportadas entre aduanas españolas dentro del territorio aduanero de la Unión Europea, mediante la utilización de carta de porte como documento aduanero. 

	

	
80.  Procedimiento para la constitución de una garantía global en materia de tránsito, así como dispensa de la misma en los términos previstos en los artículos 379 a 384, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
81.  Procedimiento para la autorización al obligado principal de tránsito la utilización como listas de carga listas que no cumplan todas las condiciones, previsto en el artículo 385 del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
82.  Procedimiento para autorizar al obligado principal de tránsito la utilización de precintos de un modelo especial en los medios de transporte o bultos, previsto en el artículo 386 del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
83.  Procedimiento para conceder una dispensa de itinerario obligatorio al obligado principal de tránsito, previsto en el artículo 387 del Reglamento (CE) n.º 2454/1993 de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
84.  Procedimiento para la autorización del despacho en las instalaciones de los interesados, previsto en el Real Decreto 2718/1998, de 18 de diciembre, de derogación de disposiciones anteriores, en la Orden de 21 de diciembre de 1998 de desarrollo del Reglamento (CE) n.º 2913/1992 del Consejo, de 12 de octubre de 1992, de Código Aduanero Comunitario y del Reglamento (CE) n.º 2454/1993, de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación, que fija disposiciones relativas al procedimiento simplificado de domiciliación, y en la Orden 2376/2004, de 8 de julio, de modificación de aquélla. 

	

	
85.  Procedimiento para la autorización de devolución o condonación de derechos de importación o de exportación, previsto en los artículos 878 a 909, ambos inclusive, del Reglamento (CE) n.º 2454/1993, de la Comisión, de 2 de julio de 1993, de aplicación del Código Aduanero Comunitario. 

	

	
86.  Procedimiento de autorización para no expedir factura, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3.1.d) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
87.  Procedimiento de autorización para que la obligación de expedir factura pueda ser cumplida mediante la expedición de tique, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4.1.ñ) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
88.  Procedimiento de autorización para que la expedición de facturas o documentos sustitutivos se realice por el destinatario de la operación o por un tercero que no esté establecido en la Comunidad Europea, salvo que se encuentre establecido en Canarias, Ceuta o Melilla o en un país con el cual exista un instrumento jurídico relativo a la asistencia mutua, todo ello de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.4 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
89.  Procedimiento de autorización para que en la factura no consten todas las menciones contenidas en el artículo 6.1 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.7 del citado reglamento 

	

	
90.  Procedimiento de autorización para que pueda excepcionarse el límite de 100 euros para la no consignación en la factura de los datos de identificación del destinatario, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.8 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
91.  Procedimiento de autorización para que en las facturas rectificativas no sea necesaria la especificación de las facturas rectificadas, bastando la simple determinación del periodo al que se refieran, de acuerdo con lo previsto en el artículo 13.4 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
92.  Procedimiento de autorización de elementos de acreditación en la remisión electrónica de facturas o documentos sustitutivos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 18.1.c) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
93.  Procedimiento de autorización para que la obligación de conservación de facturas o documentos sustitutivos se realice por un tercero que no esté establecido en la Comunidad Europea, salvo que se encuentre establecido en Canarias, Ceuta o Melilla o en un país con el cual exista un instrumento jurídico relativo a la asistencia mutua, todo ello de acuerdo con lo previsto en el artículo 19.4 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre. 

	

	
94.  Procedimiento para la deducción de las cuotas tributarias satisfechas como consecuencia de la adquisición de aceites, combustibles y lubricantes establecidas en el Convenio entre los Estados parte del Tratado del Atlántico Norte, regulado en el artículo 4.º del Real Decreto 1967/1999, de 23 de diciembre, que comprende las exenciones en los impuestos indirectos relativas a la Organización del Tratado del Atlántico Norte y a los Estados Partes de dicho Tratado y establece el procedimiento para su aplicación. 



Dos.  Los procedimientos que se relacionan a continuación deberán entenderse estimados por haber vencido el plazo máximo establecido sin que se haya notificado resolución expresa: 


	

	
1.  Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la exención de las prestaciones de servicios y entregas de bienes accesorios a las mismas efectuadas directamente a sus miembros por determinados organismos o entidades legalmente reconocidas que no tengan finalidad lucrativa, previsto en el artículo 20.Uno.12.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y en el artículo 5 del reglamento de dicho impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
2.  Procedimiento para el reconocimiento de la condición de entidades o establecimiento de carácter social, regulado en el artículo 6 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 

	

	
3.  Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la exención de los servicios prestados directamente a sus miembros por determinadas entidades, previsto en el artículo 20.Uno.6.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y en el artículo 5 del reglamento de dicho impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. 







Disposición adicional segunda Dispensa de garantías para el aplazamiento y fraccionamiento del pago de la deuda tributaria 


1. En virtud de lo establecido en el artículo 82.2.a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, se habilita al Ministro de Economía y Hacienda para establecer la cuantía por debajo de la cual no se exigirán garantías con motivo de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento del pago de las deudas tributarias, así como las condiciones para la dispensa total o parcial de garantías. 

2. Hasta que el Ministro de Economía y Hacienda haga uso de la habilitación prevista en el apartado anterior para las deudas tributarias y de la prevista en artículo 13.1.a) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, para los restantes recursos de naturaleza pública, quedan dispensadas de la obligación de aportar garantía con motivo de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento las deudas que en su conjunto no excedan de 6.000 euros. A efectos de la determinación de dicha cuantía, se acumularán en el momento de la solicitud tanto las deudas a que se refiere la propia solicitud como cualquier otra del mismo deudor para las que se haya solicitado y no resuelto el aplazamiento o fraccionamiento, así como el importe de los vencimientos pendientes de ingreso de las deudas aplazadas o fraccionadas, salvo que estén debidamente garantizadas. 

Véase la Orden EHA/1030/2009, de 23 de abril, por la que se eleva el límite exento de la obligación de aportar garantía en las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento a 18.000 euros («B.O.E.» 30 abril).  








]>
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volver

Disposición transitoria única Obligaciones de información de carácter general 


1. Las obligaciones de información de carácter general que deban cumplirse durante el año 2008, correspondientes a la información a suministrar del año 2007, serán exigibles conforme a la normativa vigente a 31 de diciembre de 2007. 

2. Se mantienen en vigor los plazos de presentación de las declaraciones de información hasta que no se modifiquen, en su caso, mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda. 









]>
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Disposición derogatoria única Derogación normativa 


1. Quedan derogados: 


	

	

	
a)  El Decreto 2423/1975, de 25 de septiembre, por el que se regula el Código de Identificación de las Personas Jurídicas y Entidades en general. 

	

	
b)  El Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de la Inspección de los Tributos. 

	

	
c)  Los artículos 60, 62, 72 y la disposición adicional del Real Decreto 1307/1988, de 30 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones. 

	

	
d)  El Real Decreto 338/1990, de 9 de marzo, por el que se regula la composición y la forma de utilización del Número de Identificación Fiscal. 

	

	
e)  Los artículos 8, 9, 10, 11, 13, 14, la disposición adicional tercera y el apartado 3 de la disposición adicional quinta del Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por el cual se regula el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. 

	

	
f)  El Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, por el que se modifican determinados procedimientos tributarios. 

	

	
g)  La Disposición adicional primera del Real Decreto 2414/1994, de 16 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en materia de actividades agrícolas y ganaderas, rentas no sometidas a retención o ingreso a cuenta y cuantía de los pagos fraccionados. 

	

	
h)  El Real Decreto 2027/1995, de 22 de diciembre, por el que se regula la declaración anual de operaciones con terceras personas. 

	

	
i)  El Real Decreto 404/1997, de 21 de marzo, por el que se establece el régimen aplicable a las consultas cuya contestación deba tener carácter vinculante para la Administración tributaria. 

	

	
j)  El Real Decreto 2281/1998, de 23 de octubre, por el que se desarrollan las disposiciones aplicables a determinadas obligaciones de suministro de información de la Administración tributaria y se modifica el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto 1307/1988, de 30 de septiembre y el Real Decreto 2027/1995, de 22 de diciembre, por el que se regula la declaración anual de operaciones con terceras personas.

	

	
k)  El Real Decreto 215/1999, de 5 de febrero, por el que se modifican los Reglamentos de Planes y Fondos de Pensiones, del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre el Valor Añadido y otras normas tributarias. 

	

	
l)  El Real Decreto 1108/1999, de 25 de junio, por el que se regula el sistema de cuenta corriente en materia tributaria. 

	

	
m)  El Real Decreto 1377/2002, de 20 de diciembre, por el que se desarrolla la colaboración social en la gestión de los tributos para la presentación telemática de declaraciones, comunicaciones y otros documentos tributarios. 

	

	
n)  El Real Decreto 1041/2003, de 1 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan determinados censos tributarios y se modifican otras normas relacionadas con la gestión del Impuesto sobre Actividades Económicas. 

	

	
ñ)  Los artículos 53 y 56 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio. 

	

	
o)  Los apartados 1, 3, 5 y 6 del artículo 69 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo. 



2. Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en este real decreto. 
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Disposición final primera Modificación del Reglamento general del régimen sancionador tributario, aprobado por el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre 


Se modifica el Reglamento general del régimen sancionador tributario, aprobado por el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, en los siguientes términos: 


	

	
Uno.  Se modifica el apartado 3 del artículo 3, que quedará redactado en los siguientes términos: «3. Cuando en relación con un tributo y período impositivo o de liquidación se incoe más de un procedimiento de aplicación de los tributos o se formule más de una propuesta de liquidación, se considerará, a efectos de su calificación y cuantificación, que se ha cometido una única infracción. En estos supuestos, en cada procedimiento sancionador que se incoe se impondrá la sanción que hubiese procedido de mediar un solo procedimiento de aplicación de los tributos o una sola propuesta de liquidación, minorada en el importe de las sanciones impuestas en los procedimientos anteriores o minorada en el importe de las sanciones impuestas con relación a las propuestas de liquidación en las que no se incluya la totalidad de los elementos regularizados de la obligación tributaria. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación igualmente a los tributos sin periodo impositivo ni periodo de liquidación o a hechos u operaciones cuya declaración no sea periódica cuando en relación con la misma obligación tributaria se incoe más de un procedimiento de aplicación de los tributos o se formule más de una propuesta de liquidación. 

Si las sanciones impuestas en los procedimientos anteriores o en los derivados de propuestas de liquidación en las que no se incluya la totalidad de los elementos regularizados de la obligación tributaria no hubieran sido ingresadas, no procederá la devolución del importe que pueda derivarse de la deducción de dichas sanciones en el procedimiento sancionador posterior o en el procedimiento sancionador incoado con relación a la propuesta de liquidación en que se incluya la totalidad de los elementos regularizados de la obligación tributaria, en tanto no hubiera sido pagado o compensado el importe de dichas sanciones.»



	

	
Dos.  Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que quedará redactado como sigue: «1. Será competente para acordar la iniciación del procedimiento sancionador el equipo o unidad que hubiera desarrollado la actuación de comprobación e investigación, salvo que el inspector jefe designe otro diferente. 

Cuando el inicio y la tramitación correspondan al mismo equipo o unidad que haya desarrollado o esté desarrollando las actuaciones de comprobación e investigación, el acuerdo de inicio podrá suscribirse por el jefe del equipo o unidad o por el funcionario que haya suscrito o vaya a suscribir las actas. En otro caso, la firma corresponderá al jefe de equipo o unidad o al funcionario que determine el inspector-jefe. 

En todo caso, el inicio del procedimiento sancionador requerirá autorización previa del inspector-jefe, que podrá ser concedida en cualquier momento del procedimiento de comprobación e investigación o una vez finalizado este, antes del transcurso del plazo máximo establecido en el artículo 209 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.»



	

	
Tres.  Se modifica el apartado 3 del artículo 25 que quedará redactado de la siguiente forma: «3. La instrucción del procedimiento podrá encomendarse por el inspector-jefe al equipo o unidad competente para acordar el inicio o a otro equipo o unidad distinto, en función de las necesidades del servicio o de las circunstancias del caso. 

Cuando el inicio y la tramitación del procedimiento sancionador correspondan al mismo equipo o unidad que haya desarrollado o esté desarrollando las actuaciones de comprobación e investigación, la propuesta de resolución podrá suscribirse por el jefe del equipo o unidad o por el funcionario que haya suscrito o vaya a suscribir las actas. En otro caso, la firma corresponderá al jefe de equipo o unidad o al funcionario que determine el inspector-jefe.»









Disposición final segunda Modificación del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio 


Se modifica el apartado 2 del artículo 126 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, en los siguientes términos: 

«2. Para la emisión del certificado regulado en este artículo se entenderá que el solicitante se encuentra al corriente de sus obligaciones tributarias cuando se verifique la concurrencia de las circunstancias que, a tales efectos, se prevén en el artículo 74.1 del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.»





Disposición final tercera Entrada en vigor 


Este Real Decreto entrará en vigor el día 1 de enero de 2008. 









Artículo 1. Ámbito de aplicación 




1. Este reglamento regula la aplicación de los tributos en desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Este reglamento será de aplicación a la gestión recaudatoria en lo no previsto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

Lo dispuesto en este reglamento se entenderá sin perjuicio de lo previsto en la normativa propia de cada tributo.

2. Este reglamento será de aplicación en los términos previstos en el art. 1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

3. Este reglamento se aplicará al procedimiento sancionador en materia tributaria en lo no previsto por sus normas específicas de desarrollo y por las normas reguladoras del procedimiento sancionador en materia administrativa.



Normas relacionadas:

Artículo 1.º de la LGT.

Artículo 149 de la CE.

COMENTARIOS

I.  INTRODUCCIÓN

La L 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT), que entró en vigor el 1 de julio de 2004, estableció, tal y como dispone la Exposición de Motivos del reglamento de aplicación de los tributos, objeto de análisis en este libro, los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español, habilitando al Gobierno en su disposición final novena a dictar cuantas disposiciones fueran necesarias para el desarrollo y aplicación de dicha ley. En uso de esta habilitación general y de las habilitaciones particulares que se establecen a lo largo de todo el articulado de la ley, se han publicado los siguientes reglamentos:

1. El Reglamento General del régimen sancionador tributario, aprobado por RD 2063/2004, de 15 de octubre.

2. El Reglamento General de desarrollo de la L 58/2003, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por RD 520/2005, de 13 de mayo.

3. Y el Reglamento General de Recaudación, aprobado por RD 939/2005, de 29 de julio.

Por lo tanto, quedaba pendiente de aprobación el reglamento de desarrollo de los procedimientos de gestión e inspección, o, como se ha venido a denominar, el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, que se ha aprobado por RD 1065/2007, de 27 de julio (en adelante, RGAT), y que es ahora objeto de análisis.

Dicho reglamento tiene como objetivo «codificar» y «sistematizar» diversas normas contenidas en disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de la antigua L 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.

El título I del reglamento de aplicación de los tributos consta de un único artículo, que está dedicado al ámbito de aplicación del mismo.

II.  ÁMBITO DE APLICACIÓN MATERIAL

1.  Aplicación de los tributos (Gestión, Inspección y Recaudación)

Tal y como dispone el art. 1.º RGAT, el mismo regula los procedimientos de aplicación de los tributos, «en desarrollo de la L 58/2003», en concreto, dicho reglamento se dicta en desarrollo del título III de la L 58/2003, General Tributaria.

El título III de la mencionada ley se compone de cinco capítulos, que, siguiendo la Exposición de Motivos del mencionado texto legal, son los siguientes:

- El capítulo I fija los principios generales que deben informar la aplicación de los tributos.

- El capítulo II establece las normas comunes aplicables a las actuaciones y procedimientos tributarios.

- El capítulo III, bajo la rúbrica de «Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria», configura los procedimientos de gestión más comunes.

- El capítulo IV regula el procedimiento de inspección.

- Y por último, el capítulo V regula el procedimiento de recaudación.

Por lo tanto, la aplicación de los tributos, según la L 58/2003, incluye no sólo la gestión (que es la gran novedad, pues es la primera vez que se «codifican» en un único texto los procedimientos de gestión), sino también la inspección y la recaudación.

Sin embargo, según hemos expuesto, ya existe un Reglamento General de Recaudación; de ahí que el segundo párrafo del apartado primero del art. 1.º RGAT establezca, expresamente, que el mismo será de aplicación a la «gestión recaudatoria en lo no previsto en el Reglamento General de Recaudación», y en particular, en lo relativo al desarrollo de las normas comunes sobre las actuaciones y procedimientos tributarios que se aplicarán, en tanto no exista norma especial en el Reglamento General de Recaudación, a la gestión recaudatoria en su totalidad y no sólo a la recaudación de los tributos.

2.  Carácter supletorio del reglamento en relación con otros procedimientos (sancionador, revisor). Primacía de la norma especial sobre la general

Por su parte, el último apartado del art. 1.º dispone que el reglamento también se aplicará al procedimiento sancionador en materia tributaria «en lo no previsto por sus normas específicas de desarrollo y por las normas reguladoras del procedimiento sancionador en materia administrativa». Esto supone la aplicación supletoria del reglamento al procedimiento sancionador en materia tributaria (a pesar de no ser un procedimiento de aplicación de los tributos), pero siempre respetando el sistema de fuentes aplicable al procedimiento sancionador en dicha materia, conforme establece el art. 207 LGT.

Las anteriores referencias quedan completadas con el último párrafo del apartado primero mencionado, que establece que el reglamento se aplicará sin perjuicio de lo previsto en la normativa propia de cada tributo, dándose por tanto primacía a la norma especial sobre la general, y restringiendo de esta manera el propio ámbito de aplicación del reglamento, según establece su Exposición de Motivos.

En efecto, el RGAT se configura así con un carácter supletorio, de tal manera que para todo lo no previsto en el Reglamento de Recaudación o en el Sancionador, resultaría aplicable este reglamento.

Si bien el art. 1.º objeto de análisis no dice nada en relación con los procedimientos de revisión, también debemos entender que el RGAT tiene un carácter supletorio en relación con aquéllos.

3.  Conclusión

Por lo tanto, el art. 1.º, además de establecer el ámbito de aplicación del nuevo reglamento, lo amplía a otros ámbitos, como el recaudatorio y el sancionador, pudiendo entenderse ampliable también a los procedimientos de revisión en todo lo no previsto en su reglamento específico, si bien lo restringe dando preferencia a la norma especial sobre la general.

III.  ÁMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL Y COMPETENCIAL

En segundo lugar, el apartado segundo del artículo objeto de análisis dispone que el RGAT será de aplicación en los términos previstos en el art. 1.º LGT.

Reproducimos el art. 1 LGT para facilitar el análisis posterior del mismo:


«Art. 1.º Objeto y ámbito de aplicación.

1. Esta ley establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y será de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del art. 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución.

2. Lo establecido en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes que aprueban el Convenio y el Concierto Económico en vigor, respectivamente, en la Comunidad Foral de Navarra y en los Territorios Históricos del País Vasco».



Dicho art. 1.º LGT delimita el ámbito de aplicación de la misma, como ley que recoge y establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español. Además dispone que la misma es de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del art. 149.1 1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución, a la vez que reconoce las especialidades del Convenio y del Concierto Económico con la Comunidad Foral de Navarra y en los Territorios Históricos del País Vasco, aplicándose la ley sin perjuicio de lo establecido en las normas forales.

En efecto, la LGT debe adecuarse a las reglas de distribución de competencias que derivan de la Constitución Española, tal y como recordaba su Exposición de Motivos, la cual nos transcribía lo que el Tribunal Constitucional había manifestado al respecto en sus sentencias del Pleno del Tribunal, 116/1994, de 18 de abril de 1994, y 192/2000, de 13 de julio de 2000.

Según la primera de ellas, «[...] el sistema tributario debe estar presidido por un conjunto de principios generales comunes capaz de garantizar la homogeneidad básica que permita configurar el régimen jurídico de la ordenación de los tributos como un verdadero sistema y asegure la unidad del mismo, que es exigencia indeclinable de la igualdad de los españoles [...]».

Conforme a la segunda, «[...] la indudable conexión existente entre los arts. 133.1, 149.1.14.ª y 157.3 de la Constitución determina que el Estado sea competente para regular no sólo sus propios tributos, sino también el marco general de todo el sistema tributario y la delimitación de las competencias financieras de las comunidades autónomas respecto de las del propio Estado [...]».

Recordemos que el art. 149.1 de la Constitución recoge las materias concretas sobre las que el Estado tiene competencia exclusiva. La Exposición de Motivos de la LGT nos venía a recordar cuáles eran los títulos competenciales previstos en el apartado primero del art. 149 de la Constitución, reservados al Estado, a los que se refiere su art. 1.º:


a) 1.ª en cuanto se refiere a la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el cumplimiento del deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31 de la Constitución). En este sentido, el Tribunal Constitucional señaló, en su sentencia número 61/1997, de 20 de marzo de 2007, que «las condiciones básicas hacen referencia al contenido primario del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales (facultades elementales, límites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones básicas, ciertas premisas o presupuestos previos) [...]», matizando que «el Estado tiene la competencia exclusiva para incidir sobre los derechos y deberes constitucionales desde una concreta perspectiva, la de la garantía de la igualdad en las posiciones jurídicas fundamentales».

b) 8.ª, en cuanto se refiere a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas y a la determinación de las fuentes del derecho tributario. En este sentido, en su sentencia 14/1986 (de 31 de enero de 1986), el Tribunal Constitucional vino a reconocer que «las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas es una materia que el texto constitucional [...] reserva a la competencia exclusiva del Estado, y ello de un modo absoluto y no -como sucede en otros números del propio art. 149- a título de posibilidad de establecer unas bases o disciplinar una coordinación, de lo que se infiere la imposibilidad de admitir, so pena de desnaturalizar por completo el mandato constitucional en el punto examinado, que las Comunidades Autónomas emitan con carácter de generalidad, o incluso con destino a una determinada especie o grupo de disposiciones normativa rectora de esta materia».

c) 14.ª, en cuanto establece los conceptos, principios y normas básicas del sistema tributario en el marco de la Hacienda General. En este sentido, debemos remitirnos nuevamente a las dos sentencias del Tribunal Constitucional mencionadas anteriormente, las números 116/1994 y 192/2000. Por su parte, la sentencia 233/1999, de 16 de diciembre de 1999, afirmaba que debía prevalecer el título 149.1.14 de la Constitución «en aquellos casos en los que la normativa estatal tenga por objeto la regulación de instituciones comunes a las distintas Haciendas», concluyendo el Tribunal que «la competencia sobre Hacienda ha de abarcar todos los supuestos de ejercicio del poder tributario del Estado, con independencia del "nivel de Hacienda" en que incidan, es decir, con independencia del sistema o subsistema tributario que afecten [...]».

d) 18.ª, en cuanto adapta a las especialidades del ámbito tributario la regulación del procedimiento administrativo común, garantizando a los contribuyentes un tratamiento similar ante todas las Administraciones tributarias. En este sentido, el Tribunal Constitucional señaló en su sentencia 227/1988 (de 29 de noviembre de 1988), que «el adjetivo "común" que la Constitución utiliza lleva a entender que lo que el precepto constitucional ha querido reservar en exclusiva al Estado es la determinación de los principios o normas que, por un lado, definen la estructura general del iter procedimental que ha de seguirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración y, por otro, prescriben la forma de elaboración, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión y los medios de ejecución de los actos administrativos, incluyendo señaladamente las garantías generales de los particulares en el seno del procedimiento [...].

En consecuencia, cuando la competencia legislativa sobre una materia ha sido atribuida a una Comunidad Autónoma, a ésta cumple también la aprobación de las normas de procedimiento administrativo destinadas a ejecutarla, si bien deberán respetarse en todo caso las reglas del procedimiento establecidas en la legislación del Estado dentro del ámbito de sus competencias».

También la sentencia del Tribunal Constitucional 50/1999, de 6 de abril de 1999, perfecciona el concepto de procedimiento administrativo común que garantiza a los «administrados un tratamiento común» ante todas las Administraciones.

En este orden de cosas, el RGAT, además de ser un Reglamento de la Administración del Estado, también resulta aplicable a las demás Administraciones tributarias autonómicas y locales, con el alcance mencionado en el art. 1.º LGT, que acabamos de exponer. Precisamente por ello, se evita en todo su articulado atribuir competencias a órganos concretos, con el fin de facilitar la organización y el funcionamiento de las distintas Administraciones tributarias mediante normas de rango inferior.

En este sentido, el Estado se configura, ya desde la LGT, como el órgano competente para regular no sólo sus propios tributos, sino también el marco general de todo el sistema tributario, respetando en todo caso la delimitación de las competencias financieras de las Comunidades Autónomas o Entidades Locales respecto de las del propio Estado. Así lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en su sentencia 14/1996 (de 29 de enero de 1996), que afirma «[...] la necesidad de existencia de una regulación normativa uniforme y de vigencia en toda la Nación, con lo cual se asegura en aras de intereses generales superiores a cada Comunidad Autónoma un común denominador normativo con posibilidad de que cada una de ellas pueda establecer las peculiaridades que le convengan dentro siempre del marco competencial fijado en la Constitución Española y en los Estatutos de Autonomía».



Que dicho reglamento también sería de aplicación a otras administraciones, lo reconocía ya para las Comunidades Autónomas, en cuanto a los tributos cedidos, el art. 19 de la L 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, según el cual:


«Los tributos cuyo rendimiento se cede a las Comunidades Autónomas se regirán por la Ley General Tributaria, la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, los Convenios o Tratados internacionales, la Ley propia de cada tributo, los Reglamentos Generales dictados en desarrollo de la Ley General Tributaria, y de las Leyes propias de cada tributo, las demás disposiciones de carácter general, reglamentarias o interpretativas, dictadas por la Administración del Estado y, en los términos previstos en este Título, por las normas emanadas de la Comunidad Autónoma competente según el alcance y los puntos de conexión establecidos en el mismo.

La terminología y conceptos de las normas que dicten las Comunidades Autónomas se adecuarán a la Ley General Tributaria».



Dicha normativa ha sido derogada, desde el 1 de enero de 2009, por la L 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía de régimen común, y se modifican determinadas normas tributarias, para aquellas Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía que hayan aceptado en Comisión Mixta el sistema regulado en la mencionada ley. Su art. 27 reproduce básicamente lo que ya decía el art. 19 de la L 21/2001, antes transcrito:


«Artículo 27. Normativa aplicable a los tributos cedidos.

1. Los tributos cuyo rendimiento se cede a las Comunidades Autónomas se regirán por los Convenios o Tratados internacionales, la L 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la Ley propia de cada tributo, los Reglamentos Generales dictados en desarrollo de la L 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y de las Leyes propias de cada tributo, las demás disposiciones de carácter general, reglamentarias o interpretativas, dictadas por la Administración del Estado y, en los términos previstos en este Título, por las normas emanadas de la Comunidad Autónoma competente según el alcance y los puntos de conexión establecidos en el mismo.

La terminología y conceptos de las normas que dicten las Comunidades Autónomas se adecuarán a la L 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. [...]».



En este sentido, el propio art. 149.3 de la Constitución Española establece que «[...] El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas».

En cualquier caso, por lo tanto, también en el ámbito de los tributos cedidos a las Comunidades Autónomas, ha de entenderse aplicable el reglamento, al menos en cuanto a la regulación de las «normas jurídicas generales del sistema tributario español», y en todo caso, con carácter «supletorio» a las normas aprobadas por aquéllas en este ámbito.

Por su parte, para las entidades locales el art. 12 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por RDLeg. 2/2004, de 5 de mayo, establece que:

«La gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo».


Por lo tanto, también resulta aplicable el nuevo reglamento a las entidades locales.

En este orden de cosas, es conveniente traer a colación el art. 5.º LGT que se refiere a las competencias de las distintas Administraciones en materia tributaria.

En definitiva, y en cuanto al ámbito de aplicación territorial, el RGAT, en la medida en que se dicta en desarrollo de la LGT, y recoge los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español, resulta de aplicación a todas las Administraciones tributarias, si bien siempre teniendo en cuenta las peculiaridades de aquellas Comunidades Autónomas de régimen foral a las que se refiere el ya citado apartado segundo del art. 1.º LGT. En este sentido, recordemos que tanto el concierto económico entre el Estado y el País Vasco (Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya), como el convenio económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, incorporan una cláusula de adecuación de su normativa tributaria a la general recogida en la LGT, «en cuanto a terminología y conceptos, sin perjuicio de las peculiaridades que puedan establecerse».

IV.  CONCLUSIONES

En resumen, este reglamento reconoce una serie de principios básicos, que podrían resumirse en los siguientes:

1. Regula la aplicación de los tributos en desarrollo de la LGT (regula, por tanto, la gestión, inspección y recaudación).

2. Tiene aplicación supletoria a otros ámbitos, como al ámbito recaudatorio (entendido como gestión recaudatoria en su totalidad y no sólo referida a la recaudación de los tributos), al sancionador y al ámbito de los procedimientos de revisión.

3. La normativa propia de cada tributo tendrá preferencia como norma especial sobre la norma general contenida en el RGAT.

4. Resulta aplicable a todas las Administraciones tributarias, y no sólo a la estatal






Artículo 2. Censos de la Administración tributaria 




1. Cada Administración tributaria podrá disponer de sus propios censos tributarios a efectos de la aplicación de sus tributos propios o cedidos.

2. Cualquier censo tributario incluirá necesariamente los siguientes datos:

a. Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, así como el anagrama, si lo tuviera.

b. Número de identificación fiscal.

c. Domicilio fiscal.

d. En su caso, domicilio en el extranjero.

3. Las Administraciones tributarias de las comunidades autónomas y ciudades con estatuto de autonomía comunicarán con periodicidad mensual a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la información censal de que dispongan a efectos de consolidar ésta.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria comunicará con periodicidad mensual a las Administraciones tributarias de las comunidades autónomas y ciudades con estatuto de autonomía la variación de los datos a que se refiere el apartado anterior que se encuentren incluidos en el Censo de Obligados Tributarios regulado en el art. 4.

4. La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá suscribir convenios de colaboración con las entidades locales para el intercambio de información censal.

5. Las personas o entidades incluidas en los censos tributarios tendrán derecho a conocer sus datos censales y podrán solicitar, a tal efecto, que se les expida el correspondiente certificado. Sin perjuicio de lo anterior, será aplicable a los referidos datos lo establecido en el art. 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Los obligados tributarios tendrán derecho a la rectificación o cancelación de sus datos personales cuando resulten inexactos o incompletos de acuerdo con lo previsto en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal.



Normas relacionadas:

Artículos 1.1; 5, apartados 3 y 4; 34.1.k); 48; 83.4 y 102.3 LGT.

Normativa anterior:

Artículo 1.º LGT63, y arts. 14 y 17 del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  LAS COMPETENCIAS EN MATERIA DE GESTIÓN TRIBUTARIA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y LOS MUNICIPIOS

Dejando al margen los regímenes forales, a los que se refiere el apartado segundo del artículo primero de la LGT (comentados a propósito de la disposición adicional cuarta del RGAT) el apartado primero del mismo artículo dice que la LGT «establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y será de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del art. 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución», a propósito del cual se dice en la Exposición de Motivos de la LGT que:


«La nueva Ley General Tributaria debe adecuarse a las reglas de distribución de competencias que derivan de la Constitución Española. Respecto de esta cuestión, el Tribunal Constitucional ha manifestado que "el sistema tributario debe estar presidido por un conjunto de principios generales comunes capaz de garantizar la homogeneidad básica que permita configurar el régimen jurídico de la ordenación de los tributos como un verdadero sistema y asegurar la unidad del mismo, que es exigencia indeclinable de la igualdad de los españoles" (STC 116/1994, de 18 de abril), y también que "la indudable conexión existente entre los arts. 133.1, 149.1.14 y 157.3 de la Constitución determina que el Estado sea competente para regular no sólo sus propios tributos, sino también el marco general de todo el sistema tributario y la delimitación de las competencias financieras de las Comunidades Autónomas respecto de las del propio Estado" (STC 192/2000, de 13 de julio).

En definitiva, de los títulos competenciales previstos en el apartado primero del art. 149 de la Constitución, esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto para las siguientes materias: 1.ª, en cuanto regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad en el cumplimiento del deber constitucional de contribuir; 8.ª, en cuanto se refiere a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas y a la determinación de las fuentes del Derecho Tributario; 14.ª, en cuanto establece los conceptos, principios y normas básicas del sistema tributario en el marco de la Hacienda general; y 18.ª, en cuanto adapta a las especialidades del ámbito tributario la regulación del procedimiento administrativo común, garantizando a los contribuyentes un tratamiento similar ante todas las Administraciones tributarias».



Por su parte, el art. 5.3 LGT reconoce las competencias de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales relativas a la aplicación de los tributos -que incluye la elaboración y mantenimiento de los censos tributarios (art. 117.1.l LGT)- «con el alcance y en los términos previstos en la normativa que resulta aplicable según su sistema de fuentes», en el que el art. 19 de la LO 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, les atribuye competencia plena para ejecutar y organizar la gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos, y el art. 49 de la L 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, les faculta para organizar libremente sus servicios para la recaudación de los tributos cedidos. Actualmente, el art. 49 ha sido sustituido por el 57 de la L 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, que ha venido a derogar la L 21/2001, desde el 1 de enero de 2009, para aquellas Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía que hayan aceptado en Comisión Mixta el sistema regulado en la mencionada ley.

Las Entidades Locales, por su parte, también gozan de competencias para organizar la gestión de sus tributos, reconocidas en los arts. 140 y 142 de la Constitución y desarrolladas por el art. 4.1.a) de la L 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y la L 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

Por ello, prevé el art. 83, apartado cuarto, de la LGT que «corresponde a cada Administración tributaria determinar su estructura administrativa para el ejercicio de la aplicación de los tributos», y el art. 2.º RGAT que cada una de ellas pueda establecer «sus propios censos tributarios a efectos de la aplicación de sus tributos propios y cedidos».

En definitiva, el RGAT reconoce la competencia de las distintas Administraciones tributarias para disponer de sus propios censos, y con ello de establecer obligaciones censales independientes, al tiempo que establece en este art. 2.º derechos y obligaciones que afectan a las relaciones con todas y cada una de las Administraciones tributarias -estatal, autonómica y local- y a la comunicación de datos censales entre ellas en orden a unificar la información de los distintos censos. Se prevé la coordinación, pero no hasta el extremo de considerar que la Administración tributaria es «una y única sin más especificación [...] debiendo la propia Administración coordinar la información común a todos los órdenes de división territorial del poder tributario, ya que a su vez el sistema es único y coordinado respecto a los principios, derechos y obligaciones que recaen sobre el sujeto pasivo por la realización de los variados hechos imponibles recogidos en las distintas figuras tributarias que lo componen, al margen de que en base a la distribución tributaria de su gestión, liquidación y recaudación las competencias correspondan a una Administración territorial -autonómica o local» (STSJ de Cataluña, de 4 de enero de 2000, a propósito de la comunicación del cambio de domicilio), pronunciamiento aislado cuya tesis, pese a su atractivo para los obligados tributarios, resulta de difícil defensa a la luz de la jurisprudencia del Tribunal Supremo y la actual Ley General Tributaria y este reglamento de desarrollo.

II.  CONTENIDO MÍNIMO DE CUALQUIER CENSO TRIBUTARIO

No existe una definición de «censo tributario» en la normativa tributaria, por lo que, atendiendo a la acepción común del término «censo», cabe definirlo como padrón o lista de afectados por alguna obligación tributaria. Es más, la LGT ni siquiera utiliza este término, sino los sinónimos «registro, padrón o matrícula» (art. 102.3 LGT) al referirse a él como procedimiento para la exacción de ciertos tributos. El IAE «es uno de los tributos que se exaccionan por el procedimiento denominado de matrícula, padrón o censo, en el que la aprobación de tal matrícula tiene la naturaleza de acto administrativo, mediante el que la Administración Tributaria Estatal relaciona a todos los sujetos pasivos que en un mismo término municipal ejercen actividades comerciales, industriales o de servicios, debidamente clasificados» (STS de 25 de octubre de 2007). Sí incluye, sin embargo, el RGAT, en este art. 2.º, el contenido mínimo de cualquier censo tributario, lo que en definitiva no es sino un modo de definirlo.

La finalidad de los censos tributarios es evidentemente de control; de ahí que este contenido mínimo se limite a los datos de identificación de los obligados tributarios, incluyendo uno no obligatorio como es el «anagrama» de las empresas que, en ocasiones, puede facilitar la identificación o localización a través de terceros o rótulos de edificios, el domicilio fiscal y, en su caso, el domicilio en el extranjero, datos imprescindibles para la comunicación entre la Administración y el obligado tributario y que pueden resultar determinantes de la competencia territorial en la relación jurídico-tributaria y del punto de conexión de ciertas normas tributarias.

Los censos se nutren fundamentalmente de las declaraciones de los obligados tributarios, pero, por su carácter básico, previo incluso a cualquier actuación en la aplicación de los tributos, prevé el RGAT la participación más directa de la Administración en su formación a través de la subsanación de defectos e incorporación de oficio de datos previstos en el art. 144.2 RGAT.

De estos cuatro datos, el domicilio fiscal, regulado en el art. 48 LGT, puede ser, tanto para personas físicas como para entidades, el más controvertido. En el caso de las personas físicas, no «cabe hablar, a efectos fiscales de un domicilio convencional o electivo. En definitiva, no es disponible para el sujeto pasivo, obligado a comunicar a la Administración tributaria el auténtico domicilio, el criterio de la efectiva residencia habitual establecido en el reiterado art. 45.1.a) LGT-1963. El domicilio fiscal es un dato identificativo del obligado tributario y del órgano administrativo u oficina gestora territorialmente competente, como resulta del art. 92 LGT-1963, y, en relación con la inspección e, incluso, liquidación, del art. 143 de la misma LGT-1963 (STS de 4 de diciembre de 1999, rec. cas. 2200/95), constituyendo una norma de atribución competencial "ratione loci"» (STS de 21 de marzo de 2005). El domicilio fiscal se establece fundamentalmente, en este caso, por referencia al concepto de «residencia habitual», desarrollado en el art. 9.1.a) de la L 35/2006, de 28 de noviembre, del IRPF, que puede «conceptuarse como la permanencia de una persona de manera continuada, acostumbrada y usual en un lugar determinado, caracterizada esencialmente por una presencia física que ofrezca diferencias relevantes, por su duración y frecuencia, con la permanencia en otras viviendas o residencias y por una vinculación con sus actividades o intereses personales y profesionales o económicos» (resolución del TEAC de 14 de septiembre de 2005).

El Tribunal Supremo, en sentencias de 7 y 9 de febrero de 2006, en las que se discutía sobre cuál era la Comunidad Autónoma competente para liquidar el Impuesto sobre Sucesiones de dos importantes financieros, ha establecido la siguiente doctrina a este respecto: «ante la claridad de la normativa aplicable sobre el punto de conexión, que sigue la línea establecida para otros casos, la tesis sustentada por la Comunidad recurrente (Madrid), que atiende a un concepto puramente formalista del domicilio fiscal, llegando a identificar la residencia habitual con el domicilio declarado, no puede prosperar, pues contradice claramente el criterio sentado por el legislador».

Y en el caso de las personas jurídicas, el elemento determinante no es el domicilio social sino el lugar donde «esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus negocios», junto a otros criterios subsidiarios para el caso de que no sea posible fijar el domicilio fiscal atendiendo a este criterio, lo que evidencia la dificultad que en ocasiones puede presentar la cuestión.

El domicilio fiscal de empresas con cierta importancia relativa puede llegar a tener consecuencias financieras significativas sobre los ingresos fiscales de las Comunidades Autónomas afectadas; de ahí que la LOFCA estableciera la Junta Arbitral de resolución de conflictos en materia de tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas, como órgano administrativo para la resolución de los conflictos suscitados entre Comunidades Autónomas en la aplicación de los puntos de conexión de los tributos, cuyas resoluciones son susceptibles de recurso contencioso-administrativo. En resolución 6/2001 de esta Junta (caso Terra, Comunidades Autónomas de Madrid y Cataluña) se analizan cuáles tienen que ser las características que debe reunir una sede social para considerar que es el lugar donde efectivamente se centraliza la gestión y dirección de la sociedad, concluyendo que lo es el domicilio donde está la sede efectiva de su dirección, donde se mantiene el porcentaje más alto de la plantilla y se celebran los consejos de administración, con independencia de donde residan los titulares de la dirección o del mando supremo de la administración de la sociedad.

Las notificaciones tributarias, reguladas en los arts. 109 a 112 LGT, es el otro aspecto de las relaciones entre la Administración y los obligados tributarios en el que el domicilio fiscal resulta fundamental, si bien puede señalarse un domicilio a tal efecto. Y además de que la LGT ha reforzado la posición de la Administración frente a posibles estrategias de los sujetos pasivos encaminadas a dificultar la práctica de las notificaciones, conviene recordar que el incumplimiento de la obligación de comunicar a la Administración tributaria el domicilio fiscal y sus cambios, prevista en el art. 48.3 LGT y desarrollada en el art. 17 RGAT, se sanciona en el art. 198 LGT, como incumplimiento de declaraciones censales en el caso de sociedades y empresarios y como infracción específica (art. 198.5 LGT) en el de personas físicas que no realicen actividades económicas.

III.  COORDINACIÓN DE LA INFORMACIÓN CENSAL DE LAS DISTINTAS ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS

Ante la posibilidad de que cada Administración territorial elabore sus propios censos tributarios, el RGAT articula, en los apartados tercero y cuarto de este artículo, una solución concreta de coordinación con las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía, que sólo en parte evita la reiteración en la declaración de datos censales ante distintas administraciones tributarias, al tiempo que prevé, de acuerdo con el art. 5.5 LGT, la posibilidad de que la AEAT, como titular de las competencias del Estado, suscriba convenios de colaboración individuales para el intercambio de información censal con los Municipios.

Este precepto prevé el intercambio bidireccional de información censal entre las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía y la AEAT. Por una parte, con periodicidad mensual, aquéllas han de comunicar a la AEAT toda la información censal de que dispongan a efectos de su consolidación a nivel estatal, mientras que, y a su vez también con periodicidad mensual, la AEAT ha de comunicar a aquéllas las variaciones resultantes de la consolidación que afecten al Censo de Obligados Tributarios elaborado en el ámbito de competencias del Estado que incluye la totalidad de las personas o entidades obligadas a tener número de identificación fiscal (art. 3.1 RGAT).

Y el precepto es claro, la información a facilitar por la AEAT a las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía sólo alcanza a los datos incluidos en el Censo de Obligados Tributarios, aunque afecte a personas o entidades incluidos en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores y los Registros que formen parte de éste, que incluyen más información, concretamente la prevista en los arts. 5, 6, 7 y 8 RGAT.

Al provenir la información de distintos censos territoriales, la consolidación de datos a nivel estatal puede poner de manifiesto discrepancias que habrán de resolverse a través de procedimientos de comprobación, normalmente en el ámbito de las competencias de gestión (arts. 144 y 145 RGAT) y, caso de no resolverse en el mismo, en el de la Inspección de los Tributos (art. 197.7 RGAT).

Este sistema de unificación de la información censal tiene una consecuencia inmediata para los obligados tributarios, cual es que «la comunicación del cambio del domicilio fiscal a la Administración tributaria del Estado producirá efectos respecto de las Administraciones tributarias de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía sólo desde el momento en que estas últimas tengan conocimiento del mismo, a cuyo efecto aquélla deberá efectuar la correspondiente comunicación según lo dispuesto en el art. 2.3 de este reglamento» (art. 17.4 RGAT); precepto no exento de inseguridad jurídica para el obligado tributario por cuanto condiciona el efecto positivo que para él tiene su declaración a dos hechos que dependen de que la Administración cumpla sus obligaciones: 1.º) que la Administración del Estado comunique los datos en el plazo de un mes; y 2.º) que la Administración Autonómica acuse recibo de dicha comunicación.

Remitimos a los comentarios del citado art. 17 RGAT, sin perjuicio de los cuales, consideramos que, una vez declarado el cambio de domicilio a la AEAT, las consecuencias negativas que para los obligados tributarios pudieran derivar del incumplimiento por parte de alguna de las administraciones implicadas de las obligaciones impuestas en este artículo, no podría operar en contra de aquél, no sólo a efectos sancionadores, sino también en relación con su localización para la práctica de notificaciones administrativas.

IV.  DERECHO A LA EXPEDICIÓN DE CERTIFICADO

Reconoce el RGAT, en el apartado quinto de este artículo, dos derechos: por una parte, el derecho a conocer los propios datos censales, en cualquier momento y sin necesidad de estar inmerso en un procedimiento tributario, por lo que va más allá del derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que sea parte, del art. 34.1.e) LGT; y por otra, como modo de ejercitar con garantías este derecho, el de exigir certificación, a favor de la persona o entidad incluida en un censo tributario, de los datos censales que en el mismo obren, lo que también excede, al menos formalmente, del derecho a solicitar certificación de declaraciones presentadas reconocido en el art. 34.1.g) LGT.

Es lógica esta extensión por vía reglamentaria, pues carecería de sentido negar al interesado el conocimiento de sus datos censales, básicos en todas sus relaciones con la Administración tributaria, y que sólo se pudieran conocer éstos cuando ya formaran parte de un procedimiento tributario que vendrá condicionado por dichos datos.

Congruente con este precepto, el art. 70.2 RGAT prevé expresamente la certificación de la situación censal, sin particularidad alguna en cuanto a su tramitación, para la que está previsto el modelo 01 «Solicitud Certificados».

V.  DERECHO A LA RECTIFICACIÓN

No se prevé, entre los derechos y garantías de los obligados tributarios enumeradas en el art. 34 LGT, el de rectificación de los datos obrantes en los censos y registros de la Administración tributaria; de ahí que -como lo hacía el art. 14.4 del RD 1041/2003- el RGAT lo reconozca por remisión a la legislación en materia de protección de datos de carácter personal, limitada por tanto a los «datos personales» y no al resto de datos derivados de la relación tributaria. El art. 10.2.o) RGAT arbitra la declaración de modificación como medio para ejercitar este derecho.

No obstante, entendemos que cualquier dato censal es susceptible de rectificación a iniciativa del interesado a través del procedimiento de rectificación censal del art. 145 RGAT por más que este precepto sólo prevea la iniciación de oficio, ya que siempre deberá iniciarse como reacción a una declaración censal de modificación discrepante con datos previamente obrantes en poder de la Administración. Estamos, por tanto, ante una remisión normativa, evidente y por ello prescindible (como otras del RGAT según una parte de la doctrina) que además carece de consecuencias prácticas, puesto que este derecho está reconocido en el ordenamiento tributario para el conjunto de la información tributaria obrante en los censos tributarios.

Además, en la medida en que las discrepancias provendrán normalmente de la información suministrada por terceros, conviene recordar que los arts. 93.1 y 94.5 LGT facultan a la Administración tributaria para obtener de ellos «toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria», sin consentimiento del afectado y sin que sea de aplicación lo dispuesto en el apartado primero del art. 21 de la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD); datos que deberán ser contrastados por la Administración antes de ser utilizados en una regularización tributaria si el afectado alega inexactitud o falsedad, en el plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente a aquel en que dichos datos le sean puestos de manifiesto por la Administración tributaria mediante comunicación o diligencia, según establecen el art. 92.2 RGAT y el art. 108.4 LGT, lo que, en definitiva, también suponen actuaciones de rectificación de datos con trascendencia tributaria, incluidos los personales.






Artículo 3. Formación de los censos tributarios en el ámbito de competencias del Estado 




1. El Censo de Obligados Tributarios estará formado por la totalidad de las personas o entidades que deban tener un número de identificación fiscal para sus relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria de acuerdo con lo establecido en el art. 18 de este reglamento.

2. El Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores estará formado por las personas o entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español alguna de las actividades u operaciones que se mencionan a continuación:

a) Actividades empresariales o profesionales. Se entenderá por tales aquellas cuya realización confiera la condición de empresario o profesional, incluidas las agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras.

No se incluirán en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores quienes efectúen exclusivamente arrendamientos de inmuebles exentos del Impuesto sobre el Valor Añadido, conforme al art. 20.uno.23.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, siempre que su realización no constituya el desarrollo de una actividad empresarial de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Tampoco se incluirán en este censo quienes efectúen entregas a título ocasional de medios de transporte nuevos exentas del Impuesto sobre el Valor Añadido en virtud de lo dispuesto en el art. 25.uno y dos de su ley reguladora, y adquisiciones intracomunitarias de bienes exentas en virtud de lo dispuesto en el art. 26.tres de la misma ley.

b) Abono de rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta.

c) Adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido efectuadas por quienes no actúen como empresarios o profesionales.

También se integrarán en este censo las personas o entidades no residentes en España de acuerdo con lo dispuesto en el art. 6 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, que operen en territorio español mediante establecimiento permanente o satisfagan en dicho territorio rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta, y las entidades a las que se refiere el párrafo c) del art. 5 de la citada ley.

De igual forma, las personas o entidades no establecidas en el territorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido quedarán integradas en este censo cuando sean sujetos pasivos de dicho impuesto.

Asimismo, formarán parte de este censo las personas o entidades que no cumplan ninguno de los requisitos previstos en este apartado pero sean socios, herederos, comuneros o partícipes de entidades en régimen de atribución de rentas que desarrollen actividades empresariales o profesionales y tengan obligaciones tributarias derivadas de su condición de miembros de tales entidades.

El Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores formará parte del Censo de Obligados Tributarios.

3. El Registro de operadores intracomunitarios estará formado por las personas o entidades que tengan asignado el número de identificación fiscal regulado a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido en el art. 25 de este reglamento y que se encuentren en alguno de los siguientes supuestos:

a) Las personas o entidades que vayan a efectuar entregas o adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas a dicho tributo.

b) Las personas o entidades a las que se refiere el art. 14 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, cuando vayan a realizar adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas a dicho impuesto. En tal caso, la inclusión en este registro determinará la asignación a la persona o entidad solicitante del número de identificación fiscal regulado en el art. 25 de este reglamento.

La circunstancia de que las personas o entidades a que se refiere el art. 14 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, dejen de estar incluidas en el Registro de operadores intracomunitarios, por producirse el supuesto de que las adquisiciones intracomunitarias de bienes que realicen resulten no sujetas al impuesto en atención a lo establecido en dicho precepto, determinará la revocación automática del número de identificación fiscal específico regulado en el art. 25 de este reglamento.

c) Los empresarios o profesionales que sean destinatarios de servicios prestados por empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido respecto de los cuales sean sujetos pasivos.

d) Los empresarios o profesionales que presten servicios que, conforme a las reglas de localización, se entiendan realizados en el territorio de otro Estado miembro cuando el sujeto pasivo sea el destinatario de los mismos.

Este registro formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

4. El Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial estará integrado por los empresarios o profesionales que tengan derecho al procedimiento de devolución que se regula en el art. 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

Este registro formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

5. El Registro de grandes empresas estará formado por aquellos obligados tributarios cuyo volumen de operaciones supere la cifra de 6.010.121,04 euros durante el año natural inmediato anterior, calculado conforme a lo dispuesto en el art. 121 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, incluso cuando desarrollen su actividad fuera del territorio de aplicación de este impuesto.

Este registro formará parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

6. El Registro territorial de los impuesto especiales de fabricación estará integrado por las personas y establecimientos a que se refiere el art. 40 del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio, y se regirá por lo establecido en dicho Reglamento de los Impuestos Especiales y, en lo no previsto en el mismo, por las disposiciones de este reglamento relativas a las obligaciones de carácter censal.



(Apartado 3, modificado por el artículo segundo del RD 192/2010, de 26 de febrero, que entró en vigor el 3 de marzo de 2010.)

Normas relacionadas:

Artículos 1, 29.a), 29.b), 117.1.l), 123 y disposición adicional quinta de la LGT.

Normativa anterior:

Artículo 1.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  CENSOS TRIBUTARIOS Y DECLARACIONES CENSALES

Tras un único artículo dedicado al marco general de los censos del sistema tributario, se aborda en este art. 3.º RGAT el elemento subjetivo de los censos tributarios en el ámbito de las competencias del Estado; es decir, cuáles son y cómo se estructuran dichos censos y qué personas o entidades forman parte de cada uno de ellos. Y puesto que la disposición adicional quinta de la LGT establece la obligación de darse de alta, quién debe presentar declaración censal de alta en los mismos.

La citada disposición adicional quinta de la LGT volvió a la denominación originaria de los censos establecidos por el art. 107 de la L 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989, desarrollados primero por el RD 1041/1990, de 27 de julio, y después por el RD 1041/2003, expresamente derogado por el Real Decreto que aprueba el RGAT, de modo que el actual Censo de Obligados Tributarios se corresponde con el anteriormente denominado Censo de Contribuyentes (art. 1.1 del RD 1041/2003) y el actual Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores sustituye al que, hasta la LGT actual, se denominaba Censo de Obligados Tributarios (art. 1.2 del RD 1041/2003).

Para una mejor comprensión de la sistemática seguida por el RGAT para regular los censos tributarios estatales, conviene tener en cuenta que la LGT impone tres obligaciones a cargo de los obligados tributarios llamadas a constituir la fuente principal de información de la que se nutran los censos tributarios: a) la obligación (no el derecho) de solicitar y utilizar el número de identificación fiscal en las relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria [art. 29.2.b) LGT]; b) la obligación de comunicar el domicilio fiscal y sus cambios (art. 48.3 LGT); y c) la obligación de presentar declaraciones censales por las personas o entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español actividades u operaciones empresariales y profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a retención.

Y pese a que, como es lógico y expresamente establece el apartado segundo del art. 2.º RGAT, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal son elementos comunes a cualquier censo tributario, la LGT [art. 29.2.a) y apartado primero de la disposición adicional quinta] y el RGAT limitan el término «declaraciones censales» a aquellas realizadas por los obligados tributarios calificados a estos efectos (apartado primero de la disposición adicional quinta LGT y art. 3.2 RGAT) como empresarios, profesionales o retenedores, regulando dichas declaraciones, en los apartados tercero, cuarto y quinto de la disposición adicional quinta de la LGT y en los arts. 9 a 15 RGAT, de forma separada, tanto respecto de las obligaciones relativas al domicilio fiscal (arts. 48.3 LGT y 17 RGAT) como de las relativas al número de identificación fiscal [arts. 29.2.b) LGT y 18 a 28 RGAT], que sólo afectarán al resto de obligados tributarios.

Esta separación de «la obligación de presentar declaraciones censales» -que sólo afecta a los empresarios, en sentido amplio, con algunas excepciones como veremos-, respecto de la «obligación de comunicar el cambio de domicilio fiscal» y «la obligación de disponer de número de identificación fiscal», que afectan al resto de obligados tributarios, se traslada al ámbito sancionador en el que se tipifican separadamente las infracciones por incumplimiento de dichas obligaciones (arts. 198 y 199 LGT).

II.  CENSOS Y REGISTROS TRIBUTARIOS

Clasifica el art. 3.º RGAT los datos censales recabados por la Administración tributaria del Estado en dos censos, uno, el Censo de Obligados Tributarios, que incluye a la totalidad de los obligados tributarios (art. 35 LGT), pero que sólo contiene los datos básicos de identificación y localización; y otro, más restringido en cuanto al universo de los afectados, que es el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, que por ello forma parte del Censo de Obligados Tributarios, si bien, respecto de dichos afectados, incluye muchos más datos.

Y a su vez dentro del Censo de Empresarios Profesionales y Retenedores, diferencia el RGAT tres «registros», o conjuntos de obligados tributarios atendiendo a otros tantos hechos diferenciales (dos obligatorios y uno opcional) relacionados con la gestión del IVA, el IRPF, el Impuesto sobre Sociedades o el IRNR:

- El registro de operadores intracomunitarios

- El registro de exportadores y otros operadores, sustituido por el registro de devolución mensual desde el 1 de enero de 2009 (1) .

- El registro de grandes empresas.

La formación de estos tres registros no implica la creación de un nuevo censo con información adicional, sino la identificación de subgrupos de obligados tributarios dentro del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores afectados por el hecho diferencial correspondiente.

Además, el control de los Impuestos Especiales da lugar a la creación de múltiples registros con contenidos específicos, de ahí que no formen parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. Entre ellos se encuentra el Registro territorial de los impuestos especiales de fabricación (Electricidad, Cerveza, Productos intermedios, Alcohol y bebidas derivadas, Hidrocarburos y Labores del Tabaco), al que, habida cuenta de su carácter y finalidad censal, se extiende la aplicación el RGAT en lo no previsto en su normativa específica, según se establece en el apartado sexto de su art. 3.º.

III.  FORMACIÓN DEL CENSO DE OBLIGADOS TRIBUTARIOS

El censo tributario general -el que comprende a la totalidad de los obligados tributarios- es el Censo de Obligados Tributarios. La inscripción en este censo deriva de la obligación de tener un número de identificación fiscal para las relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria, con independencia de que se haya dado cumplimiento o no a esta obligación regulada en los arts. 18 y ss., RGAT, a cuyos comentarios remitimos. Establece el apartado primero de la disposición adicional quinta de la LGT que en este censo «figurarán la totalidad de las personas físicas o jurídicas y entidades a que se refiere el art. 35 de la Ley General Tributaria, identificadas a efectos fiscales», es decir, la totalidad de los obligados tributarios, incluidas las entidades cuyas rentas tributan en régimen de atribución.

IV.  FORMACIÓN DEL CENSO DE EMPRESARIOS, PROFESIONALES Y RETENEDORES

Establece el art. 29.2.a) LGT «la obligación de presentar declaraciones censales por las personas o entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español actividades u operaciones empresariales y profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a retención», precepto que -por lo que afecta al desarrollo del art. 3.º RGAT- complementa la disposición adicional quinta de la LGT en un triple sentido: a) establece que: «el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores formará parte del Censo de Obligados Tributarios»; b) atribuye a estos efectos la consideración de empresarios o profesionales a «quienes tuvieran tal condición de acuerdo con las disposiciones propias del Impuesto sobre el Valor Añadido»; y c) establece la obligación de incluir en el «Registro de operadores intracomunitarios» a los sujetos pasivos de este impuesto que realicen operaciones intracomunitarias. El RGAT ha sistematizado este último precepto legal integrando el Registro de operadores intracomunitarios -del que, según lo dispuesto en el art. 25 RGAT, forman parte quienes realicen cualquier tipo de operación intracomunitaria sujeta a IVA, incluso cuando se realiza por quienes no actúan como empresarios o profesionales- en el Registro de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

Como consecuencia de la remisión al concepto de empresario o profesional del IVA, de conformidad con lo establecido en el art. 5.º de la ley de este impuesto, forman en principio parte de este censo, entre otros, las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario [art. 5.Uno.b)], los arrendadores de bienes aunque sus rendimientos no se califiquen como empresariales en el IRPF [art. 5.Uno.c)], quienes realicen promociones de naturaleza inmobiliaria aunque sea ocasionalmente [art. 5.Uno.d)] y quienes realicen ocasionalmente entregas de medios de transporte nuevos exentas de IVA [art. 5.Uno.e)], lo que incluye a sujetos pasivos del IVA de escasa relevancia; de ahí que el art. 3.2.a) RGAT limite la extensión de este censo estableciendo tres excepciones:

- Las personas o entidades que sólo efectúen arrendamientos de bienes inmuebles exentos del IVA, siempre que la actividad no se califique como empresarial en el IRPF.

- Las personas o entidades que sólo efectúen entregas a título ocasional de medios de transporte nuevos exentas del IVA por aplicación del art. 25.Uno y Dos de la Ley del IVA.

- Las personas o entidades que sólo efectúen adquisiciones intracomunitarias de bienes exentas del IVA en virtud de lo dispuesto en el art. 26.Tres de la ley de este impuesto.

Pero conviene señalar que esta delimitación del ámbito subjetivo del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores no está exenta de dificultades, pues se basa en algunos de los conceptos tributarios de perfiles más difusos y por ello controvertidos.

En las actividades inmobiliarias, incluso ocasionales, de urbanización de terrenos o promoción, construcción o rehabilitación de edificaciones, que el RGAT no excluye del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, ha resultado en los últimos años especialmente conflictiva, por su carácter fronterizo entre lo empresarial y lo no empresarial, la figura del denominado «promotor pasivo» o persona física absolutamente ajena a la actividad empresarial que queda obligatoriamente inmersa en un proceso de recalificación y transformación de terrenos por su inclusión en planes de actuación urbanística. La calificación o no como empresarial de la actividad, cuya primera consecuencia tributaria es precisamente la inclusión o no del titular en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, tiene mucha importancia económica, en el IRPF, por el distinto tipo impositivo aplicado a los rendimientos de actividades económicas y a las ganancias patrimoniales integradas en las rentas del ahorro, y en el IVA por la posibilidad o no de deducir el IVA soportado en las cargas derivadas del proceso de urbanización del terreno, según se califique como empresarial o no la posterior entrega del mismo.

La doctrina que, no sin vacilaciones iniciales, la Dirección General de Tributos ha elaborado para los supuestos de promotores pasivos sin actividad económica alguna consiste en reconocer que el mero hecho de satisfacer las cargas derivadas del proceso de urbanización no implica el ejercicio de una actividad económica a efectos del IRPF, por lo que la posterior venta de los terrenos generará una ganancia o pérdida patrimonial y que, a efectos del IVA, los propietarios se convierten en empresarios a partir del momento en que comiencen a soportar costes de urbanización, por lo que la venta de los terrenos total o parcialmente urbanizados está sujeta a IVA, sin que opere la no sujeción del art. 7.1.º.a) de la Ley del IVA, porque de hacerlo se atentaría contra el principio de neutralidad (Consultas de la DGT a partir de la de 17 de junio de 2005), con derecho por tanto a la deducción del IVA soportado. Y en consecuencia, considera la DGT respecto de las declaraciones censales (Consulta V0326-07, de 22 de febrero de 2007, entre las más recientes) que esta actividad obliga a presentar declaración de alta en el censo de empresarios, profesionales y retenedores (Modelo 036) en el momento en que se empiecen a girar cargas de urbanización y declaración de baja en el plazo de un mes desde que se efectúe la transmisión del terreno. Además, considera la DGT, que debe tributarse por IAE -impuesto con finalidad fundamentalmente censal- en el epígrafe 833.2 «Promoción de terrenos», cuestión ésta más discutible (existen consultas anteriores que mantiene la tesis contraria como la V-0385-05), habida cuenta de la coincidencia del concepto actividad económica en el IRPF y el IAE, frente al específico y expansivo concepto de empresario de la Ley del IVA.

De la excepción prevista para el arrendamiento no empresarial de bienes inmuebles, la exención o no en IVA, por aplicación del art. 20.Uno.23.º de la ley del impuesto, no resulta en general conflictiva, pero sí el carácter empresarial de la actividad en el IRPF, por cuanto, aun cuando el apartado segundo del art. 27 de la Ley del IRPF establece que, a tal efecto, se entenderá que el arrendamiento de inmuebles se realiza como actividad económica cuando, en el desarrollo de la actividad se cuente, al menos, con un local exclusivamente destinado a llevar a cabo la gestión de la actividad y que, para la ordenación de aquélla se utilice, al menos, una persona empleada con contrato laboral y a jornada completa, ello no implica que el mero cumplimiento de estos dos requisitos, sin afección real a la actividad, determine el carácter empresarial de la actividad, ni que el incumplimiento de estos requisitos determine sin más su carácter no empresarial, ya que se trata de una presunción iuris tantum que admite prueba en contrario, puesto que es posible realizar la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes y servicios, sin cumplir los requisitos comentados.

Exceptúa también el RGAT del concepto de empresario o profesional a efectos censales a quienes realicen a título ocasional las entregas de medios de transporte nuevos a otros Estados miembros de la UE, exentas del IVA en virtud de lo dispuesto en el art. 25, apartados primero y segundo de la Ley del IVA, por razones equiparables al supuesto anterior: su escasa entidad empresarial y la exención en IVA de las operaciones realizadas. Y otro tanto sucede con las adquisiciones intracomunitarias de bienes realizadas por empresarios o profesionales identificados a efectos del IVA en otro Estado miembro de la UE, exentas de este impuesto por aplicación del art. 26, apartado Tres, de la Ley del IVA.

Salvadas estas excepciones, establece el RGAT, en el apartado segundo del art. 3.º, que han de formar parte del Censo de Empresarios, Profesionales o Retenedores las personas o entidades que lleven a cabo alguna de las siguientes actividades:

- Desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español actividades empresariales o profesionales.

- Abonen rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta, aunque no sean empresarios o profesionales.

- Realicen adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas a IVA al margen de las actividades empresariales o profesionales.

La obligación surge de la actividad y su localización en territorio español o en el de aplicación del IVA, por lo que con este primer enunciado queda delimitado su perímetro, no obstante lo cual, para acabar de configurar la obligación de formar parte del censo, enuncia el RGAT tres supuestos de inclusión en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores atendiendo no a la actividad, sino a la condición del obligado tributario, pero que, en cualquier caso, habrán de realizar alguna de las tres actividades citadas:

- Los no residentes que operen en territorio español mediante establecimiento permanente o satisfagan en dicho territorio rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta y las entidades en régimen de atribución de rentas contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

- Los sujetos pasivos del IVA no establecidos en el territorio de aplicación del impuesto.

- Las personas o entidades socios, herederos, comuneros o partícipes de entidades en régimen de atribución de rentas que realicen (las entidades) actividades empresariales o profesionales que provoquen obligaciones tributarias a aquéllos, por cuanto son ellos quienes a efectos fiscales declaran las operaciones.

V.  FORMACIÓN DEL REGISTRO DE OPERADORES INTRACOMUNITARIOS

Prevé el apartado sexto de la disposición adicional quinta de la LGT que: «La Administración llevará conjuntamente con el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores un Registro de operadores intracomunitarios en el que se darán de alta los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que realicen entregas y adquisiciones intracomunitarias de bienes, así como determinadas prestaciones de servicios en los términos que se establezcan reglamentariamente»; precepto que el RGAT ha desarrollado integrando, en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, el citado Registro cuya composición, regulada por el apartado 3 del art. 3 RGAT, ha sido ampliada con la redacción dada al mismo por el artículo segundo del RD 192/2010, de 2 de marzo de 2010, que entró en vigor el 3 de marzo de 2010.

Según la disposición final primera de dicho RD 192/2010, de 26 de febrero, mediante el mismo «se incorporan al Derecho español la Directiva 2008/8/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta al lugar de la prestación de servicios, la Directiva 2008/9/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008, por la que se establecen disposiciones de aplicación relativas a la devolución del Impuesto sobre el Valor Añadido, previstas en la Directiva 2006/112/CE, a sujetos pasivos no establecidos en el Estado miembro de devolución, pero establecidos en otro Estado miembro y la Directiva 2008/117/CE del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE, relativa al sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido, a fin de combatir el fraude fiscal vinculado a las operaciones intracomunitarias», comúnmente denominado «Paquete IVA», que modificó el Derecho comunitario en materia de IVA en tres aspectos esenciales:

- Las reglas de localización de las prestaciones de servicios (Directiva 2008/8/CE), que pasan a tributar en destino cuando el destinatario es un empresario o profesional, manteniéndose la localización en origen cuando el destinatario es un particular, por lo que establece la atribución de un número de identificación a efectos del IVA a quienes realicen la adquisición o la prestación de servicios intracomunitarios y se amplía la información que debe suministrarse en la declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias (modelo 349) para incluir tanto los servicios intracomunitarios prestados como los recibidos.

- Se simplifica el procedimiento para la devolución a los sujetos pasivos comunitarios de las cuotas de IVA soportadas en Estados miembros en los que no se encuentren establecidos (Directiva 2008/9/CE), mediante el sistema de ventanilla única electrónica en el Estado miembro de establecimiento, en la que se presentan las solicitudes de devolución referidas a los demás Estados comunitarios.

- Y se aumenta (Directiva 2008/117/CE) la frecuencia en la presentación de la declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias (modelo 349), que con carácter general pasa a ser mensual.

El incremento del control de las entregas de bienes, prestaciones de servicios y adquisiciones intracomunitarias -en el que el control censal cumple una función esencial- es la respuesta del legislador comunitario al denominado «fraude carrusel», que en síntesis consiste en que una empresa «missing trader» adquiere bienes procedentes de una entrega comunitaria y los transmite mediante una operación interior, desapareciendo inmediatamente sin declarar la adquisición intracomunitaria ni ingresar el IVA repercutido en la entrega interior. Es una consecuencia indeseada del régimen transitorio del IVA intracomunitario en la Unión Europea, que mantiene el sistema de tributación en destino trasladando los controles sobre el IVA desde la frontera al interior de los Estados miembros a través de las adquisiciones intracomunitarias. En sentencia de 9 de mayo de 2006, ponía de manifiesto el TSJ de Extremadura la importancia de este Registro para la detección de este tipo de fraudes, en el que participan «sociedades no localizables, que no están al corriente en los censos tributarios [...] la presunción de que realmente no existió un tráfico intracomunitario se asienta en un cúmulo de indicios que racionalmente conducen a esta conclusión», entre otras, «respecto de las españolas por no resultar operadores intracomunitarios, habiéndose dado de baja, resultar ilocalizables, o incursas en causa penal por causa del IVA».

El plazo de adaptación de la legislación española a las citadas directivas vencía el 1 de enero de 2010 y ante la imposibilidad material de que la ley de transposición (L 2/2010, de 1 de marzo, publicada en el BOE de 2 de marzo de 2010) se publicara con anterioridad a esta fecha, ya que el texto del proyecto aprobado en el Congreso fue remitido al Senado con fecha 23 de diciembre de 2009, en esta misma fecha la Dirección General de Tributos emitió una resolución, publicada en el BOE del 29 de diciembre de 2009, por la que se arbitró provisionalmente, hasta la aprobación de la ley y sus normas reglamentarias de desarrollo, un conjunto de criterios interpretativos que permitieran dar cumplimiento al mandato contenido en las citadas directivas en lo que afecta a la Ley del IVA. Entre ellos, de acuerdo con lo dispuesto en las letras d) y e) del art. 214 de la Directiva 2006/112/CE, se incluía la ampliación, a los empresarios o profesionales destinatarios o que presten servicios intracomunitarios, de las personas o entidades a las que debía asignarse el número de identificación fiscal especial correspondiente a las personas o entidades que realicen operaciones intracomunitarias (art. 25 RGAT).

A esta regulación provisional, consistente en la aplicación directa de las Directivas comunitarias, siguió la L 2/2010, de 1 de marzo, por la que se transpusieron las Directivas comunitarias y, como desarrollo de las modificaciones introducidas en la Ley del IVA, el RD 192/2010, de 26 de febrero, modificó el Reglamento del IVA y el RGAT, este último en lo relativo a la formación del Registro de operadores intracomunitarios (art. 3.3), las personas o entidades que deben obtener el número de identificación fiscal especial para operaciones intracomunitarias (art. 25) y la solicitud de inclusión en el Registro de operaciones intracomunitarias, como requisito para la asignación del mismo [art. 10.2.e)], preceptos entre los que existe una evidente interrelación.

Identifica separadamente el apartado tercero del art. 3.º RGAT cuatro grupos de obligados tributarios integrantes de este Registro, atendiendo al modo en que acceden a la obtención del número de identificación a efectos del IVA (NIF precedido de ES) cuya asignación regula el art. 25 RGAT, a la que se vincula la inscripción en el Registro de operadores intracomunitarios, que se exige para la realización de operaciones intracomunitarias y que debe incluirse en las declaraciones del sistema Intrastat para la elaboración de las estadísticas de intercambios de bienes entre Estados miembros (resolución de 23 de octubre de 2007, de la Presidencia de la AEAT).

El primero [apartado a)] corresponde a las personas o entidades que, mediante el modelo de declaración censal correspondiente [arts. 9.3.g) o 10.2.e) RGAT], solicitan y se les asigna el número de identificación fiscal especial (prefijo ES) previsto en el art. 25 RGAT para llevar a cabo entregas o adquisiciones (no prestaciones de servicios) intracomunitarias sujetas a IVA. La inclusión se produce a solicitud del interesado, permanece en tanto en cuanto éste cuente con el comentado número de identificación fiscal específico y causa baja también cuando deje de realizar operaciones intracomunitarias, debiendo presentar la correspondiente solicitud [art. 10.2.e) RGAT].

El segundo grupo [apartado b)], de singular configuración, corresponde a los sujetos pasivos del IVA que pueden realizar adquisiciones intracomunitarias no sujetas al IVA en virtud de lo dispuesto en el art. 14 de la ley del impuesto, pero que también pueden realizar adquisiciones sujetas, bien por que opten por la sujeción (art. 14.Cuatro LIVA) o bien por que queden obligatoriamente sujetos por haber superado el límite cuantitativo de la no sujeción (art. 14.Dos LIVA). Pueden formar parte de este segundo grupo: a) sujetos pasivos del IVA acogidos al régimen especial de la agricultura ganadería y pesca, respecto de los bienes destinados al desarrollo de la actividad sometida a dicho régimen; b) sujetos pasivos del IVA que realicen exclusivamente operaciones sin derecho a la deducción total o parcial del impuesto; c) personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales. Y la inscripción en el Registro de operadores intracomunitarios se vincula a la realización de adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas y, como en los dos casos anteriores, a la solicitud y obtención del número de identificación fiscal específico previsto en el art. 25 RGAT. Si tras obtener este número de identificación, el obligado tributario vuelve a realizar operaciones no sujetas a IVA, lo que sucederá tras un año natural en que las adquisiciones intracomunitarias no hayan superado los 10.000 euros, ello provocará la revocación automática de dicho número y la baja en el Registro de operadores intracomunitarios. Si durante el año se superan los 10.000 euros, la no sujeción sólo se aplica hasta dicha cifra, debiendo solicitar automáticamente la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios. La inclusión se mantiene hasta que en un ejercicio las adquisiciones intracomunitarias no superen los 10.000 euros. Si la inclusión se realiza porque el sujeto pasivo opta por la sujeción, ésta ha de ser por un período mínimo de dos años (art. 14.Cuatro LIVA).

El tercer grupo [apartado c)] -modificado por la nueva regla de localización de los servicios vigente desde 1 de enero de 2010- corresponde a los empresarios o profesionales destinatarios de prestaciones de servicios intracomunitarios respecto de los cuales sean sujetos pasivos, ya que, por aplicación de la nueva regla de localización de los servicios, en las prestaciones empresariales de servicios el gravamen se localiza en la jurisdicción de destino, generalizándose el mecanismo de inversión del sujeto pasivo.

Y el cuarto grupo [apartado d)] -nuevo por aplicación de las nuevas reglas de localización de los servicios- está integrado por los empresarios o profesionales que presten servicios que se entiendan realizados en otro Estado miembro, cuando el sujeto pasivo sea el destinatario.

Ya hemos indicado que todos los obligados tributarios inscritos en este Registro estarán también inscritos en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, es decir, forma parte de él.

VI.  FORMACIÓN DEL REGISTRO DE DEVOLUCIÓN MENSUAL

A diferencia de lo que sucede con el Registro de operadores intracomunitarios, la inscripción en el Registro de devolución mensual (hasta el 31 de diciembre de 2008 de exportadores y otros operadores), no se vincula a la realización de determinadas operaciones, sino a la decisión del sujeto pasivo de acogerse al procedimiento de devolución mensual (art. 71.3.3.º del Reglamento del IVA) del exceso de cuotas de IVA soportado sobre el repercutido regulado en los arts. 116 de la Ley del IVA y 30 de su reglamento. Ambos, sin embargo, son censos configurados esencialmente al servicio de la gestión de un tributo en particular: el IVA.

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 99.5 y 115 de la Ley del IVA, el saldo a favor del sujeto pasivo determinado en las liquidaciones periódicas del Impuesto sólo puede recuperarse vía devolución si se opta por ello en la declaración-liquidación correspondiente al último período de liquidación anual, por lo cual, en ciertas actividades que, por sus características (exportadores o aplicación de tipos reducidos en el IVA repercutido) están sistemáticamente en esta situación, este procedimiento de devolución podría llegar a contravenir el principio de neutralidad como consecuencia de la dificultad que, para el ejercicio efectivo del derecho a la deducción, supondría la financiación durante un dilatado período de tiempo del citado saldo.

De ahí que hasta el 31 de diciembre de 2008, el art. 30 del reglamento estableciera que los sujetos pasivos del IVA que realizaran actividades con exención plena, no sujetas, o gravadas a tipo reducido, tenían derecho a la devolución de dicho saldo en cada declaración con el límite de aplicar el tipo impositivo general del impuesto al importe total en dicho período de las operaciones determinantes del derecho, siempre y cuando el volumen de operaciones de las citadas actividades superara los 120.202,42 euros durante el año natural inmediato anterior o el año en curso.

Por razones de política económica, la L 4/2008 ha modificado diversos preceptos de la Ley del IVA para que los contribuyentes que lo soliciten puedan obtener la devolución mensual del IVA a partir del 1 de enero de 2009. Y el correspondiente desarrollo reglamentario se ha llevado a cabo por el RD 2126/2008, de 26 de diciembre, que ha modificado el art. 30 del Reglamento del IVA para sustituir el régimen de devolución a exportadores y otros operadores económicos, vigente hasta el 31 de diciembre de 2008, por el general (optativo para todos los sujetos pasivos del IVA excepto los acogidos al régimen simplificado) de «devoluciones al término de cada período de liquidación» cuya aplicación exige estar inscrito en el «registro de devolución mensual» regulado en dicho artículo. La Orden EHA/3786/2008, de 29 de diciembre, que ha modificado los modelos de declaración del IVA, y la Orden EHA/3787/2008, de 29 de diciembre, que ha aprobado el modelo 340, de declaración de información de operaciones incluidas en los libros registro, regulada en el art. 36 RGAT, completan el desarrollo reglamentario de este importante cambio legislativo destinado a impulsar la actividad económica.

Y entre los requisitos para la inscripción en este registro, se establece la solicitud mediante la presentación de declaración censal (modelos 036 o 039 para grupos de IVA) que deberá presentarse, con carácter general, en el mes de noviembre del año anterior a aquel en que deba surtir efecto, si bien también podría solicitarse durante el año natural, en los plazos de presentación de las declaraciones-liquidaciones periódicas, con efectos desde el día siguiente a la finalización del período de liquidación de dichas declaraciones-liquidaciones. La solicitud de inscripción en este registro ha de entenderse desestimada si transcurridos tres meses desde su presentación no se ha recibido notificación expresa de la resolución del expediente.

Las solicitudes de baja voluntaria han de presentarse en el mes de noviembre del año anterior a aquel en que deban surtir efectos, también mediante la correspondiente declaración censal.

El RGAT se limita en este caso a integrar este Registro, establecido por el Reglamento del IVA, en el Registro de Empresarios, Profesionales y Retenedores, lo cual supone que las altas y bajas en dicho Registro se lleven a cabo a través de la declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, según se prevé en el apartado 2.k) del art. 10 RGAT.

VII.  FORMACIÓN DEL REGISTRO DE GRANDES EMPRESAS

Así como los dos registros anteriormente analizados corresponden exclusivamente a la gestión del IVA, éste tiene consecuencias sobre la gestión, tanto del Impuesto sobre el Valor Añadido como del Impuesto sobre Sociedades, Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto sobre la Renta de no Residentes. Además -y ello es, como veremos, motivo en ocasiones de confusión-, el presupuesto objetivo determinante de la inclusión en este Registro -esto es, que «el volumen de operaciones supere la cifra de 6.010.121,04 euros durante el año natural inmediato anterior, calculado conforme a lo dispuesto en el art. 121 de la L 37/1992» del IVA- coincide con la obligación de realizar los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades por la denominada modalidad de base imponible, establecida año tras año mediante Ley de Presupuestos.

No se trata de un registro al servicio de la gestión del IVA, sino que el requisito objetivo para la inclusión en el mismo remite a la normativa del IVA, pero afecta a la aplicación de distintos tributos. También se utiliza para la distribución de competencias entre órganos administrativos en el ámbito de la aplicación de los tributos.

En el caso del IVA, cuando el volumen de operaciones de un ejercicio supera los 6.010.121,04 euros, en el ejercicio siguiente, el sujeto pasivo debe declarar y liquidar el impuesto mensualmente, pasando a hacerlo trimestralmente en el ejercicio siguiente a aquel en que no se supere dicha cifra (art. 71.3.1.º del Reglamento del IVA). No existe opción alguna para el sujeto pasivo, por lo que las declaraciones censales de alta y baja en este registro sólo cumplen una función de control, ya que el volumen de operaciones del art. 121 de la ley de este impuesto puede en ocasiones no coincidir con la base imponible anual del IVA repercutido de la declaración resumen anual, habida cuenta de que aquél no incluye (art. 121.Tres LIVA) las entregas ocasionales de bienes inmuebles, las entregas de bienes calificadas como de inversión y determinadas operaciones financieras. Es decir, con independencia de que el sujeto pasivo dé o no cumplimiento a sus obligaciones de presentar declaraciones censales de alta o baja en este Registro, vendrá obligado a presentar sus declaraciones-liquidaciones del IVA con la periodicidad que, con arreglo a la normativa del impuesto, corresponda.

Y otro tanto sucede en relación con la periodicidad de las declaraciones de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre la Renta de no Residentes (art. 66.1 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por RD 1777/2004, de 30 de julio; art. 108.1 del Reglamento del IRPF, aprobado por RD 439/2007, de 30 de marzo; y art. 15.1 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por RD 1776/2004, de 30 de julio) y con el procedimiento para la determinación de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades, en el que, por Ley de Presupuestos (la última, al tiempo de escribir este comentario: art. 69 de la L 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2008) se viene reiteradamente estableciendo que el cumplimiento del requisito para la inscripción en este Registro -que en el ejercicio anterior el volumen de operaciones, calculado según establece el art. 121 de la Ley del IVA, supere los 6.010.121,04 euros- lleva aparejada la obligación de declarar, durante el ejercicio siguiente, los pagos fraccionados por el procedimiento de la base imponible del año en curso.

Y esta última consecuencia de la inclusión obligatoria en el Registro de grandes empresas genera en ocasiones confusión, posiblemente porque -como puede verse en los arts. 9, 10 y 13 RGAT- las declaraciones censales se utilizan para realizar simultáneamente un conjunto heterogéneo de comunicaciones y opciones a realizar en relación con distintos impuestos y, entre ellas, el ejercicio del derecho a optar entre el citado procedimiento de la base imponible y el de la cuota íntegra del ejercicio anterior para realizar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades previsto en el art. 45.2 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en el que se establece, como régimen general de determinación de los pagos fraccionados, el de la cuota del ejercicio anterior, de fácil determinación pero que puede ser contrario al principio de capacidad económica cuando los beneficios de la empresa del ejercicio en curso sean menores que los del anterior, por lo que la ley permite que, a opción del sujeto pasivo, los pagos fraccionados se determinen atendiendo a la base imponible del ejercicio en curso (art. 45.3 TRLIS) exigiendo expresamente que la opción sea «ejercida en la correspondiente declaración censal, durante el mes de febrero del año natural a partir del cual deba surtir efectos» (para el caso más común de ejercicios coincidentes con el año natural) quedando vinculado el sujeto pasivo «a esta modalidad del pago fraccionado respecto de los pagos correspondientes al mismo período impositivo y siguientes, en tanto no se renuncie a su aplicación a través de la correspondiente declaración censal que deberá ejercitarse en los mismos plazos» establecidos para el ejercicio de la opción.

La combinación de estos dos modos de acceder a la modalidad base imponible para la determinación de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades -la obligatoria establecida por Ley de Presupuestos, que coincide con la inscripción en el Registro de grandes empresas, y la voluntaria prevista en el art. 45.3 TRLIS, que no implica tal inscripción- hace que en ocasiones las empresas crean que al declarar el alta en dicho Registro, simultáneamente han optado por la modalidad de base imponible para la determinación de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades, puesto que en el ejercicio en que lo hacen aplican dicho procedimiento. Pero no es así, si a un ejercicio con un volumen de operaciones superior a 6.010.121,04 euros sigue otro en el que no se supera dicha cifra, pese a ello se figurará en el Registro de grandes empresas, por lo que, en el ejercicio siguiente, esto es, el tercero considerado, se causa baja en dicho Registro volviendo automáticamente a determinar los pagos fraccionados en base a la cuota íntegra del ejercicio anterior si no se ha optado expresamente por el procedimiento de base imponible, método que, en los primeros pagos fraccionados del año, tomará como base la cuota íntegra del primero de los tres ejercicios considerados, que puede resultar desproporcionadamente elevada respecto del beneficio previsible en dicho ejercicio. Esta desproporción puede resultar especialmente importante en la actividad inmobiliaria cuyo volumen de operaciones se concentra, en gran medida, en el ejercicio en que se entregan las obras.

En términos del modelo de declaración censal 036 (art. 13 RGAT), la declaración de la «condición de Gran Empresa» y la «opción por el sistema de cálculo previsto en el art. 45.3 TRLIS para la realización de los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades» son declaraciones absolutamente independientes.

Señalemos por último que lo que hace el RGAT es establecer un Registro derivado de un requisito objetivo determinante de obligaciones tributarias diferenciadas en distintos tributos, integrándolo en el Registro de Empresarios, Profesionales y Retenedores, lo que supone que las altas y bajas en dicho Registro se lleven a cabo a través de la declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, según se prevé en el apartado 2.l) del art. 10 RGAT.

VIII.  FORMACIÓN DEL REGISTRO TERRITORIAL DE LOS IMPUESTOS ESPECIALES DE FABRICACIÓN

Estamos nuevamente, igual que sucede con el Registro de exportadores y otros operadores económicos, ante un Registro creado por el reglamento de un impuesto concreto, en este caso el de los Impuestos Especiales, aprobado por RD 1165/1995, cuyos controles y por ello los datos del Registro, como consecuencia de la naturaza de los impuestos de fabricación a que se refiere, descienden a un nivel de detalle muy superior al del IVA.

Los impuestos especiales de fabricación se configuran por la L 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, como impuestos indirectos que recaen sobre el consumo de determinados bienes, identificados mediante nomenclatura preestablecida, que gravan en fase única su fabricación o su importación en cualquier punto dentro del ámbito territorial comunitario.

Concretamente, tienen la consideración de impuestos especiales de fabricación los siguientes impuestos especiales sobre el alcohol y las bebidas alcohólicas:

a) El Impuesto sobre la Cerveza.

b) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas.

c) El Impuesto sobre Productos Intermedios.

d) El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas.

e) El Impuesto sobre Hidrocarburos.

f) El Impuesto sobre las Labores del Tabaco.

Se trata en concreto del Registro territorial de los impuestos especiales de fabricación, en el que deben solicitar la inscripción de cada establecimiento todo tipo de operadores relacionados con los productos objeto de los impuestos especiales de fabricación con el fin de que, tras la correspondiente inspección encaminada a verificar que las instalaciones y aparatos del establecimiento corresponden a los declarados y reúnen las condiciones legalmente previstas, se inscriba el establecimiento, lo que constituye condición previa para la entrega al interesado de una tarjeta acreditativa de la inscripción en el registro sujeta a modelo aprobado por el centro gestor, en la que constará el Código de actividad y del establecimiento (CAE) que el titular deberá hacer constar en todos los documentos exigidos en el Reglamento de los Impuestos Especiales en relación con los impuestos especiales de fabricación.

Estamos, por tanto, ante un requisito formal constitutivo de derechos, según apreció por ejemplo el Tribunal Supremo en sentencia de 26 de abril de 2006 -en relación con la aplicación del tipo reducido del Impuesto sobre Hidrocarburos-, por cuanto, contar con la documentación (CAE) que acredita la condición de almacén fiscal, «no puede ser considerada formalidad irrelevante, sino que constituye medida adecuada y proporcionada para garantizar que el verdadero destino de dicho producto es el uso previsto en la ley para el gasóleo de tipo reducido»; estamos ante «medidas de precaución adoptadas por el legislador en los impuestos que recaen sobre consumos específicos para evitar posibles fraudes» (STS de 26 de abril de 2006, entre otras).

Se trata en definitiva de un requisito imprescindible para el inicio de las operaciones de cada establecimiento y ante un registro de las características de las instalaciones para el posterior control de las operaciones en el mismo realizadas. Por ello, las posteriores modificaciones de los datos consignados en la declaración inicial o que figuren en la documentación con ella aportada deben ser comunicados a la oficina gestora o centro gestor de la demarcación en que esté instalado el establecimiento.

Las características de su composición, es decir, de los datos que integran este Registro (clase de establecimiento, memoria de la actividad, planos, elementos de almacenamiento y fabricación, memoria técnica de los elementos y aparatos de fabricación, etc.) hace que no pueda ser parte del mucho más general Registro de Empresarios, Profesionales y Retenedores, no obstante lo cual el RGAT establece, en el apartado 6 de su art. 3, la aplicación subsidiaria de las disposiciones de este reglamento relativas a las obligaciones de carácter censal, respecto de lo establecido en el Reglamento de los Impuestos Especiales, lo que, como se verá al analizar las declaraciones censales (arts. 9 y 10 RGAT) y los modelos de declaración (art. 13 RGAT), se traduce en la obligación de incorporar a las declaraciones censales del Estado la existencia o no de la obligación de inscribir los establecimientos en el Registro territorial de la oficina gestora, en relación con los productos objeto de los Impuestos Especiales de Fabricación.

Además, el art. 14.4 RGAT, a cuyos comentarios remitimos, faculta para que la baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores supla la comunicación de baja prevista en la normativa del impuesto.





	 (1) 

	Según la disposición adicional única del RD 2126/2008, de 26 de diciembre, «las referencias al registro de exportadores y otras operaciones económicas deberán entenderse realizadas al registro de devolución mensual que se regula en el art. 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el RD 1624/1992, de 29 de diciembre, que los sustituye a todos los efectos» desde el 1 de enero de 2009.
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Artículo 4. Contenido del Censo de Obligados Tributarios 




1. Los datos que se incluirán en el Censo de Obligados Tributarios serán para las personas físicas los siguientes:

a) Nombre y apellidos, sexo, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento, estado civil y fecha del estado civil.

b) Número de identificación fiscal español.

c) Número de identificación fiscal de otros países, en su caso, para los residentes.

d) Código de identificación fiscal del Estado de residencia, en su caso, para no residentes.

e) Número de pasaporte, en su caso.

f) Condición de residente o no residente en territorio español.

g) Domicilio fiscal en España y la referencia catastral del inmueble, salvo que no esté obligado a ello de acuerdo con la normativa que sea de aplicación.

h) En su caso, domicilio en el extranjero.

i) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de los representantes legales para las personas que carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.

2. Los datos que se incluirán en el Censo de Obligados Tributarios serán para las personas jurídicas y demás entidades los siguientes:

a) Razón social o denominación completa, así como el anagrama, si lo tuviera.

b) Número de identificación fiscal español.

c) Número de identificación fiscal de otros países, en su caso, para los residentes.

d) Código de identificación fiscal del Estado de residencia, en su caso, para no residentes.

e) Condición de persona jurídica o entidad residente o no residente en territorio español.

f) Constitución en España o en el extranjero. En este último caso incluirá el país de constitución.

g) Fecha de constitución y, en su caso, fecha del acuerdo de voluntades a que se refiere el art. 24.2 y fecha de inscripción en el registro público correspondiente.

h) Capital social de constitución.

i) Domicilio fiscal en España y la referencia catastral del inmueble, salvo que no esté obligado a ello de acuerdo con la normativa que le sea de aplicación.

j) En su caso, domicilio en el extranjero.

k) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de los representantes legales.

l) La declaración de que la entidad se constituye con la finalidad específica de la posterior transmisión a terceros de sus participaciones, acciones y demás títulos representativos de fondos propios, y de que no realizará actividad económica hasta dicha transmisión.

Hasta ese momento estas entidades no formarán parte de los registros a que se refieren los apartados 3, 4, 5 y 6 del art. 3.



[Apartado 2.l), incorporado por RD 1/2010, de 8 de enero, vigente desde el 20 de enero de 2010].

Normas relacionadas:

Disposición adicional quinta.1 LGT.

Normativa anterior:

Artículo 2.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto

COMENTARIOS

I.  CONTENIDO OBLIGATORIO DE LOS CENSOS TRIBUTARIOS DEL ESTADO

El art. 4.º RGAT enumera la información obligatoria del Censo de Obligados Tributarios, ampliando los datos exigidos por el derogado art. 2.º del RD 1041/2003. Se trata del censo más general, puesto que está formado por la totalidad de las personas o entidades que deban tener número de identificación fiscal (arts. 3.1 y 18 RGAT). Por ello, de estos datos, es sin duda el número de identificación fiscal español el más importante, puesto que la incorporación al censo es consecuencia de su asignación por la Administración tributaria o por el Ministerio del Interior en este momento, regulada en los arts. 18 y ss. RGAT, a cuyos comentarios remitimos.

Para ello, se establecen en este artículo contenidos diferentes según se trate de personas físicas (apartado 1) o personas jurídicas y demás entidades (apartado 2), diferenciación que es reflejo de la que sirve en nuestro sistema tributario para estructurar la imposición directa de los residentes en territorio español en base a dos impuestos sobre la renta: a) el IRPF, que grava la renta de las personas físicas; y b) el Impuesto sobre Sociedades, que grava la renta de las personas jurídicas y demás entidades previstas en el art. 7 TRLIS. Y aunque las entidades sin personalidad jurídica en régimen de atribución de rentas, a que se refiere el art. 6 del citado texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades no tributen en ninguno de estos impuestos, también forman parte del Censo de Obligados Tributarios porque, según establece el art. 22 RGAT, también deben tener número de identificación fiscal.

Los cuatro artículos siguientes del RGAT establecen la información obligatoria del subjetivamente más restringido Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, delimitado en el art. 3.2 RGAT.

II.  DATOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS EN EL CENSO DE OBLIGADOS TRIBUTARIOS

Estando formado este Censo de Obligados Tributarios por las personas y entidades que deban tener número de identificación fiscal (art. 3.1 RGAT), dicho número es el dato identificador básico, cuya asignación a las personas físicas, regulada en los arts. 18 a 21 RGAT, a cuyos comentarios remitimos, determina la incorporación del resto de datos. A estos efectos, resulta determinante la nacionalidad española o no de la persona obligada a contar con número de identificación fiscal. De los datos enumerados en el apartado primero de este artículo, consideramos interesante comentar tres.

El primero forma parte de los datos personales, en los que se incluye el sexo [apartado a)], de nula trascendencia tributaria, por lo que, aun cuando este dato provenga del documento nacional de identidad o del número personal de identificación de extranjeros, consideramos que podría haberse suprimido de este censo, habida cuenta de que, como consecuencia del principio de igualdad (art. 14.1 CE) no existe en nuestro sistema tributario norma alguna que afecte a la relación tributaria dependiendo de este dato. Sí que tienen sin embargo indudable trascendencia tributaria, por lo que resultan relevantes para el control de las obligaciones tributarias, otros datos personales como la edad o el estado civil, particularmente en la tributación por IRPF o por Donaciones y Sucesiones, por el carácter personal de estos impuestos.

La condición de residente o no residente en territorio español [apartado f)] merece especial atención por dos razones: 1) porque es un dato que puede modificarse a lo largo de un año; y 2) porque su modificación responde en ocasiones a lo que se ha dado en denominar estrategias de «deslocalización» fiscal, lo que es origen de no pocos contenciosos entre las Administraciones tributarias implicadas y los interesados.

En efecto, la condición de residente o no de una persona física viene determinado, según establece el art. 9.º de la Ley del IRPF: a) por la permanencia durante más de 183 días, durante el año natural, en territorio español, computando a tal efecto las ausencias esporádicas; o b) por la localización en España del núcleo principal o la base de sus actividades o intereses económicos, de forma directa o indirecta, con una presunción de residencia habitual en territorio español en base a vínculos familiares. Ello implica que, durante el año natural -que constituye el período impositivo habitual en el IRPF (art. 12.1 de la L 35/2006)- puede modificarse la situación de residencia que, si viene motivada por el cambio de domicilio fiscal, llevará aparejada la comunicación prevista en el art. 17.2 RGAT.

Ninguno de los tres criterios legales de determinación de la residencia habitual en territorio español está exento de dificultad en su aplicación práctica, particularmente en los casos de deslocalización planificada. El de permanencia, pese a su aparente objetividad, plantea numerosos problemas de prueba. Por ejemplo, la Administración tributaria española no admite como prueba de la residencia fiscal en otro Estado los certificados administrativos de residencia emitidos por Consulados o Embajadas, porque, como ha confirmado reiteradamente el Tribunal Económico-Administrativo Central (resolución de 18 de julio de 2003, entre otras) el hecho de residir administrativamente en un país no implica que se haya residido en él durante más de 183 días, ni tampoco que éste sea el centro de actividades o intereses económicos de una persona física. «El certificado de residencia fiscal debe expresar que la persona tiene su residencia fiscal en el Estado que lo expide, debe estar sujeto a imposición en el mismo por su renta mundial y debe ser expedido por la autoridad fiscal competente» (Consulta de la DGT 296/2002, de 25 de febrero de 2002). Y más complejidad conlleva la determinación del centro de intereses económicos del contribuyente, que en general se identifica con el lugar donde se concentra la mayor parte de sus inversiones (sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 15 de febrero de 2001), donde radica la sede de sus negocios o desde donde administra sus bienes, aunque en ocasiones se determina atendiendo al lugar en que se obtenga la mayor parte de las rentas, habida cuenta de que éstas son normalmente el parámetro determinante del valor de las correspondientes inversiones (sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Cataluña de 20 de enero de 2004).

Y a estas dificultades para fijar la residencia fiscal hay que añadir los conflictos de residencia, en cuyo caso ha de recurrirse a los criterios establecidos para su resolución en los correspondientes convenios internacionales para evitar la doble imposición en materia de renta y patrimonio. De interés resulta en estos casos el concepto de «residencia complementaria» acuñado por la jurisprudencia (sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 7 de noviembre de 2000) en orden a determinar el centro de intereses vitales de las personas físicas.

Por último conviene señalar la inclusión de la referencia catastral del inmueble correspondiente al domicilio fiscal en España, código alfanumérico obligatorio de 20 caracteres asignado por el Catastro que identifica de forma unívoca a todos los inmuebles y que permite situarlo en la cartografía oficial del Catastro, con lo que se pretende el mejor seguimiento del empleo efectivo de los inmuebles, en línea con la L 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, en la que se impuso la obligación de consignar la referencia catastral en los contratos de suministro de energía eléctrica, arrendamiento y documentos privados que tengan por objeto bienes inmuebles.

III.  DATOS DE LAS PERSONAS JURÍDICAS Y DEMÁS ENTIDADES EN EL CENSO DE OBLIGADOS TRIBUTARIOS

Y en cuanto a las personas jurídicas y otras entidades, incluidas las que carecen de personalidad jurídica, la asignación del número de identificación fiscal está regulada en los arts. 22, 23 y 24 RGAT, a cuyos comentarios remitimos por cuanto determinan la incorporación del resto de datos. Cabe señalar que, a diferencia de lo que sucede con las personas físicas, en este caso siempre es la AEAT quien asigna el número de identificación fiscal.

Conviene señalar también la obligatoriedad de consignar, si es que existe, el anagrama como elemento identificador más útil en ocasiones que la propia razón social o denominación completa de la entidad. Como el art. 9.2 del RGAT establece que la declaración de alta en este censo deberá incluir los datos recogidos en los arts. 4.º a 8.º, entendemos que, si existe, la omisión de este dato -como la de cualquier otro exigido en los citados artículos- es sancionable según lo dispuesto en el art. 199.3 LGT.

La condición de residente o no en territorio español difiere lógicamente respecto de las personas físicas, afectadas principalmente por el criterio de permanencia, que en el caso de las entidades viene afectado por la localización de la constitución, el domicilio social o la sede de dirección efectiva (art. 8.1 TRLIS). A este respecto, ha de tomarse en consideración la presunción de residencia en territorio español, respecto de países o territorios de nula tributación, introducida en el citado precepto por la L 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas de prevención del fraude fiscal.

Contempla también el RGAT en este artículo la posibilidad, prevista en el art. 309 del Reglamento del Registro Mercantil, de que una entidad constituida en el extranjero haya trasladado su domicilio a España, lo que conlleva la inscripción de ésta en el Registro Mercantil español y el consiguiente cambio de nacionalidad, pero debiendo constar siempre en el Censo el país de constitución [apartado 2.f)].

Establece el art. 35.4 LGT que tienen la condición de obligados tributarios la entidades carentes de personalidad jurídica que constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición, lo que conlleva (art. 24.2 RGAT) la existencia de, «al menos, un documento debidamente firmado en el que los otorgantes manifiesten su acuerdo de voluntades para la constitución de la persona jurídica o entidad u otro documento que acredite situaciones de cotitularidad», cuya fecha deberá constar en el Censo. En estos supuestos resulta trascendental el objeto de la entidad, habida cuenta de que, según constituya o no actividad empresarial, operará o no la equiparación a las sociedades prevista en el art. 22 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por RDLeg. 1/1993, de 24 de septiembre, provocando en caso afirmativo la tributación por operaciones societarias.

El último de los datos exigidos a las personas jurídicas y demás entidades [apartado 2.l) de este artículo] impone recordar que el art. 1261 CC determina como elementos esenciales de todo contrato el consentimiento, el objeto y la causa; requisitos que resultan plenamente aplicables al contrato de sociedad. De ahí que las entidades creadas con la única finalidad de transmitir posteriormente a terceros sus acciones, participaciones o títulos representativos de los fondos propios, pueden encuadrarse en lo que la doctrina mercantilista califica como «entidades ficticias». Lo manifestado en la escritura pública de constitución no coincide con el negocio fundacional de la entidad. Los socios que la otorgan no ponen nada en común, ni existe fin común negocial vinculado al objeto social, sino que responde al propósito de facilitar la constitución a quienes habrán de ser los verdaderos fundadores o promotores, que serán los que adquieran las acciones, participaciones o títulos. Se trata en definitiva de una actividad singular, normalmente empresarial, que puede contribuir a agilizar el proceso de creación de nuevas empresas; de ahí que, como instrumento para la promoción empresarial y el fomento de la actividad económica, el RD 1/2010, de 8 de enero, incorporara, al párrafo l) del apartado 2 de este artículo, la obligación de declarar esta situación transitoria y su constancia en el Censo de Obligados Tributarios, durante la cual la entidad no puede realizar actividad económica alguna, razón por la cual puede causar alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, pero no en el resto de censos integrados en el mismo, esto es, los censos de operadores intracomunitarios, exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial, grandes empresas y registro territorial de los impuestos especiales de fabricación.

Esta situación concluye con la transmisión de las acciones, participaciones o títulos, cuyos adquirentes serán normalmente los verdaderos fundadores o promotores de la entidad en el sentido del art. 7.d) RGAT, por lo que debe declararse la correspondiente modificación de los datos censales, incluyendo los de los socios, miembros o partícipes, obligación incorporada por el citado RD 1/2010 al apartado 2 del art. 12 RGAT, a cuyos comentarios remitimos.






Artículo 5. Contenido del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 




En el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, además de los datos mencionados en el art. 4 de este reglamento, para cada persona o entidad constará la siguiente información:

a) Las declaraciones o autoliquidaciones que deba presentar periódicamente por razón de sus actividades empresariales o profesionales, o por satisfacer rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta, en los términos previstos en la orden a que se refiere el art. 13 de este reglamento.

b) Su situación tributaria en relación con los siguientes extremos:

1.º La condición de entidad total o parcialmente exenta a efectos del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con el art. 9 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

2.º La opción o la renuncia al régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

3.º El método de determinación del rendimiento neto de las actividades económicas que desarrolle y, en su caso, la modalidad aplicada en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

4.º La inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión del método de estimación objetiva o de la modalidad simplificada del régimen de estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

5.º La sujeción del obligado tributario al régimen general o a algún régimen especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido.

6.º La inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión del régimen simplificado o del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.

7.º La inclusión o baja en el Registro de operadores intracomunitarios.

8.º La inclusión o baja en el Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial a que se refiere el art. 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

9.º La inclusión o baja en el Registro de grandes empresas.

10.º La clasificación de las actividades económicas desarrolladas de acuerdo con la codificación prevista en el Real Decreto 475/2007, de 13 de abril, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 (CNAE-2009).

11.º La relación, en su caso, de los establecimientos o locales en los que desarrolle sus actividades económicas, con identificación de la comunidad autónoma, provincia, municipio, dirección completa y la referencia catastral de cada uno de ellos.

c) El número de teléfono y, en su caso, la dirección de correo electrónico y el nombre de dominio o dirección de Internet, mediante el cual desarrolle, total o parcialmente, sus actividades.



Normas relacionadas:

Disposición adicional quinta.1 LGT.

Normativa anterior:

Artículo 3.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  PRECEPTOS QUE REGULAN LOS DATOS DEL CENSO DE EMPRESARIOS, PROFESIONALES Y RETENEDORES

Los datos completos correspondientes a un obligado tributario vienen especificados en tres artículos del RGAT:

- Los de identificación, comunes para todos los obligados tributarios, enumerados en el art. 4.º RGAT, al que remite este art. 5.º.

- Los comunes de todas las personas o entidades integradas en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, que se enumeran en este art. 5.º RGAT.

- Y los datos específicos sólo exigidos para cada tipo de obligado tributario, atendiendo al impuesto que grava sus rentas, que se detallan en los tres artículos siguientes: art. 6.º RGAT.- Personas físicas residentes en España, es decir, los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; art. 7.º RGAT.- Entidades residentes o constituidas en España, es decir, los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y las entidades en régimen de atribución de rentas; y art. 8.º RGAT.- Personas o entidades no residentes, no establecidas, o no constituidas en España, es decir, los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

Además, este artículo ha de ponerse en relación con el apartado segundo del art. 9.º RGAT, según el cual «la declaración de alta deberá incluir los datos recogidos en los arts. 4 a 8 de este reglamento, ambos inclusive», lo cual implica que todos los datos del Censo provienen de las declaraciones censales hechas por el propio obligado tributario, sin perjuicio de la incorporación de datos que, al amparo del art. 144 RGAT, pueda realizar de oficio la Administración o del resultado de los procedimientos de rectificación censal previstos en los arts. 145 y 146 RGAT.

Pero esta relación entre los datos del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores y las declaraciones de alta y modificación en dicho censo no es biunívoca. El contenido de la declaración excede al del censo porque, según se establece en el apartado tercero del art. 9.º RGAT, la declaración censal de alta servirá, además de para comunicar los datos de este Censo (arts. 4.º a 8.º RGAT), para realizar un conjunto heterogéneo de solicitudes, comunicaciones u opciones, igual que sucedía en la legislación derogada (art. 7.º del RD 1041/2003). Y obviamente, la declaración de modificación sirve para comunicar tanto las variaciones de los citados datos como las del resto de declaraciones hechas a través de la declaración de alta (art. 10 RGAT).

II.  DATOS COMUNES PARA TODOS LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS INSCRITOS EN EL CENSO DE EMPRESARIOS, PROFESIONALES Y RETENEDORES

Centrándonos en la segunda referencia normativa del apartado anterior, esto es, los datos detallados en el art. 5.º RGAT, que deben constar para todas las personas o entidades que figuren en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, además de los generales del Censo de Obligados Tributarios, establece el RGAT tres categorías de datos:

- Las declaraciones o autoliquidaciones periódicas obligatorias.

- La situación tributaria, concretada en ciertos datos relativos al Impuesto sobre Sociedades, Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto sobre la Renta de no Residentes en su caso, IVA y aspectos comunes a todos ellos.

- El teléfono y el e-mail de las actividades.

A) Datos del Censo de Obligados Tributarios.

Se trata de datos básicos de identificación del obligado tributario, que no presentan singularidad alguna relacionada con el ejercicio o no de actividades económicas o alguna otra de las que, de conformidad con lo establecido en el art. 3.º.2 RGAT, determinan la obligatoria inscripción en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. Por ello, son plenamente aplicables aquí los comentarios al art. 4.º RGAT.

B) Declaraciones o autoliquidaciones periódicas.

El control de la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones es un elemento esencial del control tributario. «Con ello se pretende la detección y regularización inmediata de posibles incumplimientos para evitar su reiteración», dice el Plan General de Control Tributario 2008 aprobado por resolución de 22 de enero de 2008 de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

El RGAT remite para concretar los datos relativos a las declaraciones periódicas obligatorias a su art. 13, en el que se prevén los modelos de las declaraciones censales, lo cual supone que los datos del censo, en lo relativo a las declaraciones o autoliquidaciones periódicas, sean los que en cada caso exijan los modelos al efecto aprobados, inusual técnica legislativa que otorga imperatividad normativa a los modelos de declaración. A nuestro juicio, igual que sucede con el resto del contenido del censo, el RGAT debería concretar qué datos relativos a las declaraciones o autoliquidaciones periódicas deben obrar en el censo y los modelos facilitar las actuaciones de los obligados tributarios y de la Administración tributaria en el cumplimiento de dicha obligación.

En el momento actual dichos modelos son los establecidos por la Orden EHA/1274/2007, de 26 de abril: a) Modelo 036 de Declaración censal de alta, modificación y baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores; y Modelo 037 de Declaración censal simplificada de alta, modificación y baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. Como esta Orden se dictó en desarrollo del ya derogado RD 1041/2003, de 1 de agosto, cuyos requerimientos de datos eran menores que los del RGAT, cabe esperar que en el futuro se modifiquen los modelos en consonancia con los arts. 9 a 12 RGAT.

En los modelos actuales de declaración censal sólo existe un apartado específico dedicado a la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones, que es el relativo a las distintas causas determinantes de la obligación de realizar retenciones e ingresos a cuenta, el resto se deduce de los datos relativos a la sujeción a los distintos impuestos -IVA, IRPF, Impuesto sobre Sociedades e IRNR- y de la inclusión o no en el Registro de grandes empresas (las consecuencias de la inclusión en este registro, se exponen en el apartado 7 de nuestros comentarios al art. 3.º RGAT).

C) Situación tributaria.

El apartado b) del art. 5.º RGAT concreta los elementos tributarios que definen la «situación tributaria» que obligatoriamente debe contener el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. Se simplifica a este respecto el contenido anteriormente exigido por el derogado RD 1041/2003 en su art. 3.º.

Se concreta la «situación tributaria» del censo en 11 apartados, de los cuales cabe agrupar por impuestos los 8 primeros (los 2 primeros relacionados con el Impuesto sobre Sociedades, los 2 siguientes con el IRPF y los 4 siguientes con el IVA) respondiendo a elementos comunes a más de un impuesto los 3 últimos (grandes empresas, CNAE y relación de establecimientos).

El primer dato de la situación fiscal relacionado con el Impuesto sobre Sociedades es la condición de entidad total o parcialmente exenta según el art. 9.º TRLIS, cuya identificación no resulta conflictiva por el carácter subjetivo de las exenciones contempladas, pero sí su aplicación en el caso de las entidades parcialmente exentas: «La asociación consultante, en la medida en que carezca de ánimo de lucro, al no reunir los requisitos necesarios para que le resulte de aplicación la L 49/2002, puesto que no se trata de una asociación declarada de utilidad pública, estaría considerada como entidad parcialmente exenta, a la que le resultaría de aplicación, por lo tanto, el régimen especial previsto en el Capítulo XV del Título VII del TRLIS» (Consulta Vinculante V2118/2007, de 5 de octubre)

El segundo dato también afecta a las entidades sin fines lucrativos (fundaciones, asociaciones declaradas de utilidad pública, organizaciones no gubernamentales, etc.) para las que el título II de la L 49/2002, de 23 de diciembre, establece un régimen fiscal especial que incluye la exención parcial del Impuesto sobre Sociedades para determinadas rentas y explotaciones, así como la exención en determinados impuestos locales: IBI, IAE e Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Pero, por diversas razones, particularmente cuando el conjunto de las rentas exentas no sea positivo, puede no ser interesante aplicar este régimen fiscal especial, razón por la cual el art. 14 de la citada L 49/2002 prevé que su aplicación deba realizarse a solicitud de la entidad y que, una vez ejercitada la opción por dicho régimen se aplicará de forma indefinida, siempre y cuando se cumplan los requisitos exigidos para ello, pudiendo en cualquier momento renunciarse a él. El RGAT exige en el art. 5.a).2.º que conste la opción o la renuncia a este régimen.

En relación con el IRPF, los dos datos a incluir están relacionados con el método de determinación del rendimiento neto de las actividades económicas que se integra en la base imponible del impuesto.

El primero es el método mismo en cada momento aplicado, a cuyo efecto ha de tomarse en consideración que la L 35/2006, de 28 de noviembre, del IRPF, establece en su art. 28 que el rendimiento neto de las actividades económicas puede determinarse mediante el método de estimación directa, que se considera el de general aplicación y que, con algunas especialidades, aplica las normas del Impuesto sobre Sociedades, o por el método de estimación objetiva. A su vez, la estimación directa admite dos modalidades, la normal y la simplificada atendiendo a la cifra de negocios del conjunto de las actividades (art. 30 LIRPF) de aplicación voluntaria mediante renuncia. Por ello, actualmente, debe constar en el censo cuál de los tres métodos se aplica en cada momento: 1) estimación objetiva; 2) estimación directa normal; 3) estimación directa simplificada.

Pero pese a que la propia ley dice que «la determinación de los rendimientos de actividades económicas se efectuará, con carácter general, por el método de estimación directa» y que la aplicación de la estimación objetiva es voluntaria, a opción del sujeto pasivo, lo cual es lógico, puesto que se admite que este método no determina la verdadera renta, dicha opción ha de ejercitarse (art. 31.1.1.ª LIRPF) mediante lo que el Tribunal Supremo ha denominado una opción «pasiva y no activa» respecto de la estimación objetiva, «lo que implica, a efectos prácticos, que se entienda que un contribuyente ha optado «voluntariamente» por la determinación por signos, índices o módulos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas si no ha presentado la renuncia al mismo» (STS de 7 de noviembre de 2007), característica que, como se expone en nuestros comentarios al art. 9 RGAT, reviste especial importancia en orden a hacer prevalecer el ejercicio de la opción mediante la declaración del rendimiento determinado por estimación directa sobre la renuncia declarada en forma, tal como ha venido a reconocer el art. 33 del Reglamento del IRPF.

Además, la aplicación del método de estimación objetiva está sujeta al cumplimiento de determinados requisitos, por lo que puede dejar de aplicarse por exclusión, cuando dichos requisitos dejen de cumplirse, o por revocación de la renuncia. Por ello, el segundo elemento de la situación tributaria relativa al IRPF exigido por el RGAT [art. 5.b).4.º] es el modo (inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión) en el que el sujeto pasivo ha quedado incluido o excluido del método de estimación directa simplificada o del método de estimación objetiva que aplica.

EL IVA, por su complejidad y mayor rigor formal, es el impuesto que más datos aporta (cuatro) a la situación tributaria del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

El primero deriva de la existencia de los siguientes regímenes especiales, enumerados en el art. 120 de la Ley del impuesto:


1.º Régimen simplificado.

2.º Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca.

3.º Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección.

4.º Régimen especial aplicable a las operaciones con oro de inversión.

5.º Régimen especial de las agencias de viajes.

6.º Régimen especial del recargo de equivalencia.



Debe constar, por ello, en el censo si el obligado tributario está sujeto o no a alguno de estos regímenes especiales [art. 5.b).5.º RGAT].

De estos seis regímenes especiales los tres primeros tienen carácter voluntario y los dos primeros, esto es, el régimen simplificado y el de la agricultura, ganadería y pesca «se aplicarán salvo renuncia de los sujetos pasivos» ejercitada en forma y plazos reglamentariamente establecidos (art. 120.Cuatro LIVA), es decir, se accede a ellos mediante «opción pasiva y no activa», en la terminología del Tribunal Supremo en la citada sentencia de 7 de noviembre de 2007, mientras que la renuncia al régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección se aplica a quienes opten por dicho régimen (art. 120.Tres LIVA).

Pues bien, como consecuencia de la pasividad con que se opta por los dos primeros regímenes especiales -o la actividad exigida para renunciar, según se enfoque- el art. 5.b.6.º RGAT exige la constancia en el censo del modo (inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión) en que el sujeto pasivo ha quedado incluido o excluido del régimen simplificado o del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca.

No se exige ningún dato relativo a los otros regímenes especiales del IVA, lo cual no quiere decir que los modelos de declaración no exijan información sobre ellos, sino que lo hacen en virtud de la ya comentada utilización de las declaraciones censales para finalidades distintas de la estricta elaboración y mantenimiento de los censos tributarios a que se refriere el art. 117.1.l) LGT. Estas finalidades son objeto de análisis en los comentarios a los arts. 9 y 10 RGAT.

Los dos últimos datos relacionados con el IVA se corresponden con otros tantos registros integrados en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, cuyos requisitos y finalidad han sido objeto de comentario a propósito de la formación de este censo, regulada en el art. 3.º RGAT. Se trata concretamente de la inclusión o baja [art. 5.b).8.º RGAT] en el Registro de operadores intracomunitarios (art. 5.b.7.º RGAT) y en el Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial, sustituido desde el 1 de enero de 2009 por el Registro de devolución mensual (según disposición adicional única del RD 2.126/2008).

El primero de los datos relacionado con la aplicación de varios impuestos es la inclusión o baja en el Registro de grandes empresas que, por estar también integrado en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, ha sido objeto de comentario en el art. 3.º RGAT. Estas reiteradas remisiones a los comentarios al art. 3.º RGAT resultan casi inevitables, habida cuenta de que los arts. 3.º, 4.º y 5.º forman parte de una misma subsección, denominada «Contenido de los censos tributarios en el ámbito de competencias del Estado», en la que el legislador reglamentario ha diferenciado la formación de los censos (art. 3.º), o requisitos exigidos para la incorporación a los mismos, de los datos contenidos en ellos (arts. 4.º y 5.º), por lo que la comprensión de cualquiera de ellos hace imprescindible la lectura de los otros dos.

El segundo de los datos no específicos de un impuesto es consecuencia de la incorporación al censo del dato exigido en el apartado 3.e) de la disposición adicional quinta de la LGT, según el cual la declaración censal de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores debe contener «la clasificación de las actividades económicas que vaya a desarrollar según la codificación de actividades establecida a efectos del Impuesto sobre Actividades Económicas», que en el momento actual, hasta que se aplique la CNAE-2009 aprobada por el RD 475/2007, de 13 de abril, se contiene en la Instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas aprobada por RDLeg. 1175/1990, de 28 de septiembre.

Por ello, la remisión anticipada que el art. 5.b).10.º hace al «RD 475/2007, de 13 de abril, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 (CNAE-2009)», ha de ponerse en relación con la disposición transitoria cuarta del RGAT, en la que se difiere la efectividad de dicha remisión entendiéndose hasta entonces realizada a la vigente codificación prevista a efectos del Impuesto sobre Actividades Económicas, que se corresponde con la Clasificación Nacional de Actividades Económicas aprobada por RD 1560/1992, de 18 de diciembre, en que se basa la clasificación de actividades de la Instrucción del IAE.

Conviene tener en cuenta que esta clasificación, además de aportar una aproximación a las actividades, en orden a determinar sus características con consecuencia tributarias, pueden tener consecuencias directas más allá de la tributación en el Impuesto sobre Actividades Económicas. En concreto, el apartado 7.º del marco conceptual de la contabilidad, titulado «Principios y normas de contabilidad generalmente aceptadas», que forma parte del Plan General de Contabilidad aprobado por RD 1514/2007, de 16 de noviembre, establece que «se consideran principios y normas de contabilidad generalmente aceptados los establecidos», entre otros, en «el Plan General de Contabilidad y sus adaptaciones sectoriales», que hasta el momento actual han delimitado su aplicación atendiendo al CNAE. Y como estas normas contables son de aplicación directa para la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades y de los rendimientos de actividades empresariales por el método de estimación directa en el IRPF, la citada clasificación puede afectar a la determinación de la base imponible de los citados impuestos.

El último de los elementos de la situación tributaria incorporado al Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores también guarda relación directa con el contenido mínimo de la declaración de alta previsto en la disposición adicional quinta de la LGT, concretamente el apartado 3.d), que el RGAT prácticamente transcribe, cambiando el tiempo de los verbos de futuro a presente, ya que la declaración regulada en la LGT es previa a la actividad, mientras que la inscripción en el censo regulada por el RGAT es posterior al inicio de aquélla, añadiendo «la referencia catastral» de cada uno de los establecimientos o locales en los que se desarrollen las actividades económicas, en consonancia con la ya comentada relevancia para el control tributario atribuida a este código por la L 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal. Los modelos de declaración, aprobados por la Orden de 26 de abril de 2007, ya incorporan este dato pese a ser ésta anterior al RGAT.

D) Teléfono y e-mail.

Por último, exige el RGAT la incorporación al Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores del «número de teléfono», sin considerar la posibilidad de que no exista, y «en su caso», es decir, contemplando dicha posibilidad para «el nombre de dominio o dirección de Internet, mediante el cual desarrolle, total o parcialmente, sus actividades».

Habida cuenta los términos en que se expresa el art. 9.2 RGAT: «La declaración de alta deberá incluir los datos recogidos en los arts. 4.º a 8.º de este reglamento, ambos inclusive»; lo cual implica que, salvo que en estos artículos se indique otra cosa, su declaración resulta obligatoria, consideramos injustificada la exigencia incondicional del teléfono (por remota que resulte la posibilidad de que no se cuente con él), ya que al fin y al cabo no cumple función alguna en el régimen legal de relaciones entre los ciudadanos y la Administración tributaria, y que se deje abierta la posibilidad de que no se cuente con dominio o dirección de Internet cuando la propia LGT prevé la utilización de tecnologías informáticas y telemáticas (art. 96) y se ha generalizado ya la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones por medios telemáticos.

Por ello, entendemos que la omisión de cualquiera de estos dos datos en la declaración de alta, si se tienen, podría dar lugar a la incoación de un expediente sancionador al amparo del art. 199.3 LGT, pero no si no se cuenta con ellos.






Artículo 6. Información censal complementaria respecto de las personas físicas residentes en España incluidas en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 



Respecto de las personas físicas residentes en España, constarán en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, además de su domicilio fiscal, el lugar donde tengan efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios en territorio español, cuando sea distinto del domicilio fiscal.


Normas relacionadas:

Artículo 48 LGT.

Normativa anterior:

Artículo 45 LGT63 y art. 4.º RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

Establece este artículo del RGAT un dato adicional en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, no común a todos los obligados, sino sólo exigible para aquellos en los que concurran todas y cada una de las siguientes circunstancias: a) que se trate de personas físicas residentes en España; b) que «desarrollen principalmente actividades económicas», en los términos determinados en el art. 113 RGAT; c) que no coincidan el lugar de su residencia habitual y el lugar donde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de las actividades desarrolladas; y d) que la Administración tributaria no haya considerado que este último es el domicilio fiscal al amparo del art. 48.2.a) LGT.

Este dato adicional, o complementario en la terminología del RGAT, a incluir en el censo vía declaración de alta (art. 9.2 RGAT) o modificación [arts. 10.2.a) y 17.1 RGAT], es el lugar donde esté «efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios en territorio español», habida cuenta que, caso de concurrir todas las circunstancias expuestas, de conformidad con lo dispuesto en el citado art. 48.2.a) LGT, el domicilio fiscal, exigido para las personas físicas con carácter general en el art. 4.1.g) RGAT, será el de la residencia habitual y será distinto de aquél.

Cabe concebir situaciones en las que no sólo resulte difícil la determinación del lugar en que está efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de los negocios de una persona física, sino que ni siquiera exista, tal como expresamente prevé el art. 48.2.a) LGT, a lo que cabe añadir las críticas doctrinales vertidas hacia el concepto de «residencia habitual» por tratarse de un concepto jurídico indeterminado, por más que ya se utilizaba en el art. 45.1.a) LGT63 y se utiliza en el art. 40 del Código Civil.

Estamos ante conceptos jurídicos que pueden resultar relevantes en orden a fijar el punto de conexión para el cumplimiento de las obligaciones tributarias de distintos impuestos en una u otra Comunidad Autónoma, tanto de régimen foral como de régimen común, a cuyo efecto, el apartado cuarto del art. 48 LGT prevé que cada Administración podrá comprobar y rectificar el domicilio fiscal declarado en relación con los tributos cuya gestión le competa, mediante el procedimiento que, para los tributos del Estado, incluidos los cedidos, regulan los arts. 148 y ss. RGAT.






Artículo 7. Información censal complementaria respecto de las entidades residentes o constituidas en España incluidas en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 




Respecto de las entidades residentes o constituidas en España, constarán en el Censo de Empresarios, Profesionales y retenedores los siguientes datos adicionales:

a) El domicilio social, cuando exista y sea distinto al domicilio fiscal, y la referencia catastral del inmueble.

b) La fecha de cierre del ejercicio económico.

c) La forma jurídica o clase de entidad de que se trate.

d) El nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal de cada uno de los socios, miembros o partícipes fundadores o que promuevan su constitución. También se hará constar esos mismos datos, excepto para las entidades que tengan la condición de comunidades de propietarios constituidas en régimen de propiedad horizontal, para cada uno de los miembros o partícipes que formen parte, en cada momento, de las entidades a que se refiere el art. 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, con indicación de su cuota de participación y de atribución en caso de que dichas cuotas no coincidan. En el caso de que los socios, miembros o partícipes no sean residentes en España, se deberá hacer constar su residencia fiscal y la identificación de su representante fiscal en España si lo hubiera.



Normas relacionadas:

Artículo 48 LGT.

Normativa anterior:

Artículo 5.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  ENTIDADES A LAS QUE AFECTA

Establece este artículo del RGAT una serie de datos del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores que sólo deberán constar y por tanto ser declarados (art. 9.2 RGAT) por las «entidades residentes o constituidas en España», delimitación subjetiva que comprende dos elementos: a) la condición de entidad; y b) la condición de residente o constituida en España, características a cuyo análisis dedicamos este apartado.

A tal efecto, ha de tomarse en consideración, por una parte, que el art. 35.1 LGT establece que «son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias», por lo que cuando en este artículo se refiere el RGAT a las entidades, ha de entenderse que lo hace respecto de las personas jurídicas y demás entidades del citado precepto, que incluye las entidades a que se refiere el art. 35.4 LGT, a las que el art. 84.Tres de la Ley del IVA atribuye la condición de sujetos pasivos de dicho impuesto. Y por otra parte, que el criterio de residencia es el empleado en la imposición directa para delimitar el sujeto pasivo, que en el caso de las entidades viene regulado en la Ley del Impuesto sobre Sociedades (artículos 7.º y 8.º de su texto refundido).

Y combinando ambos preceptos, se infiere que la obligación a que se refiere el art. 7.º RGAT afecta a todos los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, enumerados en el art. 7.º del texto refundido de dicho Impuesto, es decir, «las entidades en las que concurran alguno de los siguientes requisitos: a) que se hubieran constituido conforme a las leyes españolas; b) que tengan su domicilio social en territorio español; c) que tengan su sede de dirección efectiva en territorio español»; así como a las sociedades civiles, tengan o no personalidad jurídica, herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades a que se refiere el art. 35.4 LGT (en régimen de atribución de rentas) que tengan su residencia en territorio español de acuerdo con lo establecido en el art. 8.º del citado TRLIS.

II.  DOMICILIO SOCIAL DISTINTO DEL FISCAL

Establece el art. 48.2, letras b) y c), LGT que el domicilio fiscal de las personas jurídicas residentes en España será «su domicilio social, siempre que en él esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en que se lleve a cabo dicha gestión o dirección», criterio cuya aplicación extiende a las entidades a las que se refiere el apartado cuarto del art. 35 LGT, con las lógicas particularidades entre las que normalmente estará que no cuenten con domicilio social.

Por tanto, el domicilio social puede o no existir y puede o no coincidir con el domicilio fiscal, dato éste que con carácter general debe obrar en el censo porque así lo impone, para las personas jurídicas y demás entidades, el art. 4.2.i) RGAT. Pues bien, en el caso de que exista y no coincida, porque la gestión y dirección esté centralizada en lugar distinto al del domicilio social, éste deberá constar también en el censo, también con la referencia catastral como elemento identificador de general utilización para los domicilios de personas físicas y jurídicas.

Como el resto de datos del censo, el domicilio social está sujeto a la obligación de declaración prevista en el art. 9.2 RGAT, pese a que la Administración nunca puede alegar su ignorancia porque «costa, por imperativo legal, en el Registro Mercantil» (STS de 23 de febrero de 1996).

III.  FECHA DE CIERRE DEL EJERCICIO ECONÓMICO

La fecha de cierre del ejercicio económico es un dato exigido por la normativa mercantil, que consta en los estatutos de las sociedades y que resulta relevante en la imposición directa de las personas jurídicas y demás entidades sujetas al Impuesto sobre Sociedades, no así para las personas físicas, aunque desarrollen actividades económicas, habida cuenta de que en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas el período impositivo coincide con el año natural (salvo fallecimiento), mientras que en el Impuesto sobre Sociedades «el período impositivo coincidirá con el ejercicio económico de la entidad» (art. 26 LIS); de ahí que sólo para las personas jurídicas y entidades residentes se exija su constancia en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

IV.  FORMA JURÍDICA O CLASE DE ENTIDAD

Resulta todavía más evidente que sólo a las personas jurídicas y demás entidades puede requerirse ente dato y su relevancia tributaria. La forma jurídica es la denominación que lleva asociada la primera letra del número de identificación fiscal asignado por la Administración, según prevé el apartado 1.a) del art. 22 RGAT.

En cuanto a la clase de entidad, no existe una tipología preestablecida, debiendo estarse a la diversidad de instituciones válidas en Derecho.

V.  IDENTIFICACIÓN DE LOS SOCIOS Y MIEMBROS DE LA ENTIDAD

Considera el apartado d) del art. 7.º RGAT dos supuestos bien distintos por lo que se refiere a los datos, relativos a los socios, miembros o partícipes de las personas jurídicas y otras entidades residentes, que deben obrar en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

El primero se refiere a los socios, miembros o partícipes de personas jurídicas u otras entidades con personalidad jurídica que, con la única excepción de las sociedades civiles, serán sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y para las que, en muchos casos, no es posible hacer un seguimiento de los cambios en su titularidad. De ahí que el reglamento exija la constancia, inamovible una vez se cuente con el número de identificación fiscal definitivo según prevé el art. 12.2 RGAT, de los datos de identificación de quienes constituyen la entidad: nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal, en este caso sin la referencia catastral, por tratarse de un dato derivado, aunque deberá constar en los datos del censo correspondiente al socio, miembro o partícipe.

Y el segundo se refiere a los datos de los miembros o partícipes de las entidades a que se refiere el art. 35.4 LGT, que de conformidad con lo establecido en el art. 6.º TRLIS tributan en régimen de atribución de rentas y que pueden ser sujetos pasivos del IVA, según prevé el art. 84.Tres de la ley de este impuesto, para las cuales: a) además de los datos anteriormente citados, deberán constar la cuota de participación y la de atribución de rentas si ambas no coinciden; y b) todos estos datos no quedan fijos, referidos al momento de la creación de la entidad, sino que deben estar permanentemente actualizados: «en cada momento», según el RGAT, debiendo comunicar la modificación la entidad según lo previsto en los arts. 10.1 y 12.2 RGAT.

Se excluyen lógicamente de este segundo caso las comunidades de propietarios constituidas en régimen de propiedad horizontal (en el mismo sentido, el art. 12.2 RGAT) por su irrelevancia a efectos tributarios, si bien, dicha exclusión no afecta a aquellas comunidades de propietarios titulares de bienes inmuebles -normalmente elementos comunes del inmueble- que arriendan a terceros, imputando las rentas correspondientes entre los comuneros.

Y como elemento común a los dos casos considerados, se establece que si los socios, miembros o partícipes no son residentes en España, deberá constar además su residencia fiscal y la identificación de su representante fiscal en España si lo hubiera, debiendo tenerse en cuenta que, si los socios, miembros o partícipes son contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, como sucede en el caso de las entidades en régimen de atribución de rentas, el nombramiento de representante puede ser obligatorio (art. 10 del texto refundido de la Ley del IRNR).






Artículo 8. Información censal complementaria respecto de las personas o entidades no residentes o no establecidas, así como de las no constituidas en España, incluidas en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 




1. En el caso de personas o entidades no residentes o no establecidas, así como en el de las no constituidas en España, que hayan de formar parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores constarán en dicho censo los siguientes datos complementarios:

a) El Estado o territorio de residencia.

b) La nacionalidad y la forma jurídica o clase de entidad sin personalidad jurídica de que se trate, de acuerdo con su derecho nacional.

c) En su caso, nombre y apellidos o razón social o denominación completa, con el anagrama, si lo hubiera, número de identificación fiscal, domicilio fiscal y nacionalidad de su representante en España.

2. Cuando una persona o entidad no residente opere en territorio español por medio de uno o varios establecimientos permanentes que realicen actividades claramente diferentes y cuya gestión se lleve de modo separado, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 17 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, cada establecimiento deberá inscribirse individualmente en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, con los mismos datos y en las mismas condiciones que las personas o entidades residentes y, además, cada uno de ellos deberá identificar la persona o entidad no residente de la que dependan y comunicar los datos relativos a aquélla relacionados en el apartado anterior.

Cada establecimiento permanente se identificará con una denominación específica que, en cualquier caso, comprenderá una referencia a la persona o entidad no residente de la que dependa y un número de identificación fiscal propio e independiente del asignado, en su caso, a esta última y la referencia catastral del inmueble donde esté situado el establecimiento permanente.

Asimismo, deberá especificarse la forma de determinación de la base imponible del establecimiento permanente que se constituye en España, de acuerdo con el art. 18 del texto refundido del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

3. En el caso de que una persona o entidad no residente opere en territorio español por sí misma y por medio de uno o varios establecimientos permanentes, la inclusión en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores deberá realizarse tanto por la persona o entidad no residente como por sus establecimientos permanentes.

En todas estas inclusiones, además de los datos exigidos con carácter general en este reglamento, se comunicarán los relacionados en el apartado 1 de este artículo referentes a la persona o entidad no residente.

Asimismo, cada establecimiento permanente se identificará e indicará la clase de establecimiento que constituya de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior y la referencia catastral del inmueble.

4. En caso de entidades en régimen de atribución de rentas con presencia en territorio español de acuerdo con lo dispuesto en el art. 38.2 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores deberán constar el nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal, domicilio fiscal y nacionalidad de cada uno de los miembros o partícipes de aquélla, con indicación de su cuota de participación y de atribución.



Normas relacionadas:

Disposición adicional quinta de la LGT.

Normativa anterior:

Artículo 6.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  ENTIDADES A LAS QUE AFECTA

En cuanto al elemento subjetivo el art. 8.º objeto del presente comentario es residual respecto de los dos anteriores. El art. 6.º afecta a las personas físicas residentes en España, el art. 7.º a las personas jurídicas y otras entidades residentes o constituidas en España. Y el presente art. 8.º, al resto, es decir, a las personas o entidades no residentes o no constituidas en España, en todos los casos lógicamente, siempre y cuando formen parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores porque realicen alguna de las actividades previstas en el art. 3.2 RGAT.

Los términos «residente» y «establecido», o «no residente» y «no establecido», no son equivalentes, ya que el primero corresponde a la normativa de los Impuestos sobre Sociedades (art. 8 TRLIS) y sobre la Renta de no Residentes (art. 6 del TRLIRNR) y el segundo a la del Impuesto sobre el Valor Añadido (arts. 84.Dos y 119.Uno de la Ley del IVA y art. 31 del Reglamento del IVA). Sobre la no incidencia de la normativa en materia de imposición directa en el derecho a la devolución de las cuotas de IVA soportado por un operador comunitario que realice sus operaciones sin establecimiento en España, resulta interesante la sentencia del TSJ de Madrid de 28 de junio de 2007 (recurso n.º 2940/2003). No obstante, ambos términos responden a la misma lógica: que el obligado tributario «tenga la condición de residente o no residente, es decir, que esté establecido o no en el territorio de aplicación del impuesto» (STS de 19 de octubre de 2007, recurso n.º 1/2007). De ahí que el RGAT los utilice indistintamente en este artículo para establecer los datos que deben constar en el censo -y con ellos la obligación de declararlos (art. 9.2 RGAT)- relativos a unos u otros obligados tributarios.

Y puesto que este artículo afecta especialmente a los establecimientos permanentes, conviene señalar que su existencia puede ser cuestión controvertida y que viene regulada en el art. 13.1 del TRLIRNR y por los Convenios de Doble Imposición suscritos por España que, caso de discrepancia con la normativa interna, deben aplicarse «quedando la previsión nacional para aquellos supuestos en los que no exista pacto internacional, o que habiéndolo carezca de la noción de establecimiento permanente» (sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección Segunda, de 24 de enero de 2008).

En definitiva, estamos ante datos relevantes para la aplicación: a) del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, que grava la renta obtenida en territorio español por las personas físicas y entidades no residentes en éste, muy especialmente de las actividades realizadas en España por no residentes a través de establecimientos permanentes; o b) del IVA, en el que se consideran establecidos en el territorio de aplicación del impuesto los sujetos pasivos que tengan en el mismo la sede de su actividad económica, un establecimiento permanente o su domicilio fiscal, aunque no realicen las operaciones sujetas al impuesto desde dicho establecimiento (art. 84.Dos LIVA) teniendo la consideración de establecimiento permanente, a efectos de este impuesto, «cualquier lugar fijo de negocios donde los empresarios o profesionales realicen actividades económicas» (art. 69.Cinco de la Ley del IVA).

II.  DATOS COMUNES

De los tres datos, complementarios a los del art. 4.º RGAT, exigidos con carácter general para las personas o entidades no residentes o no establecidas (Estado o territorio de residencia; nacionalidad y forma jurídica; y, en su caso, identificación del representante en España) cabe señalar que, sólo si existe, han de facilitarse los datos del representante en España, si bien el art. 10 TRLIRNR, en la redacción dada por la L 36/2006, ha ampliado la obligación de nombrar una persona física o jurídica con residencia en España para que represente a los contribuyentes de este impuesto ante la Administración tributaria en relación con las obligaciones del mismo, y que ésta puede exigirlo atendiendo a la cuantía o características de la renta obtenida en territorio español. Y en el mismo sentido, el art. 119 de la Ley del IVA prevé que las personas no establecidas en la Comunidad que pretendan hacer uso del derecho a la devolución regulado en dicho artículo, deberán nombrar previamente un representante residente en el territorio de aplicación del impuesto, que responderá solidariamente con el interesado en los casos de devolución improcedente.

III.  INDIVIDUALIZACIÓN DE LOS ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES Y DE LA PERSONA O ENTIDAD DE LA QUE DEPENDEN

El art. 17 TRLIRNR establece que si un mismo contribuyente actúa en España a través de distintos centros de actividad (actividades claramente diferenciables y gestión separada), cada uno de ellos ha de considerarse un establecimiento permanente distinto cuya base imponible se gravará separadamente, sin posible compensación con la de otro, razón por la cual establece el RGAT, en el apartado segundo de este art. 8.º, que cada establecimiento deberá inscribirse individualmente en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores como si de uno solo se tratara, completando en cada uno de ellos toda la información exigida, incluida la de la persona o entidad no residente de la que dependa. Es decir, no cabe dar por cumplimentada parte de la información de un establecimiento permanente por mera remisión a la de otro dependiente de la misma persona o entidad no residente.

Para facilitar tanto la diferenciación de los establecimientos permanentes como su titularidad, establece el RGAT que la denominación empleada para identificarlos deberá ser específica para cada uno de ellos, pero incluyendo siempre una referencia a la persona o entidad no residente de la que dependan.

Nunca el número de identificación asignado a cualquiera de los establecimientos permanentes podrá coincidir con el de la persona o entidad no residente de la que dependen, caso de que, además, ésta opere en territorio español por sí misma.

En consonancia con lo exigido para el resto de obligados tributarios, se exige la referencia catastral del inmueble donde esté situado cada establecimiento permanente.

Por último, se establece la constancia obligatoria en el censo de la modalidad de establecimiento permanente de que se trate, por referencia a las distintas formas de determinación de la base imponible previstas en el art. 18 TRLIRNR: a) régimen general; b) establecimiento que no cierra ciclo mercantil (apartado tercero); y c) obras de construcción, instalación y montaje cuya duración exceda de seis meses, actividades o explotaciones económicas de temporada o estacionales, o actividades de exploración de recursos naturales (apartado cuarto).

IV.  ENTIDADES EN RÉGIMEN DE ATRIBUCIÓN DE RENTAS NO RESIDENTES

El art. 38 del TRLIRNR prevé la tributación por dicho impuesto de la renta atribuible a los miembros no residentes de las entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero, tributando, sin embargo, por IRPF o Impuesto sobre Sociedades la parte atribuible a los miembros residentes; de ahí que el art. 8.4 RGAT exija la identificación de cada uno de los miembros o partícipes, con indicación de su cuota de participación y de atribución, en términos idénticos a los del art. 7.d) RGAT para las entidades residentes del art. 35.4 LGT.

No dice expresamente el reglamento que la información deba referirse a los miembros o partícipes que formen parte de la entidad «en cada momento», como lo hace en el citado art. 7.d), pero cabe entender que así es, por aplicación del art. 12.2 RGAT y por su trascendencia tributaria, al menos por lo que respecta a las cuotas de participación y atribución de los residentes, de modo que ésta coincida con la incluida en la declaración informativa relativa a las rentas a atribuir a los socios residentes que, de conformidad con los arts. 38.2 del texto refundido de la Ley del IRNR y el actual art. 90 de la Ley del IRPF, deben realizar estas entidades.






Artículo 9. Declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 




1. Quienes hayan de formar parte del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores deberán presentar una declaración de alta en dicho censo.

2. La declaración de alta deberá incluir los datos recogidos en los arts. 4 a 8 de este reglamento, ambos inclusive.

3. Asimismo, esta declaración servirá para los siguientes fines:

a) Solicitar la asignación del número de identificación fiscal provisional o definitivo, con independencia de que la persona jurídica o entidad solicitante no esté obligada, por aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 anterior, a la presentación de declaración censal de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. La asignación del número de identificación fiscal, a solicitud del interesado o de oficio, determinará la inclusión automática en el Censo de Obligados Tributarios de la persona o entidad de que se trate.

b) Comunicar el régimen general o especial aplicable en el Impuesto sobre el Valor Añadido.

c) Renunciar al método de estimación objetiva y a la modalidad simplificada del régimen de estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o a los regímenes especiales simplificado y de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.

d) Indicar, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, si el inicio de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios que constituyen el objeto de la actividad será posterior al comienzo de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados al desarrollo de la actividad empresarial o profesional.

e) Proponer a la Agencia Estatal de Administración Tributaria el porcentaje provisional de deducción a que se refiere el art. 111.dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

f) Optar por el método de determinación de la base imponible en el régimen especial de las agencias de viajes a que se refiere el art. 146 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y por la determinación de la base imponible mediante el margen de beneficio global en el régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección a que se refiere el apartado dos del art. 137 de la misma ley.

g) Solicitar la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios.

h) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refiere el art. 68.cuatro de la ley de dicho impuesto.

i) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refieren el art. 68.tres y cinco de la ley de dicho impuesto, siempre que el declarante no se encuentra ya registrado en el censo.

j) Optar por la aplicación de la regla de prorrata especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido, prevista en el art. 103.dos.1.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

k) Optar por la declaración del pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con la modalidad prevista en el art. 45.3 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

l) Comunicar el período de liquidación de las autoliquidaciones de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre la Renta de no Residentes y del Impuesto sobre Sociedades, en atención a la cuantía de su último presupuesto aprobado cuando se trate de retenedores u obligados a ingresar a cuenta que tengan la consideración de Administraciones públicas, incluida la Seguridad Social.

m) Optar por la aplicación del régimen general previsto para los establecimientos permanentes, en los términos del art. 18.5.b) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por Real decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, para aquellos establecimientos permanentes cuya actividad en territorio español consista en obras de construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis meses, actividades o explotaciones económicas de temporada o estacionales, o actividades de exploración de recursos naturales.

n) Optar por el régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

ñ) Comunicar aquellos otros hechos y circunstancias de carácter censal previstos en la normativa tributaria o que determine el Ministerio de Economía y Hacienda.

4. Esta declaración deberá presentarse, según los casos, con anterioridad al inicio de las correspondientes actividades, a la realización de las operaciones, al nacimiento de la obligación de retener o ingresar a cuenta sobre las rentas que se satisfagan, abonen o adeuden o a la concurrencia de las circunstancias previstas en este artículo.

A efectos de lo dispuesto en este reglamento, se entenderá producido el comienzo de una actividad empresarial o profesional desde el momento en que se realicen cualesquiera entregas, prestaciones o adquisiciones de bienes o servicios, se efectúen cobros o pagos o se contrate personal laboral, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes y servicios.



Normativa relacionada:

Disposición adicional quinta de la LGT.

Normativa anterior:

Artículo 7.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIONES CENSALES: ALTA, MODIFICACIÓN Y BAJA

Por su singularidad, como declaración origen de un conjunto de derechos y obligaciones tributarias derivados de actuaciones ex post, resulta especialmente activo el papel de la Administración tributaria en la elaboración de las declaraciones censales, como ponen de manifiesto el art. 144.2 RGAT, en el que se prevén actuaciones de la Administración previas a la declaración de los datos censales (requerir la presentación de las declaraciones o de documentación, o su ampliación, o la subsanación de defectos) que en ocasiones llegan a plantear al ciudadano la duda de si se trata de una declaración o de un acto administrativo atípico que, en lugar de venir suscrito por el funcionario que lo emite, nace por la adhesión del interesado a los criterios verbalmente manifestados por aquél. A ello parece aludir la introducción de la Orden EHA/1274/2007, de 26 de abril, como «la aparición de problemas de índole práctica que afectan a la gestión y presentación del modelo».

El art. 29.2.a) LGT prevé la obligación de presentar declaraciones para la formación y mantenimiento de los censos tributarios. Por tanto, no se trata de un mero suministro de información, lo que, puesto en conexión con el art. 119 LGT, supone que tampoco estamos ante un acto de colaboración social en la aplicación de los tributos, sino ante la presentación, por parte del obligado tributario, de hechos relevantes para su gestión, inspección o recaudación, que como tal genera derechos y obligaciones para el declarante. El reglamento, al establecer en su art. 145 un procedimiento específico de rectificación censal contribuirá sin duda a delimitar las actuaciones de la Administración y del obligado tributario en la formación de los censos tributarios.

La disposición adicional quinta establece en sus apartados tercero, cuarto y quinto la distinción, entre declaración censal de alta, modificación y baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, que sigue el reglamento en los arts. 9, 10 y 11, poco discernible en la práctica como consecuencia de la ya tradicional utilización del mismo modelo de declaración para cualquiera de las tres, como veremos en los comentarios al art. 13 RGAT.

II.  LAS DECLARACIONES CENSALES Y EL CONTROL TRIBUTARIO

Las «obligaciones censales» cumplen un papel esencial en el actual sistema tributario estatal. Como se dice en la ya citada Orden de 26 de abril de 2007, los datos censales suponen una herramienta básica para una adecuada gestión de los tributos, que justifica la imposición de esta obligación de hacer.

Como tuvo ocasión de señalar el Tribunal Constitucional, en la ya lejana sentencia número 110/1984, de 26 de noviembre, el efectivo cumplimiento del deber de contribuir a los gastos públicos hace imprescindible la actividad comprobadora de la Administración tributaria, ya que de otro modo «se produciría una distribución injusta de la carga fiscal, pues lo que unos no paguen debiendo pagar, lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico o con menos posibilidades de defraudar», y la eficacia de dicha actividad depende de la eficacia del control que los órganos de gestión e inspección ejercen sobre el hoy ya generalizado sistema de autoliquidaciones. De ahí que «el art. 31.1 CE habilita al legislador para proteger el especial interés de la Hacienda Pública en el pago puntual de las deudas tributarias con medidas eficaces cuya finalidad sea no sólo la de compensar o resarcir al erario público por el perjuicio que le supone la no disposición tempestiva de los fondos necesarios para atender a los gastos públicos, sino también la de salir preventivamente al paso de una posible actitud dilatoria en el pago de sus deudas por los contribuyentes, y ante el riesgo de que dicha actitud pudiera generalizarse» (STC 164/1995, de 13 de noviembre), para lo cual la Administración ha de mantener permanentemente actualizados los datos de identificación, el domicilio o domicilios y los elementos tributarios básicos de las actividades desarrolladas, de modo que pueda dar una pronta y selectiva respuesta dirigida contra aquellos agentes económicos identificados como potenciales incumplidores de sus obligaciones con la Hacienda Pública, lo cual redunda a su vez en beneficio de quienes cumplen regularmente con dichas obligaciones.

Así pues, las denominadas obligaciones formales, y en particular las censales son un elemento esencial para garantizar el mandato constitucional contenido en el art. 31.1 de la , y ello justifica la aplicación de medidas represivas y disuasorias encaminadas a conseguirlo. En palabras del Tribunal Constitucional, el deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos «implica, más allá del genérico sometimiento a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico que el art. 9.1 de la norma fundamental impone, una situación de sujeción y de colaboración con la Administración tributaria en orden al sostenimiento de los gastos públicos cuyo indiscutible y esencial interés público justifica la imposición de limitaciones legales al ejercicio de los derechos individuales» (STC 76/1990, de 26 de abril). De ahí que la inexistencia de perjuicio económico a la Hacienda Pública no exima de la sanción por incumplimiento, ya que «no es una exigencia desproporcionada o meramente formal, pues con ello se persigue poner en manos de la Administración un válido y eficaz elemento de control» (SAN de 1 de marzo de 2000).

La expresión más clara del potencial de los censos sobre la eficacia en la aplicación de los tributos se presenta en los planes anuales de control tributario previstos en el art. 116 LGT. En efecto, ya en el Plan General de Control Tributario de 2005 (resolución de la AEAT de 7 de febrero de 2005) se establecía como línea de actuación prioritaria el «refuerzo de la gestión censal para mejorar la información sobre las actividades económicas desarrolladas, su emplazamiento y contenido. En 2005 se prestará especial atención al "Censo de empresarios, profesionales y retenedores"». Y tres años más tarde, la resolución de 22 de enero de 2008 por la que se aprueban las directrices generales del Plan General de Control Tributario 2008, que se declara continuadora de la línea iniciada con el Plan de Control de 2005, incluye entre las actuaciones de control extensivo o masivo el seguimiento de la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones y las tareas de formación y mantenimiento del censo, con lo que «se pretende la detección y regularización inmediata de posibles incumplimientos para evitar su reiteración», previendo que, con la aplicación del RGAT mejorará «la correcta identificación de los obligados tributarios, la información sobre las actividades económicas, su localización mediante la completa identificación y explotación de otros domicilios distintos del domicilio fiscal a efectos de notificaciones».

III.  VALOR PROBATORIO DE LAS DECLARACIONES CENSALES

De conformidad con lo establecido en el apartado cuarto del art. 108 LGT, los datos y elementos de hecho consignados por los obligados tributarios en las declaraciones, «se presumen ciertos para ellos y sólo podrán rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario», lo que, con los matices -evidentes por otra parte- de que la presunción de certeza sólo se atribuye al declarante y que la rectificación puede afectar tanto a las cuestiones de hecho como a las de derecho, no es sino reiteración del art. 116 LGT63.

Y por aplicación del art. 105.1 LGT, «en nuestro Derecho ha regido y rige la [...] concepción que puede denominarse clásica regida por el principio dispositivo y plasmada en el art. 114 LGT/1963 (también en el art. 105.1 LGT/2003), según la cual cada parte tiene la carga de probar aquellas circunstancias que le favorecen; esto es, la Administración debe probar la realización del hecho imponible y los elementos de cuantificación de la obligación, y el obligado tributario las circunstancias determinantes de los supuestos de no sujeción, exenciones y bonificaciones o beneficios fiscales. Si bien es verdad que nuestra jurisprudencia ha matizado, en ciertas situaciones, el rigor del principio establecido en el mencionado art. 114 LGT/1963, desplazando la carga de la prueba hacia la Administración por disponer de los medios necesarios que no están al alcance de los sujetos pasivos (cfr. SSTS de 25 de septiembre de 1992 y 14 de diciembre de 1999)» (SSTS de 11 de octubre de 2004 y 29 de noviembre de 2006).

Pues bien, por combinación de ambos preceptos (arts. 105.1 y 108.4 LGT), cuando la carga de la prueba recae sobre el sujeto pasivo, como es el caso de los datos consignados en las declaraciones censales, según prevé el art. 144 RGAT, su modificación impone la obligación a cargo de la Administración de comprobar o investigar tales datos, por efecto de la presunción de certeza de las declaraciones, de modo que: «Si esta presunción es de tal naturaleza que juega en contra del sujeto pasivo, hasta el punto de que éste sólo puede rectificar sus propias declaraciones probando que al hacerlas incurrió en error de hecho, aun cuando su presentación no suponga aceptación o reconocimiento de la procedencia del gravamen, también hace que pese sobre la Administración la carga procedimental y procesal de destruirla mediante la actividad de comprobación e investigación a que responden los arts. 109 y ss. de la precitada norma» (STS de 22 de enero de 1999).

Y evidentemente la prueba de que se incurrió en error en la declaración censal, o la omisión de la misma en contra de la realidad de los hechos, hace que ésta se imponga sobre la declaración errónea incluso en un impuesto como el de actividades económicas (IAE), que grava la mera posibilidad del ejercicio de dichas actividades, pues «probado el error en el alta y el no ejercicio de la actividad, la única consecuencia jurídica posible es la nulidad de la liquidación combatida, pues el hecho imponible del tributo no puede depender exclusivamente del dato formal de mantenerse en alta en el mismo y si se demuestra por el interesado el efectivo cese en la actividad que determinó el alta, el mero dato del incumplimiento del deber formal de cursar la correspondiente baja puede dar lugar a la consiguiente infracción simple, pero sin que quepa seguir exaccionando un tributo cuando esté probado que ya no se realiza la actividad gravada» (STSJ de Cataluña de 26 de octubre de 2001).

IV.  CONTENIDO OBLIGATORIO DE LA DECLARACIÓN DE ALTA

Establece la disposición adicional quinta de la LGT, en su apartado tercero, el contenido mínimo de la declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, al que el RGAT da cumplimiento, en el apartado segundo del art. 9.º, por remisión al contenido del censo exigido por los arts. 4 a 8 del mismo reglamento, lo cual traslada al obligado tributario la obligación de aportar la totalidad de la información obrante en el citado censo, sin perjuicio del derecho de la Administración a comprobarlo.

Los comentarios a los datos del censo, hechos a propósito de los citados arts. 4.º a 8.º, son por consiguiente de aplicación a la declaración de alta en el citado Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, cuya presentación, según se establece en el apartado cuarto de este art. 9.º, ha de realizarse antes del inicio de las actividades previstas en el apartado cuarto de RGAT.

Es importante por consiguiente señalar que estos datos sólo son exigibles cuando sea procedente el alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, no cuando las personas jurídicas y demás entidades soliciten la mera asignación del número de identificación fiscal, según lo dispuesto en el art. 23.3 RGAT, aunque para ello se utilice el mismo modelo de declaración, tal como puntualiza el art. 9.3.a) RGAT.

Por otra parte, la utilización del mismo modelo de declaración para el ejercicio de un conjunto heterogéneo de derechos o el cumplimiento de obligaciones, relativos a distintos impuestos, hace que en ocasiones se confundan los datos obligatorios a consignar en la declaración de alta, perfectamente delimitados en los arts. 4.º a 8.º RGAT, con las citadas actuaciones enunciadas en el apartado tercero del art. 9.º RGAT, a las que dedicamos el apartado siguiente.

V.  LAS DECLARACIONES CENSALES AL SERVICIO DE LA GESTIÓN TRIBUTARIA

La utilización de las declaraciones censales al servicio de la gestión tributaria, más allá de la aportación de los datos necesarios para la elaboración y mantenimiento de los censos, se prevé en la disposición adicional quinta LGT cuando establece que «las declaraciones censales servirán, asimismo, para comunicar el inicio de las actividades económicas que desarrollen, las modificaciones que les afecten y el cese en las mismas», con remisión al imprescindible desarrollo reglamentario (apartado segundo) que el RGAT, habida cuenta de la diversidad de impuestos y naturaleza de los derechos y obligaciones que cabe incluir en esta previsión, podría haber desarrollado con una remisión como la que, como cláusula residual o de cierre, se establece en el apartado 3.ñ) de su art. 3.º: «Comunicar aquellos [...] hechos y circunstancias de carácter censal previstos en la normativa tributaria o que determine el Ministerio de Economía y Hacienda».

Pero no es ésta la metodología seguida por el RGAT, no sólo respecto de los censos tributarios, porque en general, en su propósito codificador, refundidor y hasta didáctico, no se ha limitado a regular los aspectos comunes de los censos elaborados para distintos tributos, sino que ha integrado y desarrollado normas de cada uno de ellos.

Por ello, igual que hacía el art. 7.º del derogado RD 1041/2003 (sólo que aquél no era un reglamento general), lo que en el apartado tercero del art. 9.º hace el RGAT es enumerar aquellas actuaciones de los obligados tributarios, previstas en la normativa de distintos tributos, cuyo cumplimiento se conduce a la declaración censal de alta.

Con el fin de incorporar una cierta sistemática a la larga lista de catorce actuaciones concretas enunciadas en el apartado tercero del art. 9.º RGAT, a continuación las agrupamos en las siguientes categorías, que analizamos en los subapartados que siguen:

- Asignación del número de identificación fiscal a personas jurídicas y entidades.

- Comunicaciones.

- Opciones y solicitudes.

- Renuncias.

Y obviamente, no volveremos a comentar el apartado residual ñ), según el cual la declaración censal de alta servirá para «comunicar aquellos otros hechos y circunstancias de carácter censal previstos en la normativa tributaria o que determine el Ministerio de Economía y Hacienda».

Y enlazando con la expresión «hechos y circunstancias de carácter censal» empleada por el reglamento, conviene tener presente que, en contra de lo que esta expresión puede dar a entender, ha de tomarse en consideración que, en la mayor parte de las ocasiones, tales circunstancias incorporan calificaciones de naturaleza jurídica.

1.  Asignación de número de identificación fiscal a personas jurídicas o entidades

La utilización de la declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores para la solicitud del número de identificación fiscal por parte de las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica está prevista en el art. 23, apartado tercero, RGAT, solicitud que, según se establece en el apartado segundo del mismo artículo, ha de formularse dentro del mes siguiente a la fecha de su constitución o establecimiento.

Y la utilización de un modelo de declaración único hace que se prevea en el citado art. 23.3 RGAT la posibilidad de simultanear la solicitud del número de identificación fiscal con la declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, si en el mismo modelo se aportan los datos de la entidad previstos en los arts. 4.º, 5.º, 7.º y en su caso 8.º RGAT, así como la utilización del mismo modelo de declaración para alguna de las finalidades a continuación analizadas.

Pero la identidad del impreso y la posibilidad de simultanear las acciones no hace que se confundan. Acompañada o no de las otras declaraciones, la primera declaración censal de las personas jurídicas y otras entidades incluye la solicitud de asignación del número de identificación fiscal.

2.  Comunicaciones

Son cinco las comunicaciones previstas en el art. 9.3 RGAT, de las cuales cuatro corresponden al impuesto más formalista de nuestro sistema tributario: el IVA.

1. La primera [apartado 3.b)] resulta redundante, porque en el art. 5.b).5.º RGAT se establece que en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores debe constar «la sujeción del obligado tributario al régimen general o a algún régimen especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido», dato que debe incluirse en la declaración de alta porque así lo prevé el art. 9.2 RGAT. Y el art. 9.3.b) reitera que dicha declaración servirá para «comunicar el régimen general o especial aplicable en el Impuesto sobre el Valor Añadido».

2. La segunda [apartado 3.d)] está relacionada con el derecho a la deducción de las cuotas de IVA soportadas o satisfechas con anterioridad al inicio de la realización habitual de entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a las actividades empresariales o profesionales que, tras la sentencia del TJCE, de 21 de marzo de 2000, Galbafrisa, está regulada, por lo que aquí interesa, en los arts. 93.Uno y 111 de la Ley del IVA, en los que, en síntesis, se reconoce dicho derecho, pero por excepción respecto del caso general, que exige el inicio de dichas operaciones. Y establece el art. 27.1 del Reglamento del IVA que la presentación de la declaración censal comunicando a la Administración que se han comenzado las actividades empresariales o profesionales coincidiendo con la adquisición o importación de bienes y servicios, con la intención de destinarlos a la realización de tales actividades, según lo establecido en el art. 164.Uno.1.º de la Ley del IVA, constituye un elemento de prueba más para acreditar con elementos objetivos que en el momento en que se efectuaron las adquisiciones o importaciones se tenía la intención de destinarlas a la realización de tales actividades, requisito exigido por la ley para el ejercicio de la deducción de estas cuotas.

En definitiva, el art. 164.Uno.1.º de la Ley del IVA establece la obligación de «presentar declaraciones relativas al comienzo de las actividades que determinen su sujeción al impuesto», de modo que la presentación de esta declaración censal para poner de manifiesto el destino previsible de las cuotas de IVA, soportado antes de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios, no es un requisito para el ejercicio a la deducción de dichas cuotas, porque ello sería contrario al principio de neutralidad según la jurisprudencia comunitaria, pero aporta un elemento objetivo de prueba de que se tiene la intención de destinarlas a la realización de tales actividades y por ello son deducibles antes de que se inicie la realización habitual de éstas.

3. La tercera [apartado 3.e)] está relacionada con la anterior, pues se trata de la comunicación a la Administración, coincidiendo con la comunicación anterior, del porcentaje provisional de deducción propuesto para su aplicación a las cuotas soportadas antes del inicio de la realización de entregas de bienes o prestación de servicios (art. 111.Dos de la Ley del IVA).

4. La cuarta [apartado 3.i)] es la comunicación de la sujeción de las adquisiciones intracomunitarias previstas en el art. 68.Tres y Cinco de la Ley del IVA, sólo si no se está previamente registrado en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

5. La quinta y última comunicación [apartado 3.l)] no corresponde ya al IVA, sino al período de liquidación de retenciones e ingresos a cuenta de organismos públicos, atendiendo al último presupuesto aprobado.

Como elemento común a todas estas comunicaciones se trata de obligaciones de realizar declaraciones censales previstas en la normativa de distintos impuestos, casi de modo exclusivo en el IVA, cuya finalidad es facilitar la gestión, pero cuyo incumplimiento sólo arrearía la apertura de un expediente sancionador por infracción del art. 198 LGT.

3.  Opciones y solicitudes

Mas trascendencia tienen para el interesado las siete opciones o solicitudes restantes, que se constituyen en requisitos para el ejercicio de algún derecho. Nuevamente el IVA es el impuesto con más actuaciones de este tipo.

1. La primera [apartado 3.f)] está relacionada con dos de los regímenes especiales del IVA. El de las agencias de viajes, para el que se establece, en el art. 146.Uno de la ley del impuesto, que «los sujetos pasivos podrán optar por determinar la base imponible operación por operación o en forma global para cada período impositivo», con efecto durante un período mínimo de cinco años. Resulta obligado optar por uno u otro régimen, por lo que, caso de no presentar la declaración censal, habría de estarse a la opción aplicada en las autoliquidaciones.

Y el régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección, en el que se prevé que «los sujetos pasivos revendedores podrán optar por determinar la base imponible mediante el margen de beneficio global» (art. 137.Dos Ley del IVA) con efectos hasta su renuncia y, como mínimo, hasta la finalización del año natural siguiente, lo cual implica que si no se ejercita la opción la base imponible se determina operación a operación. El art. 50 del Reglamento del IVA desarrolla el ejercicio de la opción estableciendo, entre otros aspectos, que la opción debe ejercitarse al tiempo de presentar la declaración de comienzo de la actividad, o bien durante el mes de diciembre anterior al año natural en que deba surtir efecto.

2. La segunda también relacionada con la gestión del IVA [apartado 3.g)] es lógica, porque, como la declaración de alta debe incluir los datos recogidos en los arts. 4.º a 8.º RGAT, porque así lo establece su art. 9.2, y en el art. 5, apartado b)7.º, está «la inclusión o baja de en el Registro de operadores intracomunitarios», sería ilógico que además de la declaración se exigiera una solicitud independiente, por lo que la declaración de alta sirve para «solicitar la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios», con lo que al mismo tiempo se da cumplimiento a lo establecido en el art. 9.2 RGAT en relación con este Registro. Sobre las circunstancias determinantes de esta inclusión pueden consultarse nuestros comentarios al art. 3.3 RGAT.

3. La tercera [apartado 3.h)] es la opción por la tributación fuera del territorio de aplicación del IVA de las entregas intracomunitarias de bienes prevista en el art. 68.Cuatro de la Ley del IVA y desarrollada en el art. 22 de su reglamento.

4. La cuarta de las opciones ejercitadas con la declaración de alta -última derivada de la normativa del IVA- es la opción por la prorrata especial, prevista en el art. 103.Dos.1.º de la Ley del IVA, en la que se identifican las cuotas de IVA soportado en la adquisición o importación de bienes y servicios utilizadas exclusivamente en la realización de operaciones que originen el derecho a la deducción, facultando su deducción íntegra, lo cual evita las distorsiones en el sistema que en ocasiones puede provocar la aplicación de la prorrata general; de ahí que, en ocasiones, empresas con derecho a la deducción del 100 por 100, pero con riesgo de entrar en regla de prorrata, como es la actividad inmobiliaria, ejerciten cautelarmente esta opción.

5. La quinta opción [apartado 3.k)] corresponde a la normativa del Impuesto sobre Sociedades (art. 45.3 TRLIS), a la que hemos hecho referencia en nuestros comentarios al apartado quinto del art. 3.º RGAT, relativo al Registro de grandes empresas, para diferenciarla de la inclusión en dicho registro, que no es opcional, por cuanto producen el mismo efecto sobre el régimen de declaración de pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades: la determinación de los pagos fraccionados atendiendo a la base imponible del ejercicio en curso mientras se esté en dicho Registro, pero no en caso de baja. Esta opción garantiza la continuidad de la proporcionalidad entre la renta gravada y el pago a cuenta del impuesto. La opción se ejercita, porque así lo establece la normativa del impuesto, durante el mes de febrero del año natural a partir del cual deba surtir efectos (para el caso más común de ejercicios coincidentes con el año natural) quedando vinculado el sujeto pasivo «a esta modalidad del pago fraccionado respecto de los pagos correspondientes al mismo período impositivo y siguientes, en tanto no se renuncie a su aplicación a través de la correspondiente declaración censal que deberá ejercitarse en los mismos plazos» establecidos para el ejercicio de la opción.

6. La sexta opción [apartado 3.m)] está prevista en el art. 18.4.b) del texto TRLIRNR (tras la redacción dada por la L 36/2006) y afecta a un tipo particular de establecimiento permanente -aquellos cuya actividad en territorio español consista en obras de construcción, instalación o montaje cuya duración exceda de seis meses, actividades o explotaciones económicas de temporada o estacionales, o actividades de exploración de recursos naturales- para los que la ley prevé un régimen especial de determinación de la base imponible, adaptado a sus singulares características, si bien pueden optar por la aplicación del régimen general de los establecimientos permanentes, opción que deberá manifestarse al tiempo de presentar la declaración censal de comienzo de la actividad.

No debe confundirse esta opción con la declaración obligatoria del tipo de establecimiento permanente y, como consecuencia de ello, de la forma en que determina la base imponible prevista en el apartado segundo del art. 8.º RGAT: a) régimen general; b) establecimiento permanente que no cierra ciclo mercantil completo; o c) obras de construcción. Aquél es un dato obligatorio, mientras que ésta es el ejercicio de una opción que sólo afecta al tercer tipo de establecimientos permanentes, con la que pasan a determinar la base imponible por el régimen general.

7. La última opción a ejercitar mediante declaración de alta [apartado 3.n)] es también reiterativa [por razones similares a las expuestas en relación con el apartado 3.b) de este mismo artículo] porque el art. 5.b).2.º RGAT establece como contenido obligatorio «la opción o la renuncia al régimen fiscal especial previsto en el título II de la L 49/2002», que obligatoriamente debe incluirse en la declaración de alta porque lo impone el art. 9.2 RGAT, y por tanto, aunque no lo dijera el art. 9.3.n) objeto de este comentario, dicha declaración seguiría sirviendo para dicho fin. En cualquier caso, lo que abunda no daña y menos en un reglamento de esta naturaleza.

4.  Renuncias

Conviene comenzar este apartado, relativo al apartado 3.c) del art. 9.º RGAT, resaltando el hecho de que es el único caso de renuncia a través de la declaración de alta, siendo que muchas de las opciones comentadas en el apartado anterior también tienen vuelta atrás a través de la renuncia ejercitada mediante declaración censal. Ello es así porque, como puede verse en los comentarios al art. 10 RGAT, todas esas renuncias se ejercitan mediante declaración de modificación, porque se ejercitan tras haber optado mediante declaración de alta. La razón es que se trata del único caso de lo que la normativa de los impuestos afectados -en este caso, el IRPF (art. 31.1.1.ª de la Ley el IRPF) y el IVA (art. 122 de la Ley del IVA)- establece lo que el Tribunal Supremo ha denominado, en sentencias de 6 de julio y 7 de noviembre de 2007, un sistema de opción «pasiva y no activa» por el método de estimación objetiva y la modalidad simplificada del régimen de estimación directa en el IRPF y por los regímenes especiales simplificado y de la agricultura, ganadería y pesca del IVA.

Esta modalidad de opción pretende incentivar la aplicación de la estimación objetiva frente a la directa, si bien el art. 33 del actual Reglamento del IRPF, aprobado por RD 439/2007, de 30 de marzo, establece que, además de mediante presentación de declaración censal en forma y plazo, «también se entenderá efectuada la renuncia al método de estimación objetiva cuando se presente en el plazo reglamentario la declaración correspondiente al pago fraccionado del primer trimestre del año natural en que deba surtir efectos en la forma dispuesta para el método de estimación directa» y, caso de inicio de la actividad, si se hace en el primer trimestre del ejercicio de la actividad.

Pero a nuestro juicio esta alternativa reglamentaria no resuelve todas las críticas que a la luz de la jurisprudencia citada (SSTS de 6 de julio y 7 de noviembre de 2007) cabe plantear a esta modalidad de opción, en virtud de la cual resulta de aplicación un régimen de estimación de bases imponibles que se reconoce imperfecto, salvo que se renuncie a él. Y ello, porque la crítica del Alto Tribunal, bien es verdad que frente a una legislación que no contemplaba la renuncia tácita prevista en el precepto reglamentario transcrito, va en una triple línea: a) por una parte, que «es reiterada la doctrina de este Tribunal de que los requisitos formales y procedimentales no deben ser un obstáculo si el resultado obtenido, como ocurre en el caso que se enjuicia, es correcto y no produce indefensión; y ello teniendo en cuenta que el régimen de estimación objetiva del IRPF es voluntario para el sujeto pasivo (art. 49 de LGT) y por lo tanto, que la voluntad manifestada por éste de tributar por el régimen de estimación directa en el IRPF debe primar "sobre cualquier otra consideración de tipo formal o procedimental", entendiendo que no es obstáculo a tal conclusión la circunstancia de que el recurrente no haya renunciado expresamente al régimen de estimación objetiva por signos, índices o módulos y al régimen simplificado dentro del plazo establecido en la Orden [...] no tiene sentido, y, además, es incompatible con el fundamento de este régimen en el IRPF, que se impida a un sujeto pasivo que, por el mero incumplimiento de un plazo, determine su rendimiento real mediante el régimen de estimación directa»; b) la cuestionable validez de la opción «pasiva y no activa, lo que implica, a efectos prácticos, que se entienda que un contribuyente ha optado "voluntariamente" por la determinación por signos, índices o módulos del IRPF si no ha presentado la renuncia al mismo» y la consiguiente validez de la renuncia tácita; y c) añade la segunda de las sentencias citadas que el principio de capacidad económica y los principios de generalidad, proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de las obligaciones formales prevalecen sobre una aplicación «del mero derecho formal, que implica una aplicación injusta del sistema tributario, puesto que ésta tiene como resultado la obtención de unas bases tributarias irreales, dado, no olvidemos, que del expediente administrativo y de la documentación aportada al proceso (declaraciones tributarias), se desprende que los rendimientos de la actividad empresarial del actor durante el período inspeccionado eran negativos».

Entendemos que esta jurisprudencia resulta aplicable a otros supuestos de incumplimiento de la obligación de presentar declaración censal para optar por un determinado régimen tributario, sustituido por una opción tácita a través de declaraciones del impuesto. Es el caso -comentado a propósito del Registro de grandes empresas (art. 3.5 RGAT)- en el que, tras presentar pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades por el método de la base imponible como consecuencia de su incorporación al citado registro, el sujeto pasivo continúa aplicando dicho método tras causar baja como consecuencia de la reducción de su volumen de operaciones por debajo de los 6.010.121,04 euros, sin presentar la declaración censal de la opción prevista en el art. 9.3.k) RGAT, según lo establecido en el art. 45.3 TRLIS. También puede ser de aplicación, puesta en relación con la estricta jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo relativa al derecho a la deducción del IVA, a aquellos supuestos en los que el incumplimiento del mero requisito formal sirve para impedir u obstaculizar gravemente dicho derecho atentando contra el principio de neutralidad, básico en el sistema común.

El enriquecimiento injusto o la doble imposición son, en esta línea, argumentos para superar interpretaciones de normas de derecho formal, como es la exigencia de presentación de declaraciones censales para ejercitar opciones tributarias. En este sentido, consideró la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que no puede gravarse en el impuesto sobre la electricidad la producción de energía eléctrica que «salga de fábrica en régimen suspensivo sin gozar de autorización para ello» (SAN, Secc. 7.ª, de 10 de noviembre de 2005), por más que la correspondiente norma reglamentaria exija la autorización y la inscripción en el registro territorial de la oficina gestora en cuya demarcación se instale el correspondiente establecimiento.

VI.  PLAZO DE LA DECLARACIÓN DE ALTA

Como es lógico, puesto que el censo ha de reflejar en todo momento la realidad y tiene como presupuesto previo la declaración censal de alta de la que se nutre, ésta ha de ser previa a los hechos y circunstancias en ella declarados e inicialmente recogidos en el censo, principio al que responde el enunciado del párrafo primero del apartado 4 de este artículo.

Y concluye este artículo con un enunciado de cuándo se produce, «a efectos de lo dispuesto en este reglamento», el comienzo de una actividad empresarial o profesional; precepto de limitada eficacia teniendo en cuenta que el RGAT no puede tener un concepto de actividad empresarial o profesional propio y distinto del que sí que contienen los distintos impuestos cuya aplicación regula. Además, la disposición adicional undécima del RGAT remite a la normativa del IVA para atribuir la condición de empresario o profesional a los efectos de su título II dedicado a las obligaciones tributarias formales que también regula el inicio de la actividad.

Evidentemente, en caso de discrepancia prevalecerá la normativa del impuesto en cuestión, si bien, al fijar este precepto del RGAT el comienzo de la actividad de modo objetivo, en atención a la realización de hechos concretos, entendemos que prevalecerá a efectos sancionadores, en particular para delimitar el presupuesto objetivo de la conducta consistente en la no presentación en plazo de declaraciones censales, prevista a efectos sancionadores en el art. 198.1 LGT.






Artículo 10. Declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 




1. Cuando se modifique cualquiera de los datos recogidos en la declaración de alta o en cualquier otra declaración de modificación posterior, el obligado tributario deberá comunicar a la Administración tributaria, mediante la correspondiente declaración, dicha modificación.

2. Esta declaración, en particular, servirá para:

a) Comunicar el cambio de domicilio fiscal, de acuerdo con lo previsto en el art. 48.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, por las personas jurídicas y demás entidades, así como por las personas físicas incluidas en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

b) Comunicar la variación de cualquiera de los datos y situaciones tributarias recogidas en los arts. 4 a 9 de este reglamento, ambos inclusive.

c) Comunicar el inicio de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a actividades empresariales o profesionales, cuando la declaración de alta se hubiese formulado indicando que el inicio de la realización de dichas entregas de bienes o prestaciones de servicios se produciría con posterioridad al comienzo de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados a la actividad.

Asimismo, la declaración de modificación servirá para comunicar el comienzo de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a una nueva actividad constitutiva de un sector diferenciado a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, cuando se haya presentado previamente una declaración censal mediante la que se comunique que el inicio de la realización de las entregas de bienes y prestaciones de servicios en desarrollo de dicha nueva actividad se produciría con posterioridad al comienzo de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados a aquélla.

d) Optar por el método de determinación de la base imponible en el régimen especial de las agencias de viajes a que se refiere el art. 146 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido y por el determinación de la base imponible mediante el margen de beneficio global en el régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección a que se refiere el art. 137.dos de la misma ley.

e) Solicitar la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios cuando se vayan a producir, una vez presentada la declaración censal de alta, las circunstancias que lo requieran previstas en el art. 3.3 de este reglamento.

Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que cesen en el desarrollo de las actividades sujetas al mismo sin que ello determine su baja en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, y las personas o entidades que durante los 12 meses anteriores no hayan realizado entregas o adquisiciones intracomunitarias de bienes sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido, o no hayan prestado o sido destinatarios de prestaciones de servicios a que se refieren los párrafos c) y d) del art. 3.3 de este reglamento, deberán presentar, asimismo, una declaración censal de modificación solicitando la baja en el Registro de operadores intracomunitarios.

f) Optar por la no sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas de bienes a que se refiere el art. 68.cuatro de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

g) Comunicar la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido de las entregas a que se refieren el art. 68.tres y cinco de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

h) Revocar las opciones o modificar las solicitudes a que se refieren los párrafos d), e) y f) anteriores y los párrafos f) y h) del art. 9.3 de este reglamento, así como la comunicación de los cambios de las situaciones a que se refieren el párrafo g) de este apartado y el párrafo i) del art. 9.3 de este reglamento.

i) Optar por la aplicación de la regla de prorrata especial en el Impuesto sobre el Valor Añadido, en los siguientes supuestos:

1.º El previsto en el art. 28.1.1.º, segundo párrafo, a), del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre

2.º El previsto en el art. 28.1.1.º, segundo párrafo b), del reglamento de dicho impuesto, en el caso en que no se hubiese ejercitado dicha opción al tiempo de presentar la declaración de alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores. Asimismo, la declaración de modificación servirá para efectuar la revocación de la opción por la regla de prorrata especial a que se refiere el tercer párrafo de dicho art. 28.1.1.º

j) En el caso de aquellos que, teniendo ya la condición de empresarios o profesionales por venir realizando actividades de tal naturaleza, inicien una nueva actividad empresarial o profesional que constituya, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, un sector diferenciado respecto de las actividades que venían desarrollando con anterioridad, y se encuentren en cualesquiera de las circunstancias que se indican a continuación, para comunicar a la Administración su concurrencia:

1.º Que el comienzo de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a la nueva actividad se producirá con posterioridad al comienzo de la adquisición o importación de bienes o servicios destinados a su desarrollo y resulte aplicable el régimen de deducción previsto en los arts. 111, 112 y 113 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. En este caso, la declaración contendrá también la propuesta del porcentaje provisional de deducción a que se refiere el citado art. 111.dos de dicha ley.

2.º Que ejercen la opción por la regla de prorrata especial prevista en el art. 103.dos.1.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

k) Solicitar la inclusión en el Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial, así como la baja en dicho registro, de acuerdo con el art. 30 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

l) Comunicar a la Administración tributaria el cambio de período de liquidación en el Impuesto sobre el Valor Añadido y a efectos de las autoliquidaciones de retenciones e ingresos a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre la Renta de no Residentes y del Impuesto sobre Sociedades por estar incluidos en el Registro de grandes empresas regulado en el art. 3 de este reglamento, o en atención a la cuantía de su último presupuesto aprobado cuando se trate de retenedores u obligados a ingresar a cuenta que tengan la consideración de Administraciones públicas, incluida la Seguridad Social.

m) Optar o renunciar a la opción para determinar el pago fraccionado del Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con la modalidad prevista en el art. 45.3 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

n) Renunciar al régimen de consolidación fiscal en el caso de los grupos fiscales que hayan ejercitado esta opción.

ñ) Optar o renunciar al régimen fiscal especial previsto en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

o) Solicitar la rectificación de datos personales a que se refiere el art. 2.5 de este reglamento.

p) Comunicar otros hechos y circunstancias de carácter censal previstos en las normas tributarias o que determine el Ministerio de Economía y Hacienda.

3. Esta declaración no será necesaria cuando la modificación de uno de los datos que figuren en el censo se haya producido por iniciativa de un órgano de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

4. La declaración deberá presentarse en el plazo de un mes desde que se hayan producido los hechos que determinan su presentación, salvo en los casos que se indican a continuación:

a) En los supuestos en que la normativa propia de cada tributo o la del régimen fiscal aplicable establezca plazos específicos, la declaración se presentará de conformidad con éstos.

b) Las declaraciones a que se refiere el apartado 2.j).1.º de este artículo, deberán presentarse con anterioridad al momento en que se inicie la nueva actividad empresarial que vaya a constituir, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, un sector diferenciado de actividad respecto de las que se venían desarrollando con anterioridad.

c) La comunicación prevista en el apartado 2.l) de este artículo se formulará en el plazo general y, en cualquier caso, antes del vencimiento del plazo para la presentación de la primera declaración periódica afectada por la variación puesta en conocimiento de la Administración tributaria o que hubiese debido presentarse de no haberse producido dicha variación.

d) La solicitud a que se refiere el primer párrafo del apartado 2.e) de este artículo deberá presentarse con anterioridad al momento en el que se produzcan las circunstancias previstas en el art. 3.3 de este reglamento.

e) Cuando el Ministerio de Economía y Hacienda establezca un plazo especial atendiendo a las circunstancias que concurran en cada caso.



[Apartado 2.e) modificado por el artículo segundo del RD 192/2010, de 26 de febrero, que entró en vigor el 3 de marzo de 2010].

Normas relacionadas:

Disposición adicional quinta de la LGT.

Normativa anterior:

Artículo 8.º del RD 1041/2003, de 1 de agosto.

COMENTARIOS

I.  LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR DECLARACIÓN CENSAL DE MODIFICACIÓN

Establece el RGAT en el apartado primero de este artículo la obligación de presentar declaraciones censales en los supuestos previstos en el apartado cuarto de la disposición adicional quinta de la LGT, según el cual: «La declaración censal de modificación contendrá cualquier variación que afecte a los datos consignados en la declaración de alta o en cualquier otra declaración de modificación anterior, en los términos que se establezcan reglamentariamente».

Y recordemos, resumiendo lo expuesto a propósito del art. 9.º anterior, que los datos de la declaración de alta, cuya alteración constituye el presupuesto fáctico de esta nueva obligación tributaria formal, pueden ser agrupados en las siguientes categorías:

a) Los datos del Censo de Obligados Tributarios, especificados en el art. 4.º RGAT, relativos a su identificación y domicilio.

b) Los datos, dependiendo del tipo de persona o entidad de que se trate, especificados en los 6.º, 7.º y 8.º RGAT.

c) Los datos comunes del Censo de Empresarios, profesionales y retenedores, especificados en el art. 5.º RGAT, que cabe sintetizar como sigue:

- Declaraciones o autoliquidaciones periódicas obligatorias [art. 5.a) RGAT].

- Situación tributaria relativa a los siguientes extremos:

1. Condición de sociedad total o parcialmente exenta en el Impuesto sobre Sociedades [art. 5.b).1.º RGAT].

2. Régimen fiscal especial de entidades sin fines lucrativos [art. 5.b).2.º y art. 9.3.n) RGAT].

3. Método de determinación del rendimiento neto de actividades económicas en el IRPF [art. 5.b).3.º y art. 9.3.c) RGAT].

4. Inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión determinante del método del apartado anterior aplicado [art. 5.b).4.º RGAT].

5. Sujeción a régimen general o a algún régimen especial en IVA [art. 5.b).5.º y art. 9.3.b) RGAT].

6. Inclusión, renuncia, revocación de la renuncia o exclusión determinante de la aplicación, en su caso, de los regímenes especiales del IVA simplificado y de la agricultura, ganadería y pesca [art. 5.b).6.º RGAT].

7. Registro de operadores intracomunitarios [art. 5.b).7.º y art. 9.3.g) RGAT].

8. Registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial [art. 5.b).8.º RGAT], sustituido desde el 1 de enero de 2009 por el Registro de devolución mensual (según Disposición adicional única del RD 2.126/2008).

9. Registro de grandes empresas [art. 5.b).9.º RGAT].

10. CNAE de las actividades desarrolladas [art. 5.b).10.º RGAT].

11. Establecimientos y locales de las actividades económicas [art. 5.b).11.º RGAT].

d) El número de teléfono y los datos de Internet.

e) En su caso, las siguientes comunicaciones, opciones o renuncias, previstas en el apartado tercero del art. 9 RGAT:

1. Fecha de inicio de operaciones respecto de las adquisiciones a efectos del ejercicio del derecho a la deducción del IVA [art. 9.3.d) RGAT].

2. Propuesta de porcentaje provisional de deducción de IVA soportado antes del inicio de las operaciones [art. 9.3.e) RGAT].

3. Opción sobre determinación de la base imponible del IVA en agencias de viajes régimen especial de bienes usados [art. 9.3.f) RGAT].

4. Opción por la no sujeción a IVA en entregas intracomunitarias del art. 68.cuatro de la Ley del IVA [art. 9.3.h) del RGAT].

5. Comunicar la sujeción a IVA en adquisiciones intracomunitarias del art. 68.tres y cinco de la Ley del IVA [art. 9.3.i) RGAT].

6. Opción por la prorrata especial en el IVA [art. 9.3.j) RGAT].

7. Opción por el cálculo de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades atendiendo a la base imponible [art. 9.3.k) RGAT].

8. Período de liquidación de declaraciones periódicas de obligados tributarios considerados Administración pública (art. 9.3.l RGAT).

9. Opción por el régimen general para la tributación por Impuesto sobre la renta de no residentes de los establecimientos permanentes del art. 18.4 (tras redacción de L 36/2006) de su texto refundido [art. 9.3.m) RGAT].

II.  SUPUESTOS DE MODIFICACIÓN DE DATOS CENSALES

El apartado segundo de este artículo reitera, en su letra b), con distinta redacción, la obligación del apartado primero, al tiempo que desarrolla su aplicación a posibles supuestos, sin pretender ser omnicomprensivo, puesto que se está regulando una declaración que puede venir impuesta por la normativa actual o futura de cualquier impuesto, de ahí que concluya con la hipótesis residual: «2.p) Comunicar otros hechos y circunstancias de carácter censal previstos en las normas tributarias o que determine el Ministerio de Economía y Hacienda».

A continuación analizamos brevemente cada uno de los supuestos concretos previstos por el RGAT, con referencia al dato modificado en la declaración de alta que constituye precedente inevitable de la modificación:

Apartado 2.a) El domicilio fiscal está previsto en el art. 4, apartado 1.g) o 2.i), según se trate de persona física o entidad respectivamente, del RGAT y debe incluirse en la declaración de alta, porque así lo impone el art. 9.2 RGAT. Esta declaración se corresponde con la obligación de comunicar el domicilio fiscal previsto en el art. 48.3 LGT. En aplicación de la disposición adicional quinta LGT y del art. 10.1 RGAT, su modificación debe realizarse mediante declaración de modificación. Además, como se recuerda en el apartado 2.a) de este artículo, la declaración de modificación de este dato da cumplimiento a la obligación de comunicar los cambios en el domicilio fiscal establecida en el art. 48.3 LGT.

Apartado 2.c) Si según lo previsto en el art. 9.3.d) en la declaración de alta se hizo contar el desfase temporal entre el inicio de las operaciones y las adquisiciones con derecho a la deducción del IVA, mediante declaración de modificación habrá de comunicarse el posterior inicio de las operaciones. E idénticos datos, en su caso, para cada actividad diferenciada en la que concurran las mismas circunstancias.

Apartado 2.d) Si las opciones del IVA a que se refiere el art. 9.3.f) RGAT (agencias de viajes y régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección) no se hubieran ejercitado en la declaración de alta, posteriormente se ejercitan en una de modificación.

Apartado 2.e) Si por no concurrir inicialmente las circunstancias previstas en el art. 3.3 RGAT, el alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores se lleva a cabo sin la inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios, la posterior inclusión en éste se realiza mediante declaración de modificación. Y si vuelven a concurrir las circunstancias determinantes de la no inclusión en este registro, la baja en el mismo también se comunica mediante declaración de modificación.

Apartado 2.f) Ejercitar la opción del IVA prevista en el art. 9.3.h) si se lleva a cabo con posterioridad a la declaración de alta.

Apartado 2.g) Comunicar la sujeción a IVA prevista en el art. 9.3.i) si se lleva a cabo con posterioridad a la declaración de alta.

Apartado 2.h) Revocar las opciones anteriores o modificar las solicitudes y comunicaciones anteriores.

Apartado 2.i) Optar por la prorrata especial, durante el mes de diciembre del año anterior a su aplicación o por inicio de actividades si no se ha hecho con el alta. También revocación de esta opción.

Apartado 2.j) El inicio de operaciones posterior al IVA soportado con derecho a la deducción y el ejercicio de la opción por la prorrata especial, respecto de nuevas actividades que constituyan sector diferenciado a efectos del IVA.

Apartado 2.k) Solicitar el alta o baja en el registro de exportadores y otros operadores económicos en régimen comercial, hasta el 31 de diciembre de 2008; y en el registro de devolución mensual desde el 1 de enero de 2009 (según DA única del RD 2.126/2008).

Apartado 2.l) Comunicar la inclusión o exclusión del Registro de grandes empresas regulado en el art. 3.5 RGAT y el consiguiente cambio en el período de liquidación de las declaraciones periódicas.

Apartado 2.m) Optar, si no se hizo en el alta, o renunciar a la determinación de los pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades por el método de la base imponible.

Apartado 2.n) Renunciar a la aplicación del régimen de consolidación fiscal, pese a que la opción, por su contenido, no se lleve a cabo a través de declaración censal, sino a través de la opción ajustada a lo previsto en el art. 70 TRLIS.

Apartado 2.ñ) Optar, si no se hizo en el alta según prevé el art. 9.3.n), o renunciar al régimen especial de las entidades sin fines lucrativos.

Apartado 2.o) Ejercitar el derecho a la rectificación de los datos personales obrantes en el censo, previsto en el art. 2.5 RGAT.

III.  MODIFICACIÓN DE DATOS A INICIATIVA DE LA AEAT

Dice el RGAT, en el apartado tercero de este artículo, que la declaración de modificación «no será necesaria cuando la modificación de uno de los datos que figuren en el censo se haya producido por iniciativa de un órgano de la Agencia Estatal de Administración Tributaria», a lo que añadimos que, a nuestro juicio, no sólo no es necesario, sino que dicha declaración es imposible, habida cuenta de que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 119.1 LGT, las declaraciones sólo incluyen manifestaciones del obligado tributario que la realiza, no de la Administración.

La Administración puede incorporar de oficio los datos que deban figurar en los censos, según prevé el apartado segundo del art. 144 RGAT, pero es obvio que en tal caso es la Administración y no el obligado tributario quien lo ha hecho, luego ya no cabe la declaración. Sí que cabe la declaración de modificación, pero precisamente si el obligado tributario discrepara de dichos datos. Y en el procedimiento de rectificación censal, la modificación se produce normalmente por la resolución dictada por la Administración, según lo previsto en el apartado 4.a) del art. 145 RGAT, que pondrá fin a un procedimiento en el que el obligado tributario habrá podido alegar.

IV.  PLAZOS DE LAS DECLARACIONES DE MODIFICACIÓN

Teniendo en cuenta que la mayor parte de los supuestos de declaración censal de modificación corresponden a obligaciones tributarias formales establecidas por la normativa de algún impuesto o a algún régimen tributario que afecta a más de uno, el plazo prevalente es el que, en cada caso, establezca dicha normativa [art. 10.4.a) RGAT] y sólo a falta de dicha regulación rige el criterio general establecido en el apartado cuarto de este artículo, según el cual la declaración de modificación en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores ha de presentarse en el plazo de un mes desde que se hayan producido los hechos determinantes de su presentación.

Y junto a estos dos criterios generales, uno subsidiario del otro, establece el RGAT dos plazos especiales, para otros tantos supuestos que, por sus características, aplican la norma de la anticipación propia de la declaración de alta establecida en el art. 9.4 RGAT.

Los presupuestos de hecho y jurídicos del primero vienen determinados por el inicio de una nueva actividad empresarial o profesional que constituya, a efectos del IVA, un sector diferenciado respecto de las actividades hasta ese momento desarrolladas en el que se va a soportar IVA que se pretende deducir con anterioridad al inicio de la realización habitual de las entregas de bienes o prestaciones de servicios correspondientes a esta actividad, según prevé el art. 93.Uno, párrafo segundo, de la Ley del IVA. Precepto que remite para la práctica de la deducción a los arts. 111, 112 y 113 del mismo texto legal y que no condiciona la práctica de esas deducciones a la realización de declaración censal alguna, si bien exigen que las adquisiciones o importaciones de bienes o servicios se realicen «con la intención, confirmada por elementos objetivos», de destinarlos a la realización de las correspondientes actividades empresariales o profesionales (art. 111.Uno de la Ley del IVA) practicándose las deducciones «aplicando el porcentaje que proponga el empresario o profesional a la Administración, salvo en el caso de que esta última fije uno diferente» (art. 111.Dos de la Ley del IVA) sujeto a posterior regularización en su caso. Por su parte, el art. 164.Uno.1.º de la Ley del IVA establece la obligación de presentar declaraciones relativas al comienzo, modificación y cese de las actividades que determinen su sujeción al impuesto, con los requisitos, límites y condiciones que se determinen reglamentariamente y que el art. 28.1.4.º del Reglamento del Impuesto establece que la solicitud por la que se propone el citado porcentaje provisional debe formularse al tiempo de presentar la declaración censal por la que debe comunicarse a la Administración el inicio de las referidas actividades, si bien no será necesaria la presentación de la solicitud si las operaciones a realizar generan el derecho a la deducción.

Pues bien, para este caso establece el art. 10.4.b) RGAT, o más bien clarifica por extensión del plazo establecido para la declaración de alta en el supuesto equivalente de la primera actividad (art. 9.4), que la referida declaración censal debe presentarse con anterioridad al momento en que se inicie la nueva actividad empresarial que va a constituir un sector diferenciado de actividad a efectos del IVA.

En cualquier caso, conviene recordar -igual que hicimos a propósito de la declaración de alta- que esta declaración no es un requisito para el ejercicio de la deducción antes del inicio de las operaciones, sino un elemento objetivo más para acreditar su destino previsible [art. 27.2.c).a') del Reglamento del IVA].

Y el segundo caso de anticipación de la declaración es el de la solicitud de inclusión en el Registro de operadores intracomunitarios cuando, con posterioridad a la declaración de alta, se vayan a realizar las operaciones previstas en el art. 3.3 RGAT, determinantes de la inclusión en dicho registro. Si la solicitud se realiza con la declaración de alta en el censo [art. 9.g) RGAT], el plazo es el del art. 9.4 RGAT, esto es, con anterioridad a la realización de las operaciones para las que se requiere el número de identificación fiscal con el prefijo ES. Y si estas circunstancias se dan con posterioridad al alta en el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores, lógicamente, y así lo explicita expresamente el apartado 4.d) del art. 10 RGAT, la solicitud también deberá ser previa a las operaciones.

A distinta lógica responde el plazo de la comunicación del cambio en la periodicidad de las declaraciones de IVA y retenciones consecuencia de la inclusión en el Registro de grandes empresas, hecho que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 3.5 RGAT, se produce como consecuencia de que el volumen de operaciones de la empresa, determinado conforme a lo dispuesto en el art. 121 de la Ley del IVA, haya superado durante el año natural anterior la cifra de 6.010.121,04 euros, magnitud que la empresa conocerá normalmente en el momento de presentar la declaración resumen anual del IVA de dicho ejercicio.

El cambio en la periodicidad de las declaraciones viene establecido en la normativa de cada uno de los impuestos afectados -tal como hemos recogido en los comentarios al art. 3.º RGAT- y no viene condicionado a la presentación de la correspondiente declaración censal; declaración que sí exigen el art. 5.b).9.º en relación con el art. 10.2.b) RGAT, cuyo plazo especial se establece en el art. 10.4.c) RGAT en el plazo general, que es de un mes desde que se haya producido el hecho determinante de su presentación (art. 10.4 RGAT), lo que, considerando que dicho hecho es el volumen de operaciones del año anterior, cerrado el 31 de diciembre, nos situaría en el 31 de enero del año siguiente, salvo que alguna declaración afectada por el nuevo plazo tuviera un plazo menor, en cuyo caso se aplicará éste.
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                            Artículo 40. Obligación de informar sobre los titulares de cuentas u otras operaciones que no hayan facilitado el número de identificación fiscal 
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                            Artículo 49. Identificación y residencia de los perceptores de rentas personas físicas residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 6.ª Otras obligaciones de información

                        

                          		

                            Artículo 50. Obligación de informar sobre la constitución, establecimiento, modificación o extinción de entidades

                          



                          		

                            Artículo 51. Obligación de informar sobre las personas o entidades que no han comunicado su número de identificación fiscal o que no han identificado los medios de pago empleados al otorgar escrituras o documentos donde consten los actos o contratos intervenidos por notarios

                          



                          		

                            Artículo 52. Obligación de informar sobre las subvenciones o indemnizaciones derivadas del ejercicio de actividades agrícolas, ganaderas o forestales

                          



                          		

                            Artículo 53. Obligaciones de informar acerca de las aportaciones a sistemas de previsión social

                          



                          		

                            Artículo 54. Obligación de informar sobre operaciones financieras relacionadas con bienes inmuebles 

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. Requerimientos individualizados para la obtención de información

                    

                      		

                        Artículo 55. Disposiciones generales

                      



                      		

                        Artículo 56. Requerimientos a determinadas autoridades sometidas al deber de informar y colaborar 

                      



                      		

                        Artículo 57. Procedimiento para realizar determinados requerimientos a entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 4.ª. Transmisión de datos con trascendencia tributaria por la administración tributaria

                    

                      		

                        Artículo 58. Transmisión de datos con trascendencia tributaria por medios electrónicos, informáticos y telemáticos 

                      



                    



                  



                



              



            



          



          		

            Título III. Principios y disposiciones generales de aplicación de los tributos

            

              		

                Capítulo I. Órganos y competencias

                

                  		

                    Artículo 59. Criterios de atribución de competencia en el ámbito de las administraciones tributarias

                  



                  		

                    Artículo 60. Derechos y deberes del personal al servicio de la administración tributaria

                  



                  		

                    Artículo 61. Ejercicio de las facultades en la aplicación de los tributos

                  



                



              



              		

                Capítulo II. Principios generales de la aplicación de los tributos

                

                  		

                    Sección 1.ª. Información y asistencia a los obligados tributarios

                    

                      		

                        Artículo 62. La información y asistencia tributaria

                      



                    



                  



                  		

                    Subsección 1.ª Actuaciones de información tributaria

                    

                      		

                        Artículo 63. Actuaciones de información

                      



                      		

                        Artículo 64. Tramitación de las solicitudes de información

                      



                    



                  



                  		

                    Subsección 2.ª Consultas tributarias escritas

                    

                      		

                        Artículo 65. Órgano competente para la contestación de las consultas tributarias escritas 

                      



                      		

                        Artículo 66. Iniciación del procedimiento para la contestación de las consultas tributarias escritas

                      



                      		

                        Artículo 67. Tramitación del procedimiento para la contestación de las consultas tributarias escritas

                      



                      		

                        Artículo 68. Contestación de consultas tributarias escritas

                      



                    



                  



                  		

                    Subsección 3.ª Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles

                    

                      		

                        Artículo 69. Información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles 

                      



                    



                  



                  		

                    Subsección 4.ª Emisión de certificados tributarios

                    

                      		

                        Artículo 70. Los certificados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 71. Solicitud de los certificados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 72. Contenido de los certificados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 73. Expedición de los certificados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 74. Requisitos de la certificación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias

                      



                      		

                        Artículo 75. Efectos de los certificados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 76. Certificado en materia de fiscalidad del ahorro en la Unión Europea 

                      



                    



                  



                  		

                    Subsección 5.ª Actuaciones de asistencia tributaria

                    

                      		

                        Artículo 77. Actuaciones de asistencia tributaria

                      



                      		

                        Artículo 78. Programas informáticos y uso de medios telemáticos en la asistencia a los obligados tributarios

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 2.ª. La colaboración social en la aplicación de los tributos

                    

                      		

                        Artículo 79. Sujetos de la colaboración social en la aplicación de los tributos 

                      



                      		

                        Artículo 80. Objeto de la colaboración social en la aplicación de los tributos 

                      



                      		

                        Artículo 81. Utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en la colaboración social

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. Utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en las actuaciones y procedimientos tributarios

                    

                      		

                        Artículo 82. Utilización de tecnologías informáticas y telemáticas

                      



                      		

                        Artículo 83. Identificación de la administración tributaria actuante 

                      



                      		

                        Artículo 84. Actuación automatizada

                      



                      		

                        Artículo 85. Aprobación y difusión de aplicaciones

                      



                      		

                        Artículo 86. Equivalencia de soportes documentales

                      



                    



                  



                



              



              		

                Capítulo III. Normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios

                

                  		

                    Sección 1.ª. Especialidad de los procedimientos administrativos en materia tributaria

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios

                        

                          		

                            Artículo 87. Iniciación de oficio

                          



                          		

                            Artículo 88. Iniciación a instancia del obligado tributario

                          



                          		

                            Artículo 89. Subsanación

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Tramitación de las actuaciones y procedimientos tributarios

                        

                          		

                            Artículo 90. Lugar y horario de las actuaciones de aplicación de los tributos 

                          



                          		

                            Artículo 91. Ampliación y aplazamiento de los plazos de tramitación

                          



                          		

                            Artículo 92. Aportación de documentación y ratificación de datos de terceros 

                          



                          		

                            Artículo 93. Conocimiento por los obligados tributarios del Estado de tramitación de los procedimientos

                          



                          		

                            Artículo 94. Acceso a archivos y registros administrativos

                          



                          		

                            Artículo 95. Obtención de copias

                          



                          		

                            Artículo 96. Trámites de audiencia y de alegaciones

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 3.ª Documentación de las actuaciones y procedimientos tributarios

                        

                          		

                            Artículo 97. Comunicaciones

                          



                          		

                            Artículo 98. Diligencias

                          



                          		

                            Artículo 99. Tramitación de las diligencias

                          



                          		

                            Artículo 100. Informes

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 4.ª Terminación de las actuaciones y procedimientos tributarios

                        

                          		

                            Artículo 101. Resolución

                          



                          		

                            Artículo 102. Cómputo de los plazos máximos de resolución

                          



                          		

                            Artículo 103. Períodos de interrupción justificada

                          



                          		

                            Artículo 104. Dilaciones por causas no imputables a la administración 

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 2.ª. Intervención de los obligados en las actuaciones y procedimientos tributarios

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Personas con las que deben entenderse las actuaciones administrativas

                        

                          		

                            Artículo 105.  Actuaciones relativas a obligados tributarios del art. 35.4 De la ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria, y a entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas 

                          



                          		

                            Artículo 106. Actuaciones en caso de solidaridad en el presupuesto de hecho de la obligación 

                          



                          		

                            Artículo 107. Actuaciones con sucesores

                          



                          		

                            Artículo 108. Actuaciones en supuestos de liquidación o concurso comentarios 671

                          



                          		

                            Artículo 109. Actuaciones relativas a obligados tributarios no residentes comentarios 

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª La representación en los procedimientos tributarios

                        

                          		

                            Artículo 110. La representación legal

                          



                          		

                            Artículo 111. La representación voluntaria

                          



                          		

                            Artículo 112. Disposiciones comunes a la representación legal y voluntaria 

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. El domicilio fiscal

                    

                      		

                        Artículo 113. El domicilio fiscal de las personas físicas

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 4.ª. Las notificaciones en materia tributaria

                    

                      		

                        Artículo 114. Notificación

                      



                      		

                        Artículo 115. Notificación por comparecencia

                      



                      		

                        Artículo 115 BIS Notificaciones en dirección electrónica 

                      



                    



                  



                



              



            



          



          		

            Título IV. Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria

            

              		

                Capítulo I. Disposiciones generales

                

                  		

                    Artículo 116. Atribución de funciones de gestión tributaria a los órganos administrativos 

                  



                  		

                    Artículo 117. Presentación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y solicitudes de devolución

                  



                  		

                    Artículo 118. Declaraciones complementarias y sustitutivas

                  



                  		

                    Artículo 119. Autoliquidaciones complementarias

                  



                  		

                    Artículo 120. Comunicaciones de datos complementarias y sustitutivas

                  



                  		

                    Artículo 121. Solicitudes de devolución complementarias y sustitutivas 

                  



                



              



              		

                Capítulo II. Procedimientos de gestión tributaria 

                

                  		

                    Sección 1.ª. Procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos

                    

                      		

                        Artículo 122. Devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo 

                      



                      		

                        Artículo 123. Iniciación del procedimiento de devolución

                      



                      		

                        Artículo 124. Tramitación del procedimiento de devolución

                      



                      		

                        Artículo 125. Terminación del procedimiento de devolución

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 2.ª. Procedimiento para la rectificación de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones de datos o solicitudes de devolución

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Procedimiento para la rectificación de autoliquidaciones

                        

                          		

                            Artículo 126. Iniciación del procedimiento de rectificación de autoliquidaciones 

                          



                          		

                            Artículo 127. Tramitación del procedimiento de rectificación de autoliquidaciones

                          



                          		

                            Artículo 128. Terminación del procedimiento de rectificación de autoliquidaciones 

                          



                          		

                            Artículo 129. Especialidades en el procedimiento de rectificación de autoliquidaciones relativas a retenciones, ingresos a cuenta o cuotas soportadas

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Procedimiento para la rectificación de declaraciones, comunicaciones de datos y solicitudes de devolución

                        

                          		

                            Artículo 130. Especialidades del procedimiento para la rectificación de declaraciones, municaciones de datos y solicitudes de devolución

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. Procedimiento para la ejecución de las devoluciones tributarias

                    

                      		

                        Artículo 131. Ejecución de las devoluciones tributarias

                      



                      		

                        Artículo 132. Pago o compensación de las devoluciones tributarias 

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 4.ª. Procedimiento iniciado mediante declaración

                    

                      		

                        Artículo 133. Procedimiento iniciado mediante declaración

                      



                      		

                        Artículo 134. Especialidades del procedimiento iniciado mediante declaración en el ámbito aduanero

                      



                      		

                        Artículo 135. Caducidad del procedimiento iniciado mediante declaración

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 5.ª. Procedimiento para el reconocimiento de beneficios fiscales de carácter rogado

                    

                      		

                        Artículo 136. Procedimiento para el reconocimiento por la administración tributaria de beneficios fiscales de carácter rogado

                      



                      		

                        Artículo 137. Efectos del reconocimiento de beneficios fiscales de carácter rogado 

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 6.ª. La cuenta corriente tributaria

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Disposiciones generales

                        

                          		

                            Artículo 138. Obligados tributarios que pueden acogerse al sistema de cuenta corriente en materia tributaria

                          



                          		

                            Artículo 139. Deudas y créditos objeto de anotación en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Procedimiento para la inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria

                        

                          		

                            Artículo 140. Procedimiento para la inclusión en el sistema de cuenta corriente en materia tributaria

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 3.ª Efectos y finalización del sistema de cuenta corriente tributaria 

                        

                          		

                            Artículo 141. Efectos sobre los créditos y débitos tributarios

                          



                          		

                            Artículo 142. Determinación del saldo de la cuenta corriente y exigibilidad del mismo 

                          



                          		

                            Artículo 143. Finalización del sistema de cuenta corriente en materia tributaria 

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 7.ª. Actuaciones y procedimientos de comprobación de obligaciones formales

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Actuaciones y procedimientos de comprobación censal

                        

                          		

                            Artículo 144. Actuaciones de comprobación censal

                          



                          		

                            Artículo 145. Procedimiento de rectificación censal

                          



                          		

                            Artículo 146. Rectificación de oficio de la situación censal

                          



                          		

                            Artículo 147. Revocación del número de identificación fiscal

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Actuaciones de comprobación del domicilio fiscal

                        

                          		

                            Artículo 148. Comprobación del domicilio fiscal

                          



                          		

                            Artículo 149. Iniciación y tramitación del procedimiento de comprobación del domicilio fiscal 

                          



                          		

                            Artículo 150. Terminación del procedimiento de comprobación del domicilio fiscal

                          



                          		

                            Artículo 151. Efectos de la comprobación del domicilio fiscal 

                          



                          		

                            Artículo 152. Especialidades del procedimiento de comprobación del domicilio fiscal iniciado a solicitud de una comunidad autónoma

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 3.ª Actuaciones de control de presentación de declaraciones

                        

                          		

                            Artículo 153. Control de presentación de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones de datos 

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 4.ª Actuaciones de control de otras obligaciones formales

                        

                          		

                            Artículo 154. Control de otras obligaciones formales

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 8.ª. Procedimiento de verificación de datos

                    

                      		

                        Artículo 155. Iniciación y tramitación del procedimiento de verificación de datos 

                      



                      		

                        Artículo 156. Terminación del procedimiento de verificación de datos 

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 9.ª. Procedimiento de comprobación de valores

                    

                      		

                        Subsección 1.ª La comprobación de valores

                        

                          		

                            Artículo 157. Comprobación de valores

                          



                          		

                            Artículo 158. Medios de comprobación de valores

                          



                          		

                            Artículo 159. Actuaciones de comprobación de valores

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Procedimiento de comprobación de valores

                        

                          		

                            Artículo 160. Procedimiento para la comprobación de valores 

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 3.ª Contenido y efectos de la tasación pericial contradictoria

                        

                          		

                            Artículo 161. Iniciación y tramitación del procedimiento de tasación pericial contradictoria 

                          



                          		

                            Artículo 162. Terminación del procedimiento de tasación pericial contradictoria 

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 10.ª. Procedimiento de comprobación limitada

                    

                      		

                        Artículo 163. Iniciación del procedimiento de comprobación limitada 

                      



                      		

                        Artículo 164. Tramitación del procedimiento de comprobación limitada 

                      



                      		

                        Artículo 165. Terminación del procedimiento de comprobación limitada 

                      



                    



                  



                



              



            



          



          		

            Título V. Actuaciones y procedimiento de inspección

            

              		

                Capítulo I. Disposiciones generales

                

                  		

                    Sección 1.ª. Funciones de la inspección de los tributos

                    

                      		

                        Artículo 166. Atribución de funciones inspectoras a los órganos administrativos 

                      



                      		

                        Artículo 167. Colaboración de los órganos de inspección con otros órganos y administraciones 

                      



                      		

                        Artículo 168. Inspecciones coordinadas con las comunidades autónomas 

                      



                      		

                        Artículo 169. Personal inspector

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 2.ª. Planificación de actuaciones inspectoras

                    

                      		

                        Artículo 170. Planes de inspección

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. Facultades de la inspección de los tributos

                    

                      		

                        Artículo 171. Examen de la documentación de los obligados tributarios

                      



                      		

                        Artículo 172. Entrada y reconocimiento de fincas

                      



                      		

                        Artículo 173. Obligaciones de atender a los órganos de inspección

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 4.ª. Lugar de las actuaciones inspectoras

                    

                      		

                        Artículo 174. Lugar de las actuaciones inspectoras

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 5.ª. Documentación de las actuaciones inspectoras

                    

                      		

                        Artículo 175. Normas generales

                      



                      		

                        Artículo 176. Actas de inspección

                      



                    



                  



                



              



              		

                Capítulo II. Procedimiento de inspección

                

                  		

                    Sección 1.ª. Iniciación del procedimiento de inspección

                    

                      		

                        Artículo 177. Iniciación de oficio del procedimiento de inspección 

                      



                      		

                        Artículo 178. Extensión y alcance de las actuaciones del procedimiento de inspección 

                      



                      		

                        Artículo 179. Solicitud del obligado tributario de una inspección de alcance general

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 2.ª. Tramitación del procedimiento de inspección 

                    

                      		

                        Artículo 180. Tramitación del procedimiento inspector

                      



                      		

                        Artículo 181. Medidas cautelares

                      



                      		

                        Artículo 182. Horario de las actuaciones del procedimiento inspector

                      



                      		

                        Artículo 183. Trámite de audiencia previo a las actas de inspección 

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 3.ª. Duración del procedimiento inspector

                    

                      		

                        Artículo 184. Ampliación del plazo de duración del procedimiento de inspección

                      



                    



                  



                  		

                    Sección 4.ª. Terminación del procedimiento de inspección

                    

                      		

                        Subsección 1.ª Actas de inspección

                        

                          		

                            Artículo 185. Formalización de las actas

                          



                          		

                            Artículo 186. Tramitación de las actas con acuerdo

                          



                          		

                            Artículo 187. Tramitación de las actas de conformidad

                          



                          		

                            Artículo 188. Tramitación de las actas de disconformidad

                          



                        



                      



                      		

                        Subsección 2.ª Formas de terminación del procedimiento inspector

                        

                          		

                            Artículo 189. Formas de terminación del procedimiento inspector 

                          



                          		

                            Artículo 190. Clases de liquidaciones derivadas de las actas de inspección

                          



                          		

                            Artículo 191. Liquidación de los intereses de demora

                          



                          		

                            Artículo 192. Comprobación de obligaciones formales

                          



                        



                      



                    



                  



                  		

                    Sección 5.ª. Disposiciones especiales del procedimiento inspector

                    

                      		

                        Artículo 193. Estimación indirecta de bases o cuotas

                      



                      		

                        Artículo 194. Declaración de conflicto en la aplicación de la norma tributaria

                      



                      		

                        Artículo 195. Entidades que tributen en régimen de consolidación fiscal

                      



                      		

                        Artículo 196. Declaración de responsabilidad en el procedimiento inspector 

                      



                    



                  



                



              



              		

                Capítulo III. Otras actuaciones inspectoras

                

                  		

                    Artículo 197. Otras actuaciones inspectoras

                  



                



              



            



          



          		

            Disposiciones adicionales 

            

              		

                Primera. Normas de organización específica

              



              		

                Segunda. Órganos competentes de las comunidades autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla o de las entidades locales

              



              		

                Tercera. Órganos competentes en el ámbito de la Dirección General del Catastro 

              



              		

                Cuarta. Aplicación de las normas sobre declaraciones censales en los territorios históricos del País Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra

              



              		

                Quinta. Obligaciones censales relativas al impuesto sobre las ventas minoristas de determinados hidrocarburos

              



              		

                Sexta. Declaración anual de operaciones con terceras personas realizadas en Canarias, Ceuta y Melilla

              



              		

                Séptima. Declaración de operaciones con terceras personas de la administración del Estado 

              



              		

                Octava. Devolución de ingresos indebidos de derecho público

              



              		

                Novena. Convenios de colaboración suscritos con anterioridad a la entrada en vigor de este reglamento

              



              		

                Décima. Aplicación del procedimiento de identificación y residencia de los residentes en la Unión Europea

              



              		

                Undécima. Definición de empresario o profesional

              



              		

                Duodécima. Contestación a consultas tributarias relativas al impuesto general indirecto canario y al arbitrio sobre importaciones y entregas de mercancías en las Islas Canarias

              



              		

                Décimotercera. Composición del activo en determinadas instituciones 

              



              		

                Décimocuarta. Facultades de los órganos de recaudación

              



              		

                Décimoquinta. Estandarización de los formatos de los ficheros a aportar a la administración tributaria en el curso de los procedimientos de aplicación de los tributos 

              



            



          



          		

            Disposiciones transitorias 

            

              		

                Primera.  Procedimiento para hacer efectiva la obligación de informar respecto de los valores a que se refiere la disposición transitoria segunda de la Ley 19/2003, de 4 de julio 

              



              		

                Segunda. Tratamiento de determinados instrumentos de renta fija a los efectos de las obligaciones de información respecto de personas físicas residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea

              



              		

                Tercera. Obligaciones de información de carácter general 

              



              		

                Cuarta. Declaración de las actividades económicas desarrolladas de acuerdo con la codificación prevista en la CNAE-2009

              



            



          



          		

            Disposición final 

            

              		

                Única. Habilitación normativa

              



            



          



        



      


    


  



